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En su resolución 36/112, de 10 de diciembre de 1981, titulada “Examen del proce-
dimiento de elaboración de tratados multilaterales”, la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas subrayó la importancia de los tratados multilaterales como fuente primordial
del derecho internacional. Al mismo tiempo, reconoció la carga que representa para los
gobiernos, las Naciones Unidas y la comunidad internacional en general el proceso de
elaboración de tratados multilaterales. En este contexto, la Asamblea pidió al Secretario
General de las Naciones Unidas que, entre otras cosas, preparase y publicase una nueva
edición del Manual de cláusulas finales, teniendo en cuenta las últimas novedades y
prácticas pertinentes a este respecto. La edición anterior se había publicado en 1957.

Lamentablemente, y debido a graves limitaciones en materia de recursos, la Secre-
taría de las Naciones Unidas no pudo responder a esta petición durante muchos años. No
obstante, la necesidad de una nueva edición del Manual persistía. Finalmente, ahora ha
resultado posible dar cumplimiento a la solicitud de la Asamblea General.

Esta nueva edición del Manual ha sido preparada por la Sección de Tratados de la
Oficina de Asuntos Jurídicos de las Naciones Unidas, que desempeña las funciones de
depositario que corresponden al Secretario General de las Naciones Unidas en virtud de
tratados multilaterales. El Manual incorpora novedades recientes en la práctica del Se-
cretario General como depositario de tratados multilaterales en lo que respecta a asuntos
que normalmente figuran en las cláusulas finales de esos tratados. Muchas de estas nove-
dades reflejan las respuestas de la Oficina de Asuntos Jurídicos de las Naciones Unidas a
las preocupaciones expresadas por la comunidad internacional.

El Manual es una guía práctica destinada a ayudar a quienes participan directamen-
te en la elaboración de tratados multilaterales. En particular, su finalidad consiste en ayu-
dar a los Estados que tienen escasos recursos y una competencia técnica limitada en ma-
teria de derecho y práctica de los tratados, a participar plenamente en el proceso de
elaboración de tratados multilaterales.

En el Manual se citan íntegramente las disposiciones de tratados multilaterales de-
positados ante el Secretario General de las Naciones Unidas. En notas de pie de página se
ofrecen otros ejemplos. Por último, se establecen pautas y se recomiendan prácticas ade-
cuadas.

Además de los ejemplares impresos de este Manual, se puede obtener una copia
electrónica del mismo en el página Web de las Naciones Unidas, http://untreaty.un.org.

Se alienta a los usuarios de este Manual a ponerse en contacto con la Sección
de Tratados de la Oficina de Asuntos Jurídicos, por correo electrónico en la dirección
treaty@un.org, hacer toda clase de comentarios o preguntas.

Se pueden obtener otras informaciones útiles en el Manual de tratados, también
disponible en http://untreaty.un.org.

Hans CORELL

Secretario General Adjunto de Asuntos Jurídicos
Asesor Jurídico

vii
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En la resolución 36/112, de 10 de diciembre de 1981, la Asamblea General de las
Naciones Unidas pidió al Secretario General de las Naciones Unidas que preparase un
nuevo MANUAL DE CLÁUSULAS FINALES. La Sección de Tratados de las Naciones Uni-
das publicó la última edición del MANUAL DE CLÁUSULAS FINALES en 1957.

La finalidad del presente Manual es ofrecer un instrumento de referencia actualiza-
do para la redacción de las cláusulas finales de tratados multilaterales, teniendo en cuen-
ta las novedades, en particular la práctica del Secretario General de las Naciones Unidas
en calidad de depositario de tratados multilaterales. Es importante observar que la prácti-
ca del Secretario General en esta materia ha evolucionado en algunos aspectos durante
los últimos años. Por ejemplo, el 28 de agosto de 2001 el Secretario General divulgó
el boletín titulado “Procedimientos que deben seguir los departamentos, las oficinas
y las comisiones regionales de las Naciones Unidas respecto de los tratados y acuerdos
internacionales”, en el que se recogen algunas de esas novedades (véase el anexo:
ST/SGB/2001/7). En la sección 4.2 de ese boletín, el Secretario General de las Naciones
Unidas declara expresamente que, en el caso de los tratados y acuerdos multilaterales de-
positados en poder del Secretario General, “[l]os proyectos de cláusulas definitivas de
esos tratados y acuerdos internacionales deberán ser presentados por el departamento, la
oficina o la comisión regional pertinente a la Sección de Tratados para que ésta los exa-
mine y formule observaciones al respecto antes de su formalización”.

En el presente Manual el término “tratado” significa un acuerdo multilateral. A me-
nos que el contexto indique otra cosa, el término “Estado” también puede aplicarse a una
organización internacional o a otra entidad que esté autorizada, en virtud de las disposi-
ciones del tratado, a ser parte en el mismo. Los tratados examinados en este Manual son
casi exclusivamente tratados multilaterales depositados en poder del Secretario General
de las Naciones Unidas. Como se han depositado en poder del Secretario General más
de 500 tratados multilaterales, los precedentes y las prácticas establecidos por esos trata-
dos y en relación con los mismos han tenido una influencia importante en la evolución de
esta materia.

Cuando en esta publicación se menciona el Manual de tratados se hace referencia
siempre a la versión reimpresa en 2002 y a la versión electrónica disponible en Internet.

Se hace notar que la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, 1969,
se refiere primordialmente a los tratados celebrados entre Estados (artículo 1) y a los tra-
tados constitutivos de organizaciones internacionales y tratados adoptados en el ámbito
de una organización internacional (artículo 5). La Convención de Viena sobre el Dere-
cho de los Tratados entre Estados y Organizaciones Internacionales o entre Organiza-
ciones Internacionales, 19861 se refiere a los tratados celebrados entre uno o más Esta-
dos y una o más organizaciones internacionales.

El presente Manual sigue el orden en el que las cláusulas finales aparecen con ma-
yor frecuencia en los tratados multilaterales depositados en poder del Secretario General
de las Naciones Unidas.

viii

1 Aún no está en vigor.



�����	
�����

Un tratado multilateral se puede redactar de maneras diferentes. No obstante, la
práctica corriente es que un tratado consista en un instrumento que incluya un título, el
preámbulo, el texto principal, cláusulas finales, la fórmula de conclusión y el bloque de
firma, así como anexos (cuando procede). Las cláusulas finales de un tratado multilateral
incluyen, por lo general, artículos sobre la solución de controversias, enmiendas y revi-
siones, situación de los anexos, firma, ratificación, adhesión, entrada en vigor, retiro y
terminación, reservas, designación del depositario y textos auténticos. Además, se pue-
den incluir artículos que aborden la relación del tratado con otros tratados, su duración,
aplicación provisional, aplicación territorial y registro.

Una vez adoptado, un tratado multilateral produce determinados efectos jurídicos.
Incluso si el tratado aún no ha entrado en vigor, algunas de sus disposiciones, en particu-
lar las cláusulas finales, son, por su naturaleza y objetivo, aplicables inmediatamente
(disposiciones sobre las modalidades de autenticación del texto, establecimiento del
consentimiento de los Estados para quedar vinculados por el tratado, entrada en vigor,
reservas, funciones del depositario, etcétera). Estas disposiciones son aplicables a las
funciones del depositario. Así, en el párrafo 4 del artículo 24 de la Convención de Viena
sobre el Derecho de los Tratados, 1969 se establece lo siguiente:

4. Las disposiciones de un tratado que regulen la autenticación de su texto, la
constancia del consentimiento de los Estados en obligarse por el tratado, la manera
o la fecha de su entrada en vigor, las reservas, las funciones del depositario y otras
cuestiones que se susciten necesariamente antes de la entrada en vigor del tratado se
aplicarán desde el momento de la adopción de su texto.

Desde un punto de vista técnico, la redacción de las cláusulas finales ha sufrido di-
versos cambios y perfeccionamientos a lo largo de los años, que se recogen en esta publi-
cación. El derecho de los tratados ha alcanzado mayor precisión gracias a esta evolución.
Las opiniones expresadas por el Secretario General de las Naciones Unidas como depo-
sitario de tratados multilaterales han tenido asimismo consecuencias importantes en esta
evolución.

En general, las cláusulas finales de un tratado se refieren a aspectos procesales y no
a aspectos sustantivos del tratado. No obstante, la redacción adecuada de las cláusulas fi-
nales hace posible el funcionamiento ordenado del tratado y facilita su aplicación a las
partes y al depositario. Dichas cláusulas pueden tener consecuencias importantes sobre
el fondo. En consecuencia, la redacción precisa de las cláusulas finales reviste importan-
cia.

1
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La adopción y autenticación de un texto acordado constituye el resultado satisfacto-
rio de un proceso de negociación del tratado.

De conformidad con el derecho internacional consuetudinario, codificado en la
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, 1969 (en adelante la “Conven-
ción de Viena, 1969”), el texto de un tratado multilateral puede ser adoptado por el con-
senso de todos los Estados que participan en las negociaciones o puede ser votado por el
órgano correspondiente de una conferencia internacional. En este último caso, si los
Estados no han acordado una regla de votación para ese órgano, un tratado se considera
adoptado en una conferencia internacional si cuenta con el voto de los dos tercios de los
Estados presentes y votantes, a menos que, mediante la misma mayoría, hayan decidido
aplicar una norma diferente (véase el artículo 9 de la Convención de Viena, 1969).

Una vez adoptado, el texto del tratado queda establecido. El texto adoptado requie-
re su autenticación. La autenticación se puede realizar de diversas maneras (véase el ar-
tículo 10 de la Convención de Viena, 1969): mediante la firma ad referendum (la firma
puesta por los representantes de los Estados participantes en la negociación del texto, su-
jeta a la posterior confirmación por sus gobiernos) o mediante la rúbrica del tratado o del
Acta Final en la que figura el texto adoptado (haciéndose constar la rúbrica de los nego-
ciadores), o bien mediante la adopción del texto por una resolución del órgano pertinen-
te. La Asamblea General de las Naciones Unidas (en adelante la “Asamblea General”) en
numerosas ocasiones ha adoptado mediante resoluciones los textos negociados bajo los
auspicios de órganos establecidos por la Asamblea General. La firma del original del tra-
tado puede ser el mecanismo utilizado para la autenticación del tratado.

�� � �����������
En el pasado, cuando un tratado multilateral preveía su ratificación, adhesión, etc.

posteriores, los Estados en cuestión, como sucede en el caso de los acuerdos bilaterales,
intercambiaban los instrumentos apropiados. Sin embargo, la proliferación de tratados
multilaterales y el aumento del número de partes han dado como resultado la creación de
la institución del depositario.

Inicialmente, sólo eran depositarios los Estados. Después, especialmente desde el
establecimiento de la Sociedad de las Naciones y posteriormente, se han confiado cada
vez más las funciones de depositario a las Naciones Unidas y sus organismos especiali-
zados y a organizaciones internacionales. El Secretario General de las Naciones Unidas
(en adelante el “Secretario General”) es el depositario de más de 500 tratados multilate-
rales que abarcan el conjunto de las actividades humanas.

El depositario de un tratado es cualquier Estado, organización o institución a que se
ha confiado la custodia de ese tratado. Las funciones del depositario se detallan en los ar-
tículos 76 y 77 de la Convención de Viena, 1969.

(Véanse también los párrafos 9 a 37 del Summary of Practice of the Secretary-General
as Depositary of Multilateral Treaties (en adelante el “Summary of Practice”)

2
, y las sec-
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ciones 2 y 6 del Manual de tratados preparado por la Sección de Tratados de las Nacio-
nes Unidas (en adelante la “Sección de Tratados”)).

1. Designación del depositario

a. Normalmente, el propio tratado designa claramente al depositario en una disposi-
ción independiente. A efectos de claridad y certidumbre, éste sería claramente el
método preferido. En el artículo 29 del Convenio de Estocolmo sobre contaminan-
tes orgánicos persistentes, 2001, se establece lo siguiente:

Depositario

El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario del pre-
sente Convenio3.

Asimismo, en el artículo 53 del Convenio Internacional del Cacao, 2001 se esta-
blece:

El Secretario General de las Naciones Unidas queda designado deposita-
rio del presente Convenio4.

b. Algunos tratados han adoptado un método más indirecto para designar al deposita-
rio. En el artículo 28 del Convenio Internacional para la represión de la financia-
ción del terrorismo, 1999 se dispone:

El original del presente Convenio, cuyos textos en árabe, chino, español,
francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será depositado en poder del
Secretario General de las Naciones Unidas, que enviará copias certificadas de
él a todos los Estados5.

En el Mandato del Grupo Internacional de Estudio sobre el Cobre, 1989 se in-
cluye entre paréntesis una referencia al depositario (lo que no se recomienda). En el
inciso a) del párrafo 22 se establece:

Entrada en vigor

22. a) El presente mandato entrará en vigor definitivamente cuando un
número de Estados que en conjunto representen al menos un 80% del comercio
de cobre, según se indica en el anexo del presente mandato, hayan notificado al
Secretario General de las Naciones Unidas (denominado en lo sucesivo “el de-
positario”) su aceptación definitiva del presente mandato de conformidad con
el apartado c) de este párrafo.

Los artículos en los que se establece la ratificación, adhesión y entrada en vigor
también pueden hacer referencia al depósito de instrumentos en poder del deposita-
rio. En el inciso a) del artículo 23 del Acuerdo por el que se establece el mandato del
Grupo internacional de estudios sobre el yute, 2001 se establece lo siguiente:

Entrada en vigor

a) El presente mandato entrará en vigor cuando un número de Estados,
la Comunidad Europea y cualquier organización intergubernamental mencio-
nada en el párrafo 5 que juntos representen el 60% del comercio (importaciones
y exportaciones combinadas) del yute y de los productos del yute, según se in-
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3 Véase también la Convención sobre los Derechos del Niño, 1989 (artículo 53); el Convenio de Rotterdam so-
bre el procedimiento de consentimiento fundamentado previo aplicable a ciertos plaguicidas y productos químicos pe-
ligrosos objeto de comercio internacional, 1998 (artículo 29); el Convenio Internacional sobre el Embargo Preventivo
de Buques, 1999 (artículo 11); y la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transna-
cional, 2000 (artículo 41).

4 Véase también el Convenio sobre la Ayuda Alimentaria, 1999 (artículo XXI).
5 Véase una disposición similar en el Convenio Internacional del Café, 2000 (artículo 55).



dica en el anexo A del presente Mandato, hayan notificado al Secretario Gene-
ral de las Naciones Unidas (en adelante “el depositario”) de conformidad con el
apartado b) del presente artículo, su aplicación provisional o aceptación defini-
tiva del presente Mandato.

En el Protocolo contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire, que
complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Orga-
nizada Transnacional, ambos del año 2000, se establece, en los incisos 3) y 4) del ar-
tículo 21:

3. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación, aceptación o apro-
bación. Los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación se deposita-
rán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. Las organizacio-
nes regionales de integración económica podrán depositar su instrumento de
ratificación, aceptación o aprobación si por lo menos uno de sus Estados miem-
bros ha procedido de igual manera. En ese instrumento de ratificación, acepta-
ción o aprobación, esas organizaciones declararán el alcance de su competencia
con respecto a las cuestiones regidas por el presente Protocolo. Dichas organi-
zaciones comunicarán también al depositario cualquier modificación pertinen-
te del alcance de su competencia.

4. El presente Protocolo estará abierto a la adhesión de todos los Estados
u organizaciones regionales de integración económica que cuenten por lo me-
nos con un Estado miembro que sea Parte en el presente Protocolo. Los instru-
mentos de adhesión se depositarán en poder del Secretario General de las Na-
ciones Unidas. En el momento de su adhesión, las organizaciones regionales de
integración económica declararán el alcance de su competencia con respecto a
las cuestiones regidas por el presente Protocolo. Dichas organizaciones comu-
nicarán también al depositario cualquier modificación pertinente del alcance de
su competencia.

2. Transferencia de las funciones de depositario

Las funciones de depositario inicialmente confiadas a un depositario se han transfe-
rido ocasionalmente y con posterioridad a otro depositario. Por ejemplo, las funciones
ejercitadas por el Gobierno de Francia en virtud del Acuerdo internacional para asegu-
rar una protección eficaz contra el tráfico criminal denominado trata de blancas, y el
Convenio internacional para la represión de la trata de blancas, ambos de 1910, y el
Acuerdo para la represión de la circulación de publicaciones obscenas, 1910, se transfi-
rieron al Secretario General de conformidad con la resolución 82 (V), de 14 de agosto
de 1947, del Consejo Económico y Social.

3. Depositarios conjuntos

Excepcionalmente, se ha designado a varios depositarios como depositarios con-
juntos. El párrafo 2 del artículo IX del Tratado sobre la no proliferación de las armas
nucleares, 1968, dispone lo siguiente:

2. Este Tratado estará sujeto a ratificación por los Estados signatarios. Los
instrumentos de ratificación y los instrumentos de adhesión serán entregados
para su depósito a los Gobiernos de los Estados Unidos de América, el Reino
Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y la Unión de Repúblicas Socialistas
Soviéticas, que por el presente se designan como Gobiernos depositarios.

Durante la guerra fría, este enfoque se adoptó en algunos tratados en los que las par-
tes negociadoras procuraban la participación universal pero no podían reconocer a deter-
minados gobiernos por razones políticas.
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En la sección 42 de la Convención sobre Prerrogativas e Inmunidades de los Orga-
nismos Especializados, 1947, se prevé el depósito de los instrumentos, bien en poder del
Secretario General o en poder de la dirección del organismo especializado:

Cada organismo especializado interesado comunicará el texto de la pre-
sente Convención, juntamente con los anexos correspondientes, a aquellos de
sus miembros que no sean miembros de las Naciones Unidas, y los invitará a
adherirse a la Convención con respecto a él, mediante el depósito de un instru-
mento de adhesión en la Secretaría General de las Naciones Unidas o en la di-
rección del organismo especializado.

En la práctica, la única ocasión en que se aplicó la disposición de la Convención so-
bre Prerrogativas e Inmunidades de los Organismos Especializados, 1947 fue cuando
Nepal, antes de convertirse en Miembro de las Naciones Unidas, depositó un instrumen-
to con respecto a la Organización Mundial de la Salud.

Desde entonces, el Secretario General ha considerado que este ejercicio conjunto
de las funciones de depositario no era conveniente porque, aparte de la duplicación de ta-
reas, también podría dar lugar a complicaciones innecesarias resultantes de posibles di-
ferencias en las prácticas de depósito. En consonancia con este criterio, el Secretario
General se niega a ser designado codepositario. En la sección 6.1 del documento
ST/SGB/2001/7 se establece lo siguiente:

Cuando se prevea que el Secretario General habrá de desempeñar funcio-
nes de depositario de tratados y acuerdos internacionales, en esos tratados o
acuerdos internacionales deberán conferirse dichas funciones de depositario
únicamente al Secretario General y no a ningún otro funcionario de las Nacio-
nes Unidas. El Secretario General no podrá ser nombrado codepositario.

(Véanse también los artículos 15 a 19 del Summary of Practice.)

4. Designación como depositario del Secretario General
de las Naciones Unidas

Cuando se tiene el propósito de que el Secretario General sea designado como de-
positario de un tratado, se debe consultar a la Sección de Tratados tan pronto como
sea posible, una vez que hayan comenzado las negociaciones sobre el tratado multila-
teral pertinente. La aceptación de las funciones de depositario por parte del Secretario
General no es automática. Debe estar en condiciones de asumir esta función respecto
de un tratado determinado, de forma compatible con las consideraciones detalladas
en el documento ST/SGB/2001/7 y su práctica como depositario de tratados multilate-
rales.

En principio, la política del Secretario General consiste en aceptar la función de de-
positario en el caso de:

a) Los tratados multilaterales abiertos que revisten interés mundial, ha-
bitualmente adoptados por la Asamblea General o celebrados por conferencias
plenipotenciarias convocadas por los órganos pertinentes de las Naciones Uni-
das; y

b) Los tratados negociados bajo los auspicios de las comisiones regiona-
les de las Naciones Unidas6.
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6 Aunque no es habitual que el Secretario General acepte la función de depositario de un tratado que no se incluya
en este marco, existen algunas excepciones. Véase, por ejemplo, el Acuerdo sobre cuestiones de sucesión, 2001, cele-
brado entre Bosnia y Herzegovina, Croacia, la ex República Yugoslava de Macedonia, Eslovenia y la República Fede-
rativa de Yugoslavia (actualmente, Serbia y Montenegro). El depósito de este acuerdo fue aceptado con carácter excep-
cional y teniendo en cuenta las circunstancias políticas del momento, entre ellas las siguientes:



Entre las razones de esta política figuran: a) la imposibilidad de que el Secretario
General acepte la función de depositario en el caso de todos los tratados multilaterales,
debido a las limitaciones de personal y otros recursos; b) las Naciones Unidas no deben
sustituir a los demás organismos especializados y otras organizaciones internacionales
como depositario de los tratados multilaterales relativos a sus competencias especializa-
das; c) en el caso de tratados multilaterales restringidos en los que las obligaciones del
depositario están tan directamente vinculadas con la aplicación de las cláusulas de fondo
que difícilmente podrían ser cumplidas por una entidad que no sea una de las partes en el
tratado o un órgano establecido por éste; d) consideraciones relativas a las políticas de
las Naciones Unidas; e) el precedente que se sentaría; y f) cuando podría crearse la im-
presión de que el Secretario General desempeñaría la función de depositario en cada uno
de los casos de este tipo.

5. Funciones del depositario
a. En los artículos 76 y 77 de la Convención de Viena, 1969 se establece lo siguiente:

Artículo 76

DEPOSITARIOS DE LOS TRATADOS

1. La designación del depositario de un tratado podrá efectuarse por los
Estados negociadores en el tratado mismo o de otro modo. El depositario podrá
ser uno o más Estados, una organización internacional o el principal funciona-
rio administrativo de tal organización.

2. Las funciones del depositario de un tratado son de carácter internacio-
nal y el depositario está obligado a actuar imparcialmente en el desempeño de
ellas. En particular, el hecho de que un tratado no haya entrado en vigor entre
algunas de las partes o de que haya surgido una discrepancia entre un Estado y
un depositario acerca del desempeño de las funciones de éste no afectará a esa
obligación del depositario.

Artículo 77

FUNCIONES DE LOS DEPOSITARIOS

1. Salvo que el tratado disponga o los Estados contratantes convengan
otra cosa al respecto, las funciones del depositario comprenden en particular las
siguientes:

a) Custodiar el texto original del tratado y los plenos poderes que se le
hayan remitido;

b) Extender copias certificadas conformes del texto original y preparar
todos los demás textos del tratado en otros idiomas que puedan requerirse en
virtud del tratado y transmitirlos a las partes en el tratado y a los Estados facul-
tados para llegar a serlo;

c) Recibir las firmas del tratado y recibir y custodiar los instrumentos,
notificaciones y comunicaciones relativos a éste;

d) Examinar si una firma, un instrumento o una notificación o comuni-
cación relativos al tratado están en debida forma y, de ser necesario, señalar el
caso a la atención del Estado de que se trate;
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a) El Acuerdo sobre cuestiones de sucesión, 2001 fue negociado bajo los auspicios de las Naciones Unidas y
como parte de un esfuerzo coherente dirigido por las Naciones Unidas con el propósito de dar estabilidad a la región;

b) Durante su proceso de negociación se consultó ampliamente a la Oficina de Asuntos Jurídicos de las Nacio-
nes Unidas;

c) La importancia política del tratado; y

d) La enorme inversión que las Naciones Unidas y la comunidad internacional realizaron para lograr la paz en
la región balcánica.



e) Informar a las partes en el tratado y a los Estados facultados para lle-
gar a serlo de los actos, notificaciones y comunicaciones relativos al tratado;

f) Informar a los Estados facultados para llegar a ser partes en el tratado
de la fecha en que se ha recibido o depositado el número de firmas o de instru-
mentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión necesario para la en-
trada en vigor del tratado;

g) Registrar el tratado en la Secretaría de las Naciones Unidas;

h) Desempeñar las funciones especificadas en otras disposiciones de la
presente Convención.

2. De surgir alguna discrepancia entre un Estado y el depositario acerca
del desempeño de las funciones de éste, el depositario señalará la cuestión a la
atención de los Estados signatarios y de los Estados contratantes o, si corres-
ponde, del órgano competente de la organización internacional interesada.

b. En algunos tratados se designa al depositario y se enuncian detalladamente sus fun-
ciones. En el artículo 20 del Convenio de Viena para la protección de la capa de
ozono, 1985, se establece:

Depositario

1. El Secretario General de las Naciones Unidas asumirá las funciones
de Depositario del presente Convenio y de cualesquiera protocolos.

2. El Depositario informará a las partes, en particular sobre:

a) La firma del presente Convenio y de cualquier protocolo y el depósito
de instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión de confor-
midad con los artículos 13 y 14;

b) La fecha en la que el presente Convenio y cualquier protocolo entra-
rán en vigor de conformidad con el artículo 17;

c) Las notificaciones de retiro efectuadas de conformidad con el artículo 19;

d) Las enmiendas adoptadas respecto del Convenio y de cualquier pro-
tocolo, su aceptación por las Partes y la fecha de su entrada en vigor de confor-
midad con el artículo 9;

e) Toda comunicación relativa a la adopción, aprobación o enmienda de
anexos de conformidad con el artículo 10;

f) Las notificaciones efectuadas por organizaciones de integración eco-
nómica regional sobre el ámbito de su competencia con respecto a materias re-
gidas por el presente Convenio y por cualesquiera protocolos y sobre las modi-
ficaciones de dicho ámbito de competencia;

g) Las declaraciones formuladas con arreglo al párrafo 3 del artículo 11.

La inclusión de una disposición de esta naturaleza, en la que se enumeran las fun-
ciones del depositario (o algunas de ellas), resulta superflua ante las disposiciones de la
Convención de Viena, 1969 y la práctica establecida, a menos, por supuesto, que se aña-
dan obligaciones adicionales. También podría dar lugar a errores de interpretación. El
Secretario General sugiere que las partes negociadoras no añadan nuevas obligaciones
incompatibles con la función del Secretario General como depositario. Como las funcio-
nes del depositario están bien establecidas y codificadas en el artículo 77 de la Conven-
ción de Viena, 1969, basta simplemente con designar un depositario. Se entenderá que
las obligaciones se desempeñarán con arreglo al derecho de los tratados y a la práctica
establecida.
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6. Límite de las funciones de depositario del Secretario General
de las Naciones Unidas

La responsabilidad del Secretario General en su calidad de depositario se debe limi-
tar a sus funciones de depositario establecidas y no debe incluir obligaciones administra-
tivas que puedan ser desempeñadas por el Secretario General en virtud de otras compe-
tencias.

Algunos tratados atribuyen al Secretario General funciones administrativas que no
son funciones de depositario en sentido estricto; por ejemplo, las disposiciones sobre
traslado a las partes de las comunicaciones relativas a los resultados finales de los proce-
sos entablados con respecto a delitos en virtud del artículo 2 de la Convención sobre la
prevención y el castigo de los delitos contra personas internacionalmente protegidas,
inclusive los agentes diplomáticos, 1973. Estas funciones son de hecho desempeñadas
por una dependencia administrativa de la Secretaría de las Naciones Unidas (en adelante
denominada la “Secretaría”), en este caso la Oficina de Asuntos Jurídicos, y no por el Se-
cretario General en su calidad de depositario.

De modo análogo, otras dependencias de la Secretaría tienen a su cargo la gestión
de las comunicaciones en virtud de varias convenciones. La División para el Adelanto de
la Mujer desempeña una importante función en la prestación de asistencia a los Estados
Partes para que puedan cumplir sus obligaciones en materia de presentación de informes
con respecto al Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, creado
por el artículo 17 de la Convención sobre la eliminación de la discriminación contra la
mujer, 1979. La División para el Adelanto de la Mujer también presta asistencia al Co-
mité mediante la investigación de cuestiones sustantivas, la difusión de información y el
establecimiento de procedimientos funcionales.

En la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, 1982, se exige
al Secretario General que desempeñe una combinación de funciones de depositario y ad-
ministrativas. Tras la celebración de consultas internas en la Secretaría, se acordó que la
División de Asuntos Oceánicos y del Derecho del Mar de la Oficina de Asuntos Jurídi-
cos desempeñaría las funciones administrativas previstas en esta Convención y que la
Sección de Tratados desempeñaría las funciones de depositario.

En el caso del Acuerdo sobre el establecimiento de Reglamentos Técnicos Mundia-
les aplicables a los vehículos de ruedas y a los equipos y piezas que puedan montarse o
utilizarse en esos vehículos, 1998, el Asesor Jurídico de las Naciones Unidas sostuvo la
opinión de que las funciones de notificación con respecto al Compendium of Candidate
Global Technical Regulations y al Registry of Global Technical Regulations creados por
este Acuerdo constituían funciones administrativas relacionadas con la aplicación del
Acuerdo, y no funciones de depósito. En consecuencia, el Secretario General sólo podía
desempeñar esas funciones administrativas en su calidad de principal funcionario de la
Organización y no en calidad de depositario. De conformidad con lo establecido en el
boletín ST/SGB/1998/3 titulado “Organización de la Secretaría de la Comisión Econó-
mica para Europa”, esas funciones administrativas deben estar a cargo de la Secretaría de
la Comisión Económica para Europa.

C. PARTICIPACIÓN EN TRATADOS MULTILATERALES

Por lo general, los tratados especifican en sus cláusulas finales las categorías de
Estados, organizaciones y otras entidades que pueden ser parte en los mismos. En la
Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, 1982 se enumeran, en su
artículo 305, las entidades que pueden ser partes en la Convención y se incluye un anexo
relativo a la participación de organizaciones internacionales. El párrafo 1 del artícu-
lo 305 y los artículos 306 y 307 disponen lo siguiente:

9

CELEBRACIÓN DE TRATADOS



Artículo 305

FIRMA

1. Esta Convención estará abierta a la firma de:

a) Todos los Estados;

b) Namibia, representada por el Consejo de las Naciones Unidas para
Namibia7;

c) Todos los Estados asociados autónomos que hayan optado por esa
condición en un acto de libre determinación supervisado y aprobado por las Na-
ciones Unidas de conformidad con la resolución 1514 (XV) de la Asamblea
General y tengan competencia sobre las materias regidas por esta Convención,
incluida la de celebrar tratados en relación con ellas;

d) Todos los Estados asociados autónomos que, de conformidad con sus
respectivos instrumentos de asociación, tengan competencias sobre las mate-
rias regidas por esta Convención, incluida la de celebrar tratados en relación
con ellas;

e) Todos los territorios que gocen de plena autonomía interna reconoci-
da como tal por las Naciones Unidas pero no hayan alcanzado la plena indepen-
dencia de conformidad con la resolución 1514 (XV) de la Asamblea General y
que tengan competencias sobre las materias regidas por esta Convención, in-
cluida la de celebrar tratados en relación con ellas;

f) Las organizaciones internacionales, con arreglo al Anexo IX.

Artículo 306

RATIFICACIÓN Y CONFIRMACIÓN FORMAL

Esta Convención estará sujeta a ratificación por los Estados y las demás
entidades mencionadas en los apartados b), c), d) y e) del párrafo 1 del artícu-
lo 305, así como a confirmación formal, con arreglo al Anexo IX, por las enti-
dades mencionadas en el apartado f) del párrafo 1 de ese artículo. Los instru-
mentos de ratificación y de confirmación formal se depositarán en poder del
Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 307

ADHESIÓN

Esta Convención quedará abierta a la adhesión de los Estados y las demás
entidades mencionadas en el artículo 305. La adhesión de las entidades mencio-
nadas en el apartado f) del párrafo 1 del artículo 305 se efectuará de conformi-
dad con el Anexo IX. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del
Secretario General de las Naciones Unidas8�

10

CLÁUSULAS FINALES DE TRATADOS MULTILATERALES

7 El Consejo para Namibia se estableció como órgano subsidiario de la Asamblea General mediante la resolu-
ción 2248 (S-V) de 19 de mayo de 1967. A diferencia de otros órganos subsidiarios, el Consejo se desempeñaba en una
doble calidad: como órgano de formulación de políticas de la Asamblea General y como Autoridad Administrativa le-
gal de un Territorio en fideicomiso. Esta última característica del Consejo lo diferenciaba de otros órganos subsidiarios
de las Naciones Unidas. La Asamblea General atribuyó expresamente al Consejo, en su calidad de Autoridad Adminis-
trativa legal, determinadas competencias y funciones que debía ejercer en nombre de Namibia en términos compara-
bles a las de un gobierno, entre ellas la de representar internacionalmente a Namibia. A pesar de que Sudáfrica ejercía
de hecho el control sobre el Territorio, el Consejo tenía la competencia de jure para promulgar todas las leyes y recono-
cimientos necesarios. De hecho, el Consejo fue parte en numerosos tratados depositados en poder del Secretario Gene-
ral, por ejemplo la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, 1982, y los actos constitutivos de la
Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación, la Organización Internacional del Trabajo
y la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura. Mediante la resolución S-18/1
de 23 de abril de 1990, la Asamblea General aceptó a Namibia como Miembro de las Naciones Unidas.

8 Véase también un texto similar en la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, 1963 (arts. 74 a 76).



1. La “fórmula de todos los Estados”
Los tratados pueden estar abiertos a la participación de “todos los Estados” o de

“cualquier Estado”. Esta fórmula se ha utilizado a menudo en los tratados multilaterales
que procuran la participación universal (por ejemplo, los tratados relativos al desarme,
los derechos humanos, asuntos penales y el medio ambiente).

En el artículo 15 de la Convención sobre la Prohibición del Empleo, Almacena-
miento, Producción y Transferencia de Minas Antipersonal y sobre su Destruc-
ción, 1997, se dispone lo siguiente:

Esta Convención, hecha en Oslo, Noruega, el 18 de septiembre de 1997,
estará abierta a todos los Estados para su firma en Ottawa, Canadá, del 3 al 4 de
diciembre de 1997, y en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York, a partir
del 5 de diciembre de 1997 hasta su entrada en vigor9.

En el artículo 86 de la Convención internacional sobre la protección de los dere-
chos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares, 1990 se establece:

1. La presente Convención quedará abierta a la firma de todos los Esta-
dos. Estará sujeta a ratificación.

2. La presente Convención quedará abierta a la adhesión de todos los
Estados.

3. Los instrumentos de ratificación o de adhesión se depositarán en po-
der del Secretario General de las Naciones Unidas10.

En la Convención sobre la prevención y el castigo de los delitos contra personas in-
ternacionalmente protegidas, inclusive los agentes diplomáticos, 1973, se establece:

Artículo 14

La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados hasta
el 31 de diciembre de 1974, en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York.

Artículo 15
La presente Convención estará sujeta a ratificación. Los instrumentos de

ratificación serán depositados en poder del Secretario General de las Naciones
Unidas.

Artículo 16
La presente Convención estará abierta a la adhesión de cualquier Estado.

Los instrumentos de adhesión serán depositados en poder del Secretario Gene-
ral de las Naciones Unidas11.
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9 Véase también la Convención sobre la Prohibición de Utilizar Técnicas de Modificación Ambiental con Fines
Militares u otros Fines Hostiles, 1976 (artículo 9); la Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de
Ciertas Armas Convencionales que Puedan Considerarse Excesivamente Nocivas o de Efectos Indiscriminados (y
Protocolos I, II y III), 1980, (artículo 3); la Convención sobre la prohibición del desarrollo, la producción, el almace-
namiento y el empleo de armas químicas y sobre su destrucción, 1992 (artículo 18); y el Tratado de prohibición com-
pleta de los ensayos nucleares, 1996 (artículo 11).

10 Véanse también la Convención Internacional sobre la Represión y el Castigo del Crimen de Apartheid, 1973
(artículo 13); la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, 1979 (artícu-
lo 25); la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, 1984 (artículo 25);
la Convención internacional contra el apartheid en los deportes, 1985 (artículo 16); la Convención sobre los Derechos
del Niño, 1989 (artículo 46); y la Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajado-
res migratorios y de sus familiares, 1990 (artículo 86).

11 Véanse también la Convención internacional contra la toma de rehenes, 1979 (artículo 17); la Convención in-
ternacional contra el reclutamiento, la utilización, la financiación y el entrenamiento de mercenarios, 1989 (artícu-
lo 18); la Convención sobre la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas y el Personal Asociado, 1994 (artícu-
lo 24); el Convenio Internacional para la Represión de los Atentados Terroristas Cometidos con Bombas, 1997
(artículo 21); el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, 1998 (artículo 125); el Convenio Internacional
para la represión de la financiación del terrorismo, 1999 (artículo 25); la Convención de las Naciones Unidas contra
la Delincuencia Organizada Transnacional, 2000 (artículo 36); y el Acuerdo sobre los Privilegios e Inmunidades de la
Corte Penal Internacional, 2002 (artículo 34).



En el Convenio de Estocolmo sobre contaminantes orgánicos persistentes, 2001
(artículo 24), se dispone lo siguiente:

El presente Convenio estará abierto a la firma de todos los Estados y orga-
nizaciones de integración económica regional en Estocolmo, el 23 de mayo
de 2001, y en la Sede de las Naciones Unidas, en Nueva York, del 24 de mayo
de 2001 al 22 de mayo de 200212.

La “fórmula de todos los Estados” tiene sus inconvenientes y ha dado lugar a la
cuestión de si algunos territorios o entidades cuya situación como Estados soberanos no
resultaba clara estarían autorizados a participar en un tratado con arreglo a esta fórmula.

Práctica del Secretario General

El Secretario General, en su calidad de depositario, declaró en diversas ocasiones
que sería ajeno a su competencia el determinar si un territorio u otra entidad de ese tipo
quedaría incluido en la fórmula de “cualquier Estado” o “todos los Estados”13.

En un entendimiento general14 que la Asamblea General aprobó el 14 de diciembre
de 1973 se expresaba:

El Secretario General, al cumplir sus funciones de depositario de una con-
vención con la cláusula de “todos los Estados”, seguirá la práctica de la Asam-
blea en la aplicación de dicha cláusula y, siempre que sea aconsejable, solicitará
la opinión de la Asamblea antes de recibir una firma o un instrumento de ratifi-
cación o adhesión15.

Desde 1973, la Asamblea General ha impartido en algunas ocasiones orientación
acerca de si consideraba que un territorio o entidad determinado era un Estado16.

El Secretario General sigue el consejo de la Asamblea General cuando recibe ins-
trumentos relacionados con un tratado, de una entidad cuya alegación de ser un Estado
plantea cuestiones para las Naciones Unidas. No es inusual que la Secretaría (la depen-
dencia competente sería la Oficina de Asuntos Jurídicos) sea consultada por las partes
negociadoras cuando se prevé alguna dificultad a este respecto. Teniendo en cuenta los
requisitos del documento ST/SGB/2001/7, la Oficina de Asuntos Jurídicos actualmente
está en condiciones de señalar a la atención de las partes negociadoras cualquier proba-
ble dificultad a este respecto.

Por ejemplo, con respecto a la Provincia china de Taiwán, el Secretario General si-
gue la orientación de la Asamblea General que figura en la resolución 2758 (XXVI) de la
Asamblea General, de 25 de octubre de 1971, sobre la restitución de los legítimos dere-
chos de la República Popular de China en las Naciones Unidas. La Asamblea General
decidió reconocer a los representantes del Gobierno de la República Popular de China
como únicos representantes legítimos de China en las Naciones Unidas. Por lo tanto, los
instrumentos recibidos de la Provincia china de Taiwán no serán aceptados por el Secre-
tario General en su calidad de depositario.

(Véanse también los párrafos 81 a 87 del Summary of Practice.)
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12 Véanse también el Convenio sobre la Diversidad Biológica, 1992 (artículo 33); y el Convenio de Rotterdam
sobre el procedimiento de consentimiento fundamentado previo aplicable a ciertos plaguicidas y productos químicos
peligrosos objeto de comercio internacional, 1998 (artículo 24).

13 Documentos Oficiales de la Asamblea General, decimoctavo período de sesiones, 1258a. sesión plenaria
(A/PV.1258).

14 Documentos Oficiales de la Asamblea General, vigesimoctavo período de sesiones, Suplemento No. 30
(A/9030).

15 Véanse Anuario Jurídico de las Naciones Unidas, 1973 (publicación de las Naciones Unidas, No. de venta:
S.75.V.1), página 86, nota 9, y Anuario Jurídico de las Naciones Unidas, 1974 (publicación de las Naciones Unidas,
No. de venta: S.76.V.1), página 177.

16 Véase la resolución 3067 (XXVIII) de 16 de noviembre de 1973 en relación con Guinea Bissau y la República
Democrática de Viet Nam.



2. La “fórmula de Viena”

La “fórmula de Viena” fue elaborada para remediar las incertidumbres de la “fór-
mula de todos los Estados”. La “fórmula de Viena” trata de identificar detalladamente
las entidades legitimadas para participar en un tratado. La “fórmula de Viena” permite la
participación en un tratado de los Estados Miembros de las Naciones Unidas, las Partes
en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia y los Estados miembros de los orga-
nismos especializados o, en determinados casos, de cualquier otro Estado invitado a ser
parte por la Asamblea General.

Durante la guerra fría, en el caso de los tratados abiertos a “todos los Estados” se
plantearon algunas diferencias acerca de si determinadas entidades se debían reconocer
como Estados y si tenían la capacidad de ser partes en un tratado17. Para evitar estas con-
troversias, basadas esencialmente en la política de la guerra fría, en numerosos tratados
se utilizó la “fórmula de Viena”. Por razones técnicas, algunos Estados que no eran
miembros de las Naciones Unidas fueron autorizados a ser miembros de los organismos
especializados de las Naciones Unidas. No obstante, desde que la Asamblea General
adoptó el entendimiento general de 14 de diciembre de 1973, esta práctica resultó inne-
cesaria (véase la “fórmula de todos los Estados” supra). La Convención de Viena, 1969
estipula en sus artículos 81 a 83:

Artículo 81

FIRMA

La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados
Miembros de las Naciones Unidas o miembros de algún organismo especializa-
do o del Organismo Internacional de Energía Atómica, así como de todo Estado
Parte en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia y de cualquier otro
Estado invitado por la Asamblea General de las Naciones Unidas a ser Parte en
la Convención. [...]

Artículo 82

RATIFICACIÓN

La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de rati-
ficación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 83

ADHESIÓN

La presente Convención quedará abierta a la adhesión de todo Estado per-
teneciente a una de las categorías mencionadas en el artículo 81. Los instru-
mentos de adhesión se depositarán en poder del Secretario General de las Na-
ciones Unidas.

Véase también la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Cli-
mático, 1992 (artículo 20):

La presente Convención estará abierta a la firma de los Estados Miembros
de las Naciones Unidas o de un organismo especializado o que sean partes en el
Estatuto de la Corte Internacional de Justicia y de las organizaciones regionales
de integración económica en Río de Janeiro, durante la Conferencia de las Na-
ciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, y posteriormente en la
Sede de las Naciones Unidas en Nueva York del 20 de junio de 1992 al 19 de ju-
nio de 1993.
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�� Entre los ejemplos figuran la República Democrática de Alemania, Corea del Norte y Viet Nam del Norte.



Desde 1992, la situación de la República Federativa de Yugoslavia planteó dificul-
tades con respecto a su participación en las Naciones Unidas y en tratados multilaterales.
La aplicación de la “fórmula de Viena” en relación con la Convención Marco de las Na-
ciones Unidas sobre el Cambio Climático, 1992 fue uno de estos casos (véase “la Repú-
blica Federativa de Yugoslavia” infra).

3. La República Federativa de Yugoslavia (a partir del 4 de febrero
de 2003 “Serbia y Montenegro”)

La ex República Federativa Socialista de Yugoslavia (denominada en adelante la ex
Yugoslavia) fue un Miembro originario de las Naciones Unidas, y la Carta se firmó y ra-
tificó en su nombre el 26 de junio de 1945 y el 19 de octubre de 1945, respectivamente.
Las siguientes repúblicas que constituían la ex Yugoslavia declararon su independencia
en las fechas que se indican: Eslovenia (25 de junio de 1991), la ex República Yugoslava
de Macedonia (17 de septiembre de 1991), Croacia (8 de octubre de 1991), y Bosnia y
Herzegovina (6 de marzo de 1992). La República Federativa de Yugoslavia (en adelante
“Yugoslavia”) inició su existencia el 27 de abril de 1992, tras la promulgación en ese día
de su Constitución. No obstante, Yugoslavia comunicó a la Secretaría General, el 27 de
abril de 1992, que continuaría la personalidad jurídica internacional de la ex Yugoslavia,
y en consecuencia invocó su calidad de miembro de las organizaciones internacionales
en las que la ex Yugoslavia había sido miembro, y alegó que le eran directamente atribui-
bles todos los actos de tratados realizados por la ex Yugoslavia, por tratarse del mismo
Estado18. Bosnia y Herzegovina, Croacia, Eslovenia y la ex República Yugoslava de Ma-
cedonia, que habían solicitado y adquirido la condición de Miembros de las Naciones
Unidas de conformidad con el Artículo 4 de la Carta19, impugnaron tal reclamación.

La Asamblea General, en su resolución 47/1 de 22 de septiembre de 1992, y tras la
recomendación del Consejo de Seguridad contenida en la resolución 777 de 19 de sep-
tiembre de 1992, consideró que Yugoslavia no podía asumir automáticamente el lugar de
la antigua República Federativa Socialista de Yugoslavia en las Naciones Unidas, y de-
cidió que la República Federativa de Yugoslavia debería solicitar su admisión como
Miembro de las Naciones Unidas. También decidió que Yugoslavia no podía participar
en los trabajos de la Asamblea General. No obstante, el Asesor Jurídico consideró que
esta resolución de la Asamblea General no suspendía ni hacía perder la calidad de Miem-
bro de las Naciones Unidas a la ex Yugoslavia. Al mismo tiempo, el Asesor Jurídico ex-
presó la opinión de que la admisión como Miembro de las Naciones Unidas de una nueva
Yugoslavia en virtud del Artículo 4 de la Carta de las Naciones Unidas, pondría fin a la
situación creada por la resolución 47/120. La resolución 47/1 de la Asamblea General no
abordaba concretamente la cuestión de la situación de la ex Yugoslavia o de Yugoslavia
con respecto a los tratados multilaterales depositados en poder del Secretario General. El
Asesor Jurídico opinó a este respecto que el Secretario General no podía, en su calidad
de depositario, rechazar ni hacer caso omiso de la alegación de Yugoslavia en el sentido
de que era continuadora de la personalidad jurídica de la ex Yugoslavia, si no había nin-
guna decisión en contrario de un órgano competente de las Naciones Unidas que le diera
instrucciones sobre el ejercicio de sus funciones de depositario, o por un órgano compe-
tente creado por un tratado, o por los Estados contratantes de un tratado que le dieran ins-
trucciones sobre el ejercicio de sus funciones de depositario con respecto a ese tratado
particular, o por el representante de un órgano competente de la comunidad internacional
de Estados en su conjunto sobre la cuestión general de la continuidad o interrupción de la
calidad de Estado a la que había dado lugar la alegación de Yugoslavia.
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�� S/23877 y A/46/915.
�� Véanse las resoluciones de la Asamblea General 46/237, aprobada el 22 de mayo de 1992; 46/238, aprobada el

22 de mayo de 1992, 46/236, aprobada el 22 de mayo de 1992, y 47/225 aprobada el 8 de abril de 1993.
�� A/47/485.



De forma compatible con la alegación de Yugoslavia de asumir la personalidad ju-
rídica internacional de la ex Yugoslavia, el Secretario General, en su calidad de deposita-
rio, siguió enumerando las decisiones relativas a tratados adoptadas por la ex Yugoslavia
en las listas de la publicación Status of Multilateral Treaties Deposited with the Secre-
tary-General21, utilizando con ese fin el nombre abreviado de “Yugoslavia”, que se utili-
zaba en esa época para hacer referencia a la ex Yugoslavia. Entre el 27 de abril de 1992 y
el 1º de noviembre de 2000, Yugoslavia adoptó numerosas decisiones con respecto a tra-
tados depositados en poder del Secretario General. De forma compatible con la alega-
ción de Yugoslavia de asumir la personalidad jurídica internacional de la ex Yugoslavia,
esas acciones relativas a tratados también se enumeraron en las listas bajo el nombre de
“Yugoslavia”. En consecuencia, el Secretario General, en su calidad de depositario, no
hizo ninguna diferencia en la publicación antes mencionada entre las acciones relativas a
tratados realizadas por la ex Yugoslavia y las realizadas por Yugoslavia, y ambas catego-
rías de acciones relativas a tratados se enumeraron bajo el nombre “Yugoslavia”. La
Asamblea General admitió a Yugoslavia como Miembro en su resolución 55/12, de 1º de
noviembre de 2000. Al mismo tiempo, Yugoslavia renunció a su reclamación de asumir
la personalidad jurídica internacional de la ex Yugoslavia.

La cuestión de la participación de Yugoslavia en un tratado que incluya la “fórmula
de Viena” se planteó en el caso de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el
Cambio Climático, 1992. La República Federativa de Yugoslavia firmó esta Conven-
ción el 8 de junio de 1992, antes de la aprobación de la resolución 47/1 de la Asamblea
General. Como el Secretario General, en su calidad de depositario, se guía en los asuntos
de representación y situación de Estados y otras entidades por las decisiones de los órga-
nos competentes de las Naciones Unidas, y como dicha decisión no existía antes de la
aprobación de la resolución 47/1, el Secretario General mantuvo el statu quo con respec-
to a Yugoslavia en las Naciones Unidas y su participación en las actividades de la Orga-
nización. Sobre esta base, durante la Conferencia de Río sobre el Medio Ambiente y el
Desarrollo se aceptó la firma de Yugoslavia de forma compatible con el artículo 20 de la
Convención22. La aceptación, el 3 de septiembre de 1997, del depósito por Yugoslavia de
un instrumento de ratificación de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el
Cambio Climático, 1992, se basó en la interpretación de la resolución 47/1 de la Asam-
blea General. En consecuencia, a la luz de la opinión del Asesor Jurídico en el sentido de
que la resolución 47/1 de la Asamblea General no había puesto fin ni había suspendido la
calidad de Miembro de las Naciones Unidas por parte de Yugoslavia, el Secretario Gene-
ral, en su calidad de depositario, aceptó en depósito este instrumento de ratificación de
conformidad con el artículo 22 de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el
Cambio Climático, 1992.

Tras la admisión de Yugoslavia a las Naciones Unidas, el 1º de noviembre de 2002,
y la renuncia de Yugoslavia a su reclamación de asumir la personalidad jurídica interna-
cional de la ex Yugoslavia, se realizó un examen de los tratados multilaterales deposita-
dos en poder del Secretario General, respecto de muchos de los cuales la ex Yugoslavia y
Yugoslavia habían llevado a cabo una variedad de acciones relativas a tratados. Se iden-
tificaron cuatro categorías de acciones relativas a tratados:

a. Acciones relativas a tratados realizadas por la ex Yugoslavia antes del
27 de abril de 199223;

b. Acciones relativas a tratados realizadas por Yugoslavia entre el 27 de
abril de 1992 y el 1º de noviembre de 2000, con arreglo a su anterior reclama-
ción de asumir la personalidad jurídica de la ex Yugoslavia;
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21 ST/LEG/SER.E/21, situación al 31 de diciembre de 2002.
22 Varios participantes en la Conferencia se reservaron sus posiciones sobre la situación de Yugoslavia y su parti-

cipación en la Conferencia.
23 Yugoslavia asumió responsabilidades por sus relaciones internacionales el 27 de abril de 1992.



c. Acciones relativas a tratados realizadas por Yugoslavia por derecho
propio y que no dependían de acciones anteriores relativas a tratados realizadas
por la ex Yugoslavia; y

d. Acciones relativas a tratados realizadas por Yugoslavia, que requie-
ren la calidad de Miembro de las Naciones Unidas o de un organismo especiali-
zado como condición previa esencial.

El Asesor Jurídico aconsejó que Yugoslavia, después de su admisión a las Naciones
Unidas, adoptara medidas específicas con respecto a su situación en relación con trata-
dos depositados en poder del Secretario General. En consecuencia:

1. Yugoslavia podía ser sucesora respecto de las acciones relativas a tra-
tados realizadas por la ex Yugoslavia antes del 27 de abril de 1992;

2. También podía ser sucesora respecto de los tratados en los que la ex
Yugoslavia era parte y en relación con los cuales Yugoslavia había realizado
posteriormente acciones relativas a los tratados. En esos casos, Yugoslavia
adoptó las medidas pertinentes entre el 27 de abril de 1992 y el 1º de noviembre
de 2000. En el proceso de indicar su carácter de sucesora en un tratado particu-
lar, Yugoslavia también tendría que confirmar las medidas conexas posteriores
adoptadas en el período transcurrido entre el 27 de abril de 1992 y el 1º de no-
viembre de 2000;

3. Las acciones relativas a tratados realizadas por Yugoslavia por dere-
cho propio y que no dependían de acciones anteriores relativas a tratados reali-
zadas por la ex Yugoslavia entre el 27 de abril de 1992 y 1º de noviembre
de 2000 no requerían la adopción de medidas ulteriores; y

4. Las acciones relativas a tratados realizadas por Yugoslavia y que exi-
gían la calidad de Miembro de las Naciones Unidas o de un organismo especia-
lizado como condición previa esencial debían ser confirmadas caso por caso.

En el caso de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Cli-
mático, 1992 se planteó la cuestión de si se podía mantener la firma de 8 de junio de 1992
y la ratificación de 3 de septiembre de 1997 por parte de Yugoslavia. El Secretario Gene-
ral sostuvo la opinión de que no podía reconocer esos actos porque no se había conside-
rado a Yugoslavia como Miembro de las Naciones Unidas o de organismos especializa-
dos cuando dichas medidas se adoptaron. En consecuencia, las mismas eran nulas, y
Yugoslavia depositó un instrumento de adhesión a la Convención Marco de las Nacio-
nes Unidas sobre el Cambio Climático, 1992, el 12 de marzo de 200124.

4. Organizaciones internacionales

La Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados entre Estados y Organi-
zaciones Internacionales o entre Organizaciones Internacionales, 1986 (denominada en
adelante la “Convención de Viena, 1986”) en esencia codificó la práctica de la participa-
ción de las organizaciones internacionales en tratados. Esa participación depende sobre
todo, con respecto a los Estados, de las disposiciones pertinentes del tratado.

a. Algunos tratados no pueden ser aplicados por organizaciones internacionales debi-
do a su naturaleza y a la falta de competencia respecto de la materia de esos tratados.
En consecuencia, las partes negociadoras han considerado que dichos tratados no
estarían abiertos a las organizaciones internacionales, por ejemplo, las convencio-
nes sobre derechos humanos. En el artículo 25 de la Convención contra la Tortura y
otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, 1984, se establece lo si-
guiente:
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24 De modo similar, se declararon nulas la firma y la ratificación por Yugoslavia del Protocolo de Prórroga del
Convenio Internacional del Aceite de Oliva y de las Aceitunas de Mesa, 1993, de 23 de diciembre de 1993.



1. La presente Convención está abierta a la firma de todos los Estados.

2. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos
de ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones
Unidas.

Esta formulación impediría que una organización internacional fuera parte en
la Convención.

b. En cambio, un tratado puede incluir disposiciones sobre la participación de organi-
zaciones internacionales. En tal caso, el tratado puede identificar las organizaciones
respecto de las cuales se autoriza la participación, o bien especificar las característi-
cas y competencias que las organizaciones deben poseer.

En el Acuerdo sobre la creación de un Instituto Internacional de Vacu-
nas, 1996 se establece:

Artículo IV

Este Acuerdo estará abierto a la firma de todos los Estados y organizacio-
nes intergubernamentales en la Sede de las Naciones Unidas, Nueva York. Per-
manecerá abierto a la firma durante un período de dos años, hasta el 28 de octu-
bre de 1996, a menos que dicho período sea prorrogado antes de su vencimiento
por el Depositario, a petición de la Junta de Consejeros del Instituto.

Artículo V

El presente Acuerdo estará sujeto a ratificación, aceptación o aprobación
por los Estados signatarios o las organizaciones intergubernamentales indica-
das en el artículo IV.

El Convenio Internacional del Café, 2000 dispone en los párrafos 3 y 4 de su
artículo 4:

3. Toda referencia que se haga en este Convenio a la palabra Gobierno
será interpretada en el sentido de que incluye una referencia a la Comunidad
Europea o a una organización intergubernamental con competencia compara-
ble en lo que respecta a la negociación, celebración y aplicación de convenios
internacionales, y en particular a convenios sobre productos básicos.

4. Una organización intergubernamental de tal naturaleza no tendrá voto
alguno, pero, en caso de que se vote sobre cuestiones de su competencia, estará
facultada para depositar colectivamente los votos de sus Estados miembros. En
ese caso, los Estados miembros de esa organización intergubernamental no es-
tarán facultados para ejercer individualmente su derecho de voto25.

5. Organizaciones de integración económica regional

Algunos tratados, en particular los que se refieren al comercio, los productos bási-
cos, los mares y el medio ambiente, están cada vez más abiertos a la participación de or-
ganizaciones internacionales. Las partes negociadoras han identificado específicamente
a organizaciones de integración económica regional que tienen competencias plenas o
compartidas sobre la materia abarcada por esos tratados, indicando que tienen capacidad
para participar.

La definición de una organización de integración económica regional abarca dos
elementos fundamentales: la agrupación de Estados en una región determinada para la
ejecución de propósitos comunes y la transferencia de competencias relativas a esos pro-
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25 Véase también la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, 1982 (artículo 305).



pósitos comunes de los miembros de la organización de integración económica regional
a la organización. La expresión “organización de integración económica regional” se re-
fiere principalmente a las Comunidades Europeas26.

La Comunidad Europea, como organización de integración económica regional,
tiene la capacidad de vincular a sus miembros a nivel del derecho internacional y de ase-
gurar que las disposiciones de los tratados se apliquen a nivel nacional en las esferas en
las que sus Estados miembros han transferido competencias. También tienen facultades
para promulgar legislación destinada a asegurar que sus obligaciones en virtud de un tra-
tado se apliquen sin obligaciones adicionales por parte de las legislaturas de sus Estados
miembros. El párrafo e) del artículo III y los párrafos a) y b) del artículo XXII del Conve-
nio sobre la Ayuda Alimentaria, 1999, establecen lo siguiente:

Artículo III

e) Sujeto a las disposiciones del Artículo VI, el compromiso de cada
miembro será:

Miembro

Aportación
mínima

en tonelajea

(Equivalente
en trigo)

Aportación
mínima

en valora

(Millones)

Valor indicativo
total

(Millones)

Argentina . . . . . . . . . . . . . . . . 35.000 -

Australia. . . . . . . . . . . . . . . . . 250.000 - 90 A$b

Canadá . . . . . . . . . . . . . . . . . . 420.000 - 150 C$b

Comunidad Europea
y sus Estados miembros . . . 1.320.000

130b, c 422b

Japón . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 300.000 -

Noruega . . . . . . . . . . . . . . . . . . 30.000 - 59 NOKb

Suiza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 40.000 -

Estados Unidos de América . . 2.500.000 - 900-1.000 USDb

a Los miembros notificarán sus operaciones de ayuda alimentaria de conformidad
con el Reglamento pertinente.

b Incluye transporte y otros costos operativos.
c En euros.

Artículo XXII

FIRMA Y RATIFICACIÓN

a) Desde el 1º de mayo de 1999 hasta el 30 de junio de 1999 inclusive, el
presente Convenio estará abierto a la firma de los Gobiernos de los países a que
se hace referencia en el párrafo e) del Artículo III.

b) El presente Convenio estará sujeto a ratificación, aceptación o apro-
bación por cada uno de los Gobiernos signatarios, de conformidad con sus pro-
cedimientos constitucionales. Los instrumentos de ratificación, aceptación o
aprobación serán depositados en poder del depositario, a más tardar, el 30 de ju-
nio de 1999, quedando entendido que el Comité podrá conceder una o más pró-
rrogas a todo Gobierno signatario que no haya depositado su instrumento de ra-
tificación, aceptación o aprobación para esa fecha.
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26 Hay tres Comunidades Europeas: la Comunidad Económica del Carbón y del Acero (CECA); la Comunidad
Europea (CE), que inicialmente se denominó Comunidad Económica Europea (CEE); y la Comunidad Europea de
Energía Atómica (Euratom).



Excepcionalmente, otras organizaciones internacionales pueden ser reconocidas
con este propósito. Cabe observar que la Organización de la Unidad Africana es parte en
el Convenio Constitutivo del Fondo Común para los Productos Básicos, 1980, que está
abierto a “cualquier organización intergubernamental de integración económica regio-
nal que ejerza alguna competencia en las esferas de actividad del Fondo”. En el párra-
fo b) del artículo 4 y en el artículo 54 del Fondo se dispone lo siguiente:

Artículo 4

REQUISITOS PARA SER MIEMBRO

Podrán ser Miembros del Fondo:

a) Todos los Miembros de las Naciones Unidas o de cualquiera de sus
organismos especializados o del Organismo Internacional de Energía Atómica;
y

b) Cualquier organización intergubernamental de integración económi-
ca regional que ejerza alguna competencia en las esferas de actividad del Fon-
do. No se exigirá de esas organizaciones intergubernamentales que asuman
ninguna obligación financiera para con el Fondo ni les será asignado ningún
voto.

Artículo 54

FIRMA Y RATIFICACIÓN, ACEPTACIÓN O APROBACIÓN

1. El presente Convenio estará abierto a la firma de todos los Estados
enumerados en el anexo A, y de las organizaciones intergubernamentales espe-
cificadas en el párrafo b) del artículo 4, en la Sede de las Naciones Unidas en
Nueva York, desde el 1º de octubre de 1980 hasta un año después de la fecha de
entrada en vigor del presente Convenio.

2. Cualquiera de los Estados signatarios y de las organizaciones intergu-
bernamentales signatarias podrá adquirir la calidad de parte en el presente Con-
venio depositando un instrumento de ratificación, aceptación o aprobación has-
ta 18 meses después de la fecha de entrada en vigor del presente Convenio.

En consecuencia, el Secretario General, en su calidad de depositario, decidió que el
Consejo de Cooperación del Golfo no participaría en la Convención de las Naciones
Unidas de lucha contra la desertificación en los países afectados por sequía grave o de-
sertificación, en particular en África, 1994 (que está abierta a la participación de organi-
zaciones de integración económica regional) porque no posee las características y com-
petencias que debe tener una organización de integración económica regional.

6. Limitaciones de la capacidad de las organizaciones internacionales
para participar en tratados

a. Algunos tratados establecen que una organización puede ser parte en un tratado úni-
camente si sus Estados miembros constituyentes ya son partes en el tratado. Una
preocupación fundamental es evitar que las partes en una organización de integra-
ción económica regional obtengan votos adicionales en una organización interna-
cional mediante la participación de las organizaciones de integración económica re-
gional. En el párrafo a) del artículo VIII del Protocolo anexo al Acuerdo para la
Importación de Objetos de Carácter Educativo, Científico o Cultural, de 22 de no-
viembre de 1976, se establece:
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El presente Protocolo, cuyos textos francés e inglés son igualmente autén-
ticos, llevará la fecha de hoy y quedará abierto a la firma de todos los Estados
Partes en el Acuerdo, así como a la de las uniones aduaneras o económicas, a re-
serva de que todos sus Estados Miembros sean igualmente partes en dicho Pro-
tocolo.

Además, la ratificación por una organización de integración económica regional no
se computará como una parte adicional a los fines de determinar la entrada en vigor del
tratado. Véase el Convenio de Estocolmo sobre contaminantes orgánicos persisten-
tes, 2001 (párrafo 3 del artículo 26):

A los efectos de los párrafos 1 y 2, los instrumentos depositados por una
organización de integración económica regional no se considerarán adicionales
con respecto a los depositados por los Estados miembros de esa organización27.

b. A menos que el propio tratado establezca otra cosa, en virtud del derecho internacio-
nal, una organización internacional que participa en un tratado lo hace por sí misma
y en nombre de la organización en su conjunto y no en nombre de cada uno de sus
Estados miembros. Cuando el tratado prevé la participación de Estados y de organi-
zaciones internacionales, especialmente organizaciones de integración regional con
competencia compartida en la aplicación de ese tratado, el tratado a menudo deter-
mina las obligaciones de la organización y de sus Estados miembros en el cumpli-
miento de sus obligaciones y el ejercicio de sus derechos en virtud del tratado, a fin
de evitar la concurrencia. Esta práctica es seguida especialmente en el sector del me-
dio ambiente. Dicha práctica también ha predominado en los acuerdos sobre pro-
ductos básicos, respecto de la Comunidad Europea y de sus Estados miembros, a pe-
sar de la competencia exclusiva de la Comunidad Europea en materia de comercio
de mercancías, que incluye los acuerdos sobre productos básicos.

El Convenio sobre la Diversidad Biológica, 1992 ilustra estos principios:

Artículo 33

FIRMA

El presente Convenio estará abierto a la firma en Río de Janeiro para todos
los Estados y para cualquier organización de integración económica regional
desde el 5 de junio de 1992 hasta el 14 de junio de 1992, y en la Sede de las Na-
ciones Unidas en Nueva York desde el 15 de junio de 1992 hasta el 4 de junio
de 1993.

Artículo 34

RATIFICACIÓN, ACEPTACIÓN O APROBACIÓN

1. El presente Convenio y cualquier protocolo estarán sujetos a ratifica-
ción, aceptación o aprobación por los Estados y por las organizaciones de inte-
gración económica regional. Los instrumentos de ratificación, aceptación o
aprobación se depositarán en poder del Depositario.

2. Toda organización de las que se mencionan en el párrafo 1 de este ar-
tículo que pase a ser Parte Contratante en el presente Convenio o en cualquier
protocolo, sin que sean Partes Contratantes en ellos sus Estados miembros, que-
dará vinculada por todas las obligaciones contraídas en virtud del Convenio o
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aplicable a ciertos plaguicidas y productos químicos peligrosos objeto de comercio internacional, 1998 (párrafo 3 del
artículo 26).



del protocolo, según corresponda. En el caso de dichas organizaciones, cuando
uno o varios de sus Estados miembros sean Partes Contratantes en el presente
Convenio o en el protocolo pertinente, la organización y sus Estados miembros
decidirán acerca de sus responsabilidades respectivas en cuanto al cumplimien-
to de las obligaciones contraídas en virtud del Convenio o del protocolo, según
corresponda. En tales casos, la organización y los Estados miembros no estarán
facultados para ejercer concurrentemente los derechos previstos en el presente
Convenio o en el protocolo pertinente28.

7. Competencia exclusiva de organizaciones internacionales

Algunos tratados prohíben que los Estados miembros de organizaciones internacio-
nales sean partes en el tratado por derecho propio, en los casos en que la organización in-
ternacional tiene competencia con respecto a todas las cuestiones regidas por el tratado.
En el Acuerdo sobre la aplicación de las disposiciones de la Convención de las Naciones
Unidas sobre el Derecho del Mar de 10 de diciembre de 1982 relativas a la conserva-
ción y ordenación de las poblaciones de peces transzonales y las poblaciones de peces
altamente migratorias, 1995, se establece en el párrafo 2 de su artículo 47:

2. En los casos en que dicha organización internacional a que se hace re-
ferencia en el artículo 1 del Anexo IX de la Convención tenga competencias so-
bre todas las materias regidas por el presente Acuerdo, las siguientes disposi-
ciones se aplicarán a la participación de dicha organización internacional en el
presente Acuerdo:

a) En el momento de la firma o de la adhesión, dicha organización inter-
nacional hará una declaración en la que manifieste:

i) Que es competente en todas las materias regidas por el presente
Acuerdo;

ii) Que, por esta razón, sus Estados miembros no se convertirán en Esta-
dos Partes, salvo en relación con sus territorios respecto de los cuales
la organización internacional no tiene responsabilidad; y

iii) Que acepta los derechos y obligaciones de los Estados en virtud del
presente Acuerdo;

b) La participación de dicha organización internacional en ningún caso
conferirá derecho alguno en virtud del presente Acuerdo a los Estados miem-
bros de la organización internacional;

c) En caso de conflicto entre las obligaciones de una organización inter-
nacional con arreglo al presente Acuerdo y las derivadas de su instrumento
constitutivo o de cualesquiera actos relacionados con él, prevalecerán las obli-
gaciones previstas en el presente Acuerdo.

8. Participación de entidades distintas de los Estados u organizaciones
internacionales

En principio, los territorios no metropolitanos y otros territorios no independientes
no tienen facultades para concertar tratados. No obstante, el Estado del que dependen
esos territorios puede autorizar a éstos a participar en relaciones contractuales con carác-
ter ad hoc o en determinados ámbitos. Sobre la base de esa autoridad delegada, algunos
tratados autorizan la participación de entidades distintas de los Estados independientes o
las organizaciones internacionales. Sin embargo, esto es excepcional.
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28 Véanse también el Convenio de Viena para la protección de la capa de ozono, 1985 (artículos 12 y 13), y la
Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, 1992 (artículos 20 y 22).



Por ejemplo, Hong Kong es parte en la Organización Meteorológica Mundial, la
Organización Mundial del Turismo y la Organización Mundial del Comercio29. En los
artículos XI y XII del Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización
Mundial de Comercio, 1994, se dispone lo siguiente:

Artículo XI

MIEMBROS INICIALES

1. Las partes contratantes del GATT de 1947 en la fecha de entrada en
vigor del presente Acuerdo, y las Comunidades Europeas, que acepten el pre-
sente Acuerdo y los Acuerdos Comerciales Multilaterales y para las cuales se
anexen Listas de Concesiones y Compromisos al GATT de 1994, y para las
cuales se anexen Listas de Compromisos Específicos al AGCS, pasarán a ser
Miembros iniciales de la OMC.

2. Los países menos adelantados reconocidos como tales por las Nacio-
nes Unidas solamente deberán asumir compromisos y hacer concesiones en la
medida compatible con las necesidades de cada uno de ellos en materia de desa-
rrollo, finanzas y comercio o con sus capacidades administrativas e institucio-
nales.

Artículo XII

ADHESIÓN

1. Todo Estado o territorio aduanero distinto que disfrute de plena auto-
nomía en la conducción de sus relaciones comerciales exteriores y en las demás
cuestiones tratadas en el presente Acuerdo y en los Acuerdos Comerciales Mul-
tilaterales podrá adherirse al presente Acuerdo en condiciones que habrá de
convenir con la OMC. Esa adhesión será aplicable al presente Acuerdo y a los
Acuerdos Comerciales Multilaterales anexos al mismo.

2. Las decisiones en materia de adhesión serán adoptadas por la Confe-
rencia Ministerial, que aprobará el acuerdo sobre las condiciones de adhesión
por mayoría de dos tercios de los Miembros de la OMC.

3. La adhesión a un Acuerdo Comercial Plurilateral se regirá por las dis-
posiciones de ese Acuerdo.

En los apartados c), d) y e) del párrafo 1 del artículo 305 de la Convención de las
Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, 1982, se autoriza a determinados Estados
asociados autónomos y territorios que gocen de autonomía interna a ser partes, siempre
que tengan competencia sobre esos asuntos regidos por la Convención, incluida la com-
petencia para participar en tratados con respecto a esos asuntos. El párrafo 1 del artícu-
lo 305 establece lo siguiente:

1. Esta Convención estará abierta a la firma de:

a) Todos los Estados;

b) Namibia, representada por el Consejo de las Naciones Unidas para
Namibia;
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29 Hong Kong, debido a su importancia económica, ha sido autorizado a ser parte en tratados, por derecho propio,
mientras era un territorio no metropolitano del Reino Unido y, más recientemente, como Hong Kong, Región Adminis-
trativa Especial de China. El Reino Unido dio a Hong Kong instrumentos que lo habilitaban para concertar determina-
dos tratados respecto de los cuales el Reino Unido sería en última instancia responsable. La Joint Declaration of the
Government of the United Kingdom of Great Britain and Northern Ireland and the Government of the People’s Repu-
blic of China on the Question of Hong Kong, 1984, autoriza a la Región Administrativa Especial de Hong Kong a ser un
territorio aduanero separado que puede participar en acuerdos y organizaciones comerciales internacionales.



c) Todos los Estados asociados autónomos que hayan optado por esa
condición en un acto de libre determinación supervisado y aprobado por las Na-
ciones Unidas de conformidad con la resolución 1514 (XV) de la Asamblea
General y que tengan competencia sobre las materias regidas por esta Conven-
ción, incluida la de celebrar tratados en relación con ellas;

d) Todos los Estados asociados autónomos que, de conformidad con sus
respectivos instrumentos de asociación, tengan competencia sobre las materias
regidas por esta Convención, incluida la de celebrar tratados en relación con
ellas;

e) Todos los territorios que gocen de plena autonomía interna reconoci-
da como tal por las Naciones Unidas, pero no hayan alcanzado la plena inde-
pendencia de conformidad con la resolución 1514 (XV) de la Asamblea Gene-
ral, y que tengan competencia sobre las materias regidas por esta Convención,
incluida la de celebrar tratados en relación con ellas;

f) Las organizaciones internacionales, con arreglo al Anexo IX.

9. Acuerdos regionales

Algunos tratados regionales aprobados en el marco de las comisiones regionales de
las Naciones Unidas establecen que están abiertos no sólo a los Estados miembros de la
Comisión y las organizaciones de integración económica regional, sino también a los
Estados reconocidos como entidades consultivas por la Comisión y otras entidades espe-
cificadas.

Véase el Acuerdo sobre Carreteras Internacionales en el Mashreq árabe, 2003, un
tratado que se refiere al establecimiento de vínculos ferroviarios entre los países de la re-
gión. En su artículo 4 se estipula:

Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión

1. El presente Acuerdo estará abierto a la firma de los miembros de la
Comisión Económica y Social para el Asia Occidental (CESPAO) en la Casa de
las Naciones Unidas en Beirut, del 14 al 17 de abril de 2003, y posteriormente
en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York, hasta el 31 de diciembre
de 2004.

2. Los miembros indicados en el párrafo 1 de este artículo podrán ser
Partes en este Acuerdo mediante:

a) Firma no sujeta a ratificación, aceptación o aprobación (firma defini-
tiva);

b) Firma sujeta a ratificación, aceptación o aprobación, seguida de ratifi-
cación, aceptación o aprobación; o

c) Adhesión.

3. La ratificación, aceptación, aprobación o adhesión se efectuará me-
diante el depósito del instrumento requerido en poder del depositario.

4. Los Estados distintos de los miembros de la CESPAO podrán adherir-
se al Acuerdo con la aprobación de todos los miembros de la CESPAO que sean
Partes en el mismo, mediante el depósito de un instrumento de adhesión en po-
der del depositario. La Secretaría del Comité de Transporte de la CESPAO (la
“Secretaría”) distribuirá las solicitudes de adhesión de Estados que no sean
miembros de la CESPAO a los miembros de la CESPAO que sean Partes en el
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Acuerdo, para su aprobación. Una vez que las notificaciones de aprobación de
dicha solicitud sean recibidas por todos los miembros de la CESPAO que sean
Partes en el Acuerdo, la solicitud de adhesión se considerará aprobada.

�� �����
�� � � �����

Tiempo

a. Cuando un tratado multilateral contiene disposiciones sobre su firma, por lo general
indica el período de tiempo durante el cual se pueden poner firmas en el tratado.
Algunos tratados están abiertos a la firma indefinidamente. Así sucede en la mayor
parte de los tratados multilaterales sobre derechos humanos, en los cuales la partici-
pación universal constituye una preocupación primordial. En la Convención sobre
la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, 1979 y en la
Convención sobre los Derechos del Niño, 1989 se dispone en el párrafo 1 del artícu-
lo 25 y en el artículo 46:

La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados30.

b. El enfoque más común utilizado en los tratados consiste en indicar que están abier-
tos a la firma hasta un acontecimiento determinado o durante un período de tiempo.
En el Tratado de prohibición completa de los ensayos nucleares, 1996, se establece
(artículo XI):

El presente tratado estará abierto a la firma de todos los Estados antes de su
entrada en vigor.

En la Convención de las Naciones Unidas sobre la cesión de créditos en el co-
mercio internacional, 2001, se dispone lo siguiente (párrafo 1 del artículo 34):

La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados en la
Sede de las Naciones Unidas en Nueva York, hasta el 31 de diciembre de 2003.

Lugar

a. Lo más corriente es que los tratados estén abiertos a la firma en la Sede de las Nacio-
nes Unidas en Nueva York, a menos que se hagan arreglos específicos con la Sec-
ción de Tratados, de conformidad con el documento ST/SGB/2001/7, a fin de abrir
un tratado a la firma en otro lugar. Por ejemplo, en la Convención sobre el derecho
de los usos de los cursos de agua internacionales para fines distintos de la navega-
ción, 1997, se establece (artículo 34):

La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados y de
las organizaciones de integración económica regional desde el 21 de mayo
de 1997 hasta el 21 de mayo de 2000 en la Sede de las Naciones Unidas en Nue-
va York31.

Los tratados pueden estar abiertos a la firma en dos lugares diferentes y en pe-
ríodos distintos. Como sólo existe una copia original de cada tratado depositada en
poder del Secretario General, no sería materialmente posible disponer del texto ori-
ginal del tratado en dos ceremonias de firma simultáneas. Los tratados abiertos a la

24

CLÁUSULAS FINALES DE TRATADOS MULTILATERALES

30 Véase la Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios
y de sus familiares, 1990 (artículo 86).

31 Véanse también el Acuerdo sobre la creación de un Instituto Internacional de Vacunas, 1996 (artículo IV); el
Convenio internacional para la represión de la financiación del terrorismo, 1999 (artículo 25); y la Convención de las
Naciones Unidas sobre la cesión de créditos en el comercio internacional, 2001 (artículo 34).



firma en dos lugares diferentes a menudo están abiertos a la firma en el lugar en el
que el tratado se ha aprobado y, posteriormente, en la Sede de las Naciones Unidas
en Nueva York. Para facilitar las ceremonias de firmas de tratados, esto se hizo así
en la mayor parte de las convenciones relativas al medio ambiente. El objeto es faci-
litar ceremonias de firma de tratados que tengan una gran visibilidad, que habitual-
mente tienen una breve duración, organizadas por las secretarías de los tratados o
por los Estados que acogen las conferencias plenipotenciarias convocadas para
aprobar esos tratados32. Las disposiciones se adoptan en consulta con la Sección de
Tratados. Habitualmente, un representante de la Sección de Tratados viaja al lugar
en que se realiza la firma y conserva la custodia del texto original.

b. En el Convenio de Estocolmo sobre contaminantes orgánicos persistentes, 2001
(artículo 24) se establece lo siguiente:

El presente Convenio estará abierto a la firma de todos los Estados y orga-
nizaciones de integración económica regional en Estocolmo, el 23 de mayo
de 2001, y en la Sede de las Naciones Unidas, en Nueva York, del 24 de mayo
de 2001 al 22 de mayo de 200233.

Se produjo una situación excepcional en relación con la Convención sobre el
Derecho del Mar, 1982. Excepcionalmente, esta Convención se abrió a la firma en
dos lugares simultáneamente. Teniendo en cuenta los efectos del documento
ST/SGB/2001/7, es improbable que esta situación vuelva a producirse. En el párrafo
2 del artículo 305 se dispone lo siguiente:

2. Esta Convención estará abierta a la firma hasta el 9 de diciembre
de 1984 en el Ministerio de Relaciones Exteriores de Jamaica y, asimismo, des-
de el 9 de julio de 1983 hasta el 9 de diciembre de 1984 en la Sede de las Nacio-
nes Unidas en Nueva York.

Práctica del Secretario General

De conformidad con el boletín ST/SGB/2001/7 del Secretario General (sec-
ción 6.3), “[t]odos los tratados y acuerdos internacionales depositados en poder del Se-
cretario General y abiertos a la firma permanecerán bajo la custodia de la Sección de Tra-
tados. Toda excepción de esta regla deberá establecerse previamente con la Sección de
Tratados”34. En el caso de que las partes negociadoras se hayan comprometido a realizar
una ceremonia de firma fuera de la Sede de las Naciones Unidas, la práctica del Secreta-
rio General como depositario de tratados multilaterales ha consistido en aconsejar que el
período de firma ceremonial en lugares distintos de la Sede de Nueva York se limite a
unos pocos días. El costo que supone trasladar el tratado, el personal necesario fuera de
la Sede y la seguridad del propio tratado son consideraciones importantes para el Secre-
tario General.

(Véanse también los párrafos 116 a 199 del Summary of Practice con respecto a la prácti-
ca del depositario en relación con la apertura a la firma de tratados multilaterales, y la
sección 3.1.2 del Manual de tratados.)
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32 En casos muy poco frecuentes un tratado se puede abrir a la firma durante un período prolongado en un lugar
distinto de la Sede de las Naciones Unidas. Sin embargo, de conformidad con el documento ST/SGB/2001/7, ésta ha
dejado de ser la práctica del Secretario General.

33 Véanse también la Convención sobre la prohibición del empleo, almacenamiento, producción y transferencia
de minas antipersonal y sobre su destrucción, 1997 (artículo 15); el Convenio de Tampere sobre el suministro de re-
cursos de telecomunicaciones para la mitigación de catástrofes y operaciones de socorro en casos de catástrofe, 1998
(artículo 12); y la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, 2000 (ar-
tículo 36).

34 ST/SGB/2001/7.
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Aparte de la autenticación35, la firma tiene otros efectos jurídicos. La firma es por lo
general el primer paso del proceso de ser parte en un tratado. Por lo general, los tratados
multilaterales prevén que la firma esté sujeta a ratificación, aceptación o aprobación, lo
que se denomina firma simple. La firma simple indica la intención del Estado de adoptar
medidas positivas para expresar su consentimiento de quedar vinculado por el tratado en
una fecha posterior.

La firma crea para un Estado signatario la obligación de abstenerse de actos que
frustrarían el objeto y el fin del tratado, mientras dicho Estado no haya manifestado su
intención clara de no llegar a ser parte en el tratado. Este principio fundamental del dere-
cho de los tratados se ha consagrado en el artículo 18 de la Convención de Viena, 1969:

Obligación de no frustrar el objeto y el fin de un tratado
antes de su entrada en vigor

Un Estado deberá abstenerse de actos en virtud de los cuales se frustren el
objeto y el fin de un tratado:

a) Si ha firmado el tratado o ha canjeado instrumentos que constituyen el
tratado a reserva de ratificación, aceptación o aprobación, mientras no haya ma-
nifestado su intención de no llegar a ser parte en el tratado36; o

b) Si ha manifestado su consentimiento en obligarse por el tratado, du-
rante el período que preceda a la entrada en vigor del mismo y siempre que ésta
no se retarde indebidamente.

Un Estado signatario tiene también algunos derechos. Esta autorizado a hacerse
parte en el tratado que ha firmado y es receptor de notificaciones del depositario y comu-
nicaciones relativas a dicho tratado (artículo 77 de la Convención de Viena, 1969)37.

Disposiciones sobre la firma

Los tratados multilaterales suelen incluir disposiciones sobre la firma en las que se
indica el lugar de la firma, la fecha de apertura a la firma, el período de ésta, etcétera,
como se ha examinado anteriormente. En el artículo 34 del Acuerdo sobre los Privilegios
e Inmunidades de la Corte Penal Internacional, 2002 se dispone lo siguiente:

Firma, ratificación, aceptación, aprobación o adhesión

1. El presente Acuerdo estará abierto a la firma de todos los Estados des-
de el 10 de septiembre de 2002 hasta el 30 de junio de 2004 en la Sede de las
Naciones Unidas en Nueva York.

2. El presente Acuerdo está sujeto a la ratificación, aceptación o aproba-
ción de los Estados signatarios. Los instrumentos de ratificación, aceptación o
aprobación serán depositados en poder del Secretario General.

3. El presente Acuerdo estará abierto a la adhesión de todos los Esta-
dos. Los instrumentos de adhesión serán depositados en poder del Secretario
General.
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35 Véase el capítulo I, sección A, supra.
36 Véanse las notificaciones de los Estados Unidos de América e Israel en relación con la Corte Penal Internacio-

nal en Status of Multilateral Treaties Deposited with the Secretary-General (ST/LEG/SER.E/21) o la versión electró-
nica disponible en internet, capítulo XVIII.10.

37 Por razones prácticas, la práctica actual del Secretario General como depositario consiste en que todos los Esta-
dos, incluso los Estados no participantes, reciban notificaciones del depositario impresas y en formato electrónico.



(Véase la sección 6.2 del Manual de tratados con respecto a los tratados multilaterales
depositados en poder del Secretario General e información práctica relativa a los acuer-
dos con la Sección de Tratados para firmar un tratado.)

(Con respecto a los plenos poderes para firmar un tratado, cuando éstos se requieren,
véase el Summary of Practice, párrafos 101 a 115, y el Manual de tratados, sección 3.2 y
anexos 1 y 3.)

Aunque actualmente se trata de una práctica que ha dejado de aplicarse, algunos tra-
tados multilaterales no contienen disposiciones sobre su firma. Los tratados aprobados
en la Organización de las Naciones Unidas sobre la Agricultura y la Alimentación nor-
malmente prevén su aprobación sin firma previa como la manera de expresar consenti-
miento para quedar vinculado por el tratado38. Tanto el Protocolo sobre el Estatuto de los
Refugiados, 1967, como la Convención sobre Prerrogativas e Inmunidades de los Orga-
nismos Especializados, 1947, y la Convención sobre Prerrogativas e Inmunidades de
las Naciones Unidas, 1946, prevén que el consentimiento en obligarse se debe expresar
mediante adhesión.

�� �������������� �� �������� ��� 
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A fin de hacerse parte en un tratado multilateral, un Estado debe demostrar su vo-
luntad de asumir los derechos y obligaciones contenidos en el tratado. Debe expresar,
mediante un acto concreto, su consentimiento en quedar obligado por el tratado. Un
Estado puede expresar este consentimiento de varias maneras. Las formas corrientes son
la firma definitiva, la ratificación, la aceptación, la aprobación y la adhesión (véase el ar-
tículo 11 de la Convención de Viena, 1969). Estas acciones hacen referencia a actos rea-
lizados a nivel internacional que requieren un instrumento y el depósito del mismo en
poder del depositario.

(Véanse los párrafos 120 a 143 del Summary of Practice y las secciones 3.3 y 6.3 y los
anexos 4 y 5 del Manual de tratados.)

1. Firma definitiva

Algunos tratados establecen que los Estados pueden expresar su consentimiento en
obligarse jurídicamente mediante únicamente su firma (véase el artículo 12 de la Con-
vención de Viena, 1969). Este método es el que se utiliza más habitualmente en los trata-
dos bilaterales y raramente se emplea en los tratados multilaterales modernos. Cuando se
utiliza en un tratado multilateral, la disposición relativa a la entrada en vigor establecerá
expresamente que el tratado entrará en vigor tras la firma definitiva y el depósito de ins-
trumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión por un número determina-
do de Estados. Entre los tratados depositados en poder del Secretario General, este méto-
do es el más corrientemente empleado en determinados tratados negociados bajo los
auspicios de la Comisión Económica para Europa. En el párrafo 3 del artículo 4 del
Acuerdo relativo a la adopción de condiciones uniformes para las inspecciones técnicas
periódicas de los vehículos automotores y el reconocimiento recíproco de esas inspec-
ciones, 1997, se establece:

Los países indicados en los párrafos 1 y 2 del presente artículo pueden ha-
cerse Partes Contratantes en el presente Acuerdo:
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38 Véase el Acuerdo para promover el cumplimiento de las medidas internacionales de conservación y ordena-
ción por los buques pesqueros que pescan en alta mar, 1993.



a) Mediante la firma del Acuerdo sin reserva de ratificación;

b) Mediante la ratificación del Acuerdo después de la firma sujeta a rati-
ficación;

c) Mediante la adhesión al Acuerdo.

Además, en el párrafo 2 del artículo 12 del Convenio de Tampere sobre suministro
de recursos de telecomunicaciones para la mitigación de catástrofes y operaciones de
socorro en casos de catástrofe, 1998, se dispone:

Todo Estado podrá manifestar su consentimiento en obligarse por el pre-
sente Convenio mediante:

a) La firma (firma definitiva);

b) La firma sujeta a ratificación, aceptación o aprobación, seguida del
depósito de un instrumento de ratificación, aceptación o aprobación; o

c) El depósito de un instrumento de adhesión.

Práctica del Secretario General

El depositario debe asegurarse de que el firmante no exceda sus atribuciones. Por lo
tanto, es necesario que el depositario verifique la naturaleza y el alcance de los poderes
concedidos al representante antes de que éste firme el tratado a fin de confirmar, entre
otras cosas, si la firma está sujeta a ratificación. En los casos en que no se requieren ple-
nos poderes y el tratado prevé su firma definitiva, el depositario normalmente solicitará
una confirmación sobre este punto. Cuando se estampa la firma sin confirmación escrita
de la intención del firmante, se presume que se trata de una firma simple.

2. Ratificación, aceptación y aprobación

a. Los tratados multilaterales modernos prevén explícitamente que los Estados expre-
sen su consentimiento en obligarse mediante la firma sujeta a ratificación, acepta-
ción o aprobación (véase el artículo 14 de la Convención de Viena, 1969). En el
párrafo 3 del artículo 36 de la Convención de la Naciones Unidas contra la Delin-
cuencia Organizada Transnacional, 2000 se estipula que la Convención está sujeta
a ratificación, aceptación o aprobación:

Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión

1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados
del 12 al 15 de diciembre de 2000 en Palermo (Italia), y después de esa fecha
en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York, hasta el 12 de diciembre
de 2002.

2. La presente Convención también estará abierta a la firma de las orga-
nizaciones regionales de integración económica siempre que al menos uno de
los Estados miembros de tales organizaciones haya firmado la presente Con-
vención de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo.

3. La presente Convención estará sujeta a ratificación, aceptación o
aprobación. Los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación se depo-
sitarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. Las organiza-
ciones regionales de integración económica podrán depositar su instrumento de
ratificación, aceptación o aprobación si por lo menos uno de sus Estados miem-
bros ha procedido de igual manera. En ese instrumento de ratificación, acepta-
ción o aprobación, esas organizaciones declararán el alcance de su competencia
con respecto a las cuestiones regidas por la presente Convención. Dichas orga-
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nizaciones comunicarán también al depositario cualquier modificación perti-
nente del alcance de su competencia. [...]

Las disposiciones sobre la firma sujeta a ratificación permiten que los Estados
dispongan de tiempo para procurar la aprobación del tratado a nivel interno y pro-
mulgar toda legislación necesaria para aplicar el tratado en el interior del país, antes
de asumir las obligaciones jurídicas previstas en el tratado a nivel internacional.
Después de la ratificación, el tratado obliga jurídicamente al Estado.

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 1966 y el Pacto Inter-
nacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 1966, establecen en los
párrafos 1 y 2 de los artículos 48 y 26, respectivamente, que los Pactos están sujetos
a ratificación:

1. El presente Pacto estará abierto a la firma de todos los Estados Miem-
bros de las Naciones Unidas o miembros de algún organismo especializado, así
como de todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia y
de cualquier otro Estado invitado por la Asamblea General de las Naciones
Unidas a ser parte en el presente Pacto.

2. El presente Pacto está sujeto a ratificación. Los instrumentos de ratifi-
cación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

b. La aceptación o aprobación de un tratado después de su firma tiene los mismos efec-
tos jurídicos que la ratificación, y se les aplican las mismas normas, a menos que el
tratado disponga otra cosa. La Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del
Empleo de Ciertas Armas Convencionales que Puedan Considerarse Excesivas o
de Efectos Indiscriminados, 1980, autoriza la aceptación o aprobación después de la
firma. El artículo 4 establece:

1. La presente Convención estará sujeta a la ratificación, aceptación o
aprobación de los signatarios. Cualquier Estado que no haya firmado la presen-
te Convención podrá adherirse a ella.

2. Los instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión
serán depositados en poder del Depositario.

3. La manifestación del consentimiento en obligarse por cualquiera de
los Protocolos anexos a la presente Convención será facultativa para cada Esta-
do, a condición de que en el momento del depósito de su instrumento de ratifi-
cación, aceptación o aprobación de la presente Convención o de adhesión a ella,
ese Estado notifique al Depositario su consentimiento en obligarse por dos o
más de esos Protocolos.

4. En cualquier momento después del depósito de su instrumento de rati-
ficación, aceptación o aprobación de la presente Convención, o de adhesión a
ella, un Estado podrá notificar al Depositario su consentimiento en obligarse
por cualquier Protocolo anexo por el que no esté ya obligado.

5. Cualquier Protocolo por el que una Alta Parte Contratante esté obliga-
da será para ella parte integrante de la presente Convención.

El Acuerdo para la Importación de Objetos de Carácter Educativo, Científico
o Cultural, 1950, autoriza la aceptación de un tratado del modo siguiente:

Artículo X

Los Estados indicados en el párrafo 1 del artículo IX podrán aceptar el pre-
sente Acuerdo a partir del 22 de noviembre de 1950. La aceptación se hará efec-
tiva mediante el depósito de un instrumento oficial ante el Secretario General
de las Naciones Unidas.
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La Comunidad Europea utiliza a menudo el mecanismo de la aceptación o la
aprobación.

(El Manual de tratados contiene instrumentos modelo de ratificación, aceptación o
aprobación.)

3. Adhesión

Un Estado puede expresar su consentimiento en obligarse por un tratado mediante
adhesión (véase el artículo 15 de la Convención de Viena, 1969). La adhesión tiene los
mismos efectos jurídicos que la ratificación, aceptación o aprobación. Sin embargo, a di-
ferencia de la ratificación, aceptación y aprobación, que deben ser precedidas por la fir-
ma, la adhesión requiere únicamente el depósito de un instrumento de adhesión. La ad-
hesión, como medio de hacerse parte en un tratado, es generalmente utilizada por los
Estados que desean expresar su consentimiento en obligarse por el tratado cuando, por
cualquier motivo, no pueden firmarlo. Esto puede suceder cuando la fecha límite para la
firma ya ha transcurrido o cuando circunstancias internas impiden que un Estado firme
un tratado.

La adhesión es también utilizada por un nuevo Estado cuando no desea obligarse
inmediatamente en virtud de la sucesión, que por lo general se considera efectiva en la
fecha en que el nuevo Estado pasa a ser responsable de sus asuntos internacionales, a me-
nos que no sea posible determinar esa fecha. Por ejemplo, Serbia y Montenegro se adhi-
rió a la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, 1948 el
12 de marzo de 2001.

a. El método corriente es que los tratados multilaterales prevean la adhesión. En el ar-
tículo 16 de la Convención sobre la Prohibición del Empleo, Almacenamiento, Pro-
ducción y Transferencia de Minas Antipersonal y sobre su Destrucción, 1997 se es-
tipula lo siguiente:

1. Esta Convención está sujeta a la ratificación, a la aceptación o a la
aprobación de los Signatarios.

2. La Convención estará abierta a la adhesión de cualquier Estado que
no la haya firmado.

3. Los instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación y adhesión
se depositarán ante el Depositario39.

b. Numerosos tratados en materia de derechos humanos prevén la adhesión en cual-
quier momento; no señalan una fecha límite para la firma. En el artículo 18 de la
Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discrimi-
nación Racial, 1966 se establece:

1. La presente Convención quedará abierta a la adhesión de cualquiera
de los Estados mencionados en el párrafo 1 del artículo 17 supra.

2. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del Secretario
General de las Naciones Unidas.

De modo análogo, en el párrafo 3 del artículo 48 y el párrafo 3 del artículo 26
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 1966 y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 1966 se establece:

30

CLÁUSULAS FINALES DE TRATADOS MULTILATERALES

39 Véase también la Convención sobre la protección y utilización de cursos de agua transfronterizos y lagos in-
ternacionales, 1992 (artículo 25).



3. El presente Pacto quedará abierto a la adhesión de cualquiera de los
Estados mencionados en el párrafo 1 del presente artículo40.

c. Normalmente los tratados permiten la adhesión desde el día siguiente al vencimien-
to del período establecido para la firma. Esto es compatible con el enfoque tradicio-
nal. Véase el párrafo 1 del artículo 25 del Convenio de Rotterdam sobre el procedi-
miento de consentimiento fundamentado previo aplicable a ciertos plaguicidas y
productos químicos peligrosos objeto de comercio internacional, 1998, que autori-
za la adhesión a partir del día siguiente en que el Convenio quede cerrado a la firma:

1. El presente Convenio estará sujeto a ratificación, aceptación o apro-
bación por los Estados y las organizaciones de integración económica regional.
Quedará abierto a la adhesión de los Estados y las organizaciones de integra-
ción económica regional a partir del día en que quede cerrado a la firma. Los
instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión se depositarán
en poder del Depositario.

De modo similar, en el párrafo 1 del artículo 24 del Protocolo de Kyoto de la
Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, 1997 se dis-
pone lo siguiente:

1. El presente Protocolo estará abierto a la firma y sujeto a la ratifica-
ción, aceptación o aprobación de los Estados y de las organizaciones regionales
de integración económica que sean Partes en la Convención. Quedará abierto
a la firma en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York del 16 de marzo
de 1998 al 15 de marzo de 1999, y a la adhesión a partir del día siguiente a aquel
en que quede cerrado a la firma. Los instrumentos de ratificación, aceptación,
aprobación o adhesión se depositarán en poder del Depositario41.

Otros tratados prevén que los Estados se adhieran después de su entrada en vi-
gor. Los tratados sobre desarme utilizan este enfoque. En el artículo XIII del Trata-
do de prohibición completa de los ensayos nucleares, 1996 se establece:

Todo Estado que no firme el presente Tratado antes de su entrada en vigor
podrá adherirse a él con posterioridad en cualquier momento42.

d. Algunos tratados permiten también la adhesión sin indicar explícitamente cuándo se
puede adoptar esta medida. Se trata de una técnica empleada en tiempos recientes
para dar cabida a los Estados que por diversos motivos no están en condiciones de
firmar un tratado pero que, no obstante, desean hacerse partes en él. Véase el Estatu-
to de Roma de la Corte Penal Internacional, 1998 (artículo 125):

1. El presente Estatuto estará abierto a la firma de todos los Estados el 17
de julio de 1998 en Roma, en la sede de la Organización de las Naciones Unidas
para la Agricultura y la Alimentación. Posteriormente, y hasta el 17 de octubre
de 1998 seguirá abierto a la firma en Roma, en el Ministerio de Asuntos Exte-
riores de Italia. Después de esa fecha, el Estatuto estará abierto a la firma en
Nueva York, en la Sede de las Naciones Unidas, hasta el 31 de diciembre del
año 2000.
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40 Véanse también la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mu-
jer, 1979 (artículo 25); la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradan-
tes, 1984 (artículo 26); la Convención sobre los Derechos del Niño, 1989 (artículo 48); y la Convención internacional
sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares, 1990 (artículo 86).

41 Véanse también el Convenio de Viena para la protección de la capa de ozono, 1985 (artículo 14); y el Conve-
nio sobre la Diversidad Biológica, 1992 (artículo 35).

42 Véanse también la Convención sobre la prohibición del desarrollo, la producción, el almacenamiento y el em-
pleo de armas químicas y sobre su destrucción, 1992 (artículo XX); y la Convención Internacional sobre la Represión
y el Castigo del Crimen de Apartheid, 1973 (artículo XIV).



2. El presente Estatuto estará abierto a la ratificación, aceptación o apro-
bación de los Estados signatarios. Los instrumentos de ratificación, aceptación
o aprobación serán depositados en poder del Secretario General de las Naciones
Unidas.

3. El presente Estatuto estará abierto a la adhesión de cualquier Estado.
Los instrumentos de adhesión serán depositados en poder del Secretario Gene-
ral de las Naciones Unidas43.

En la Convención sobre la Prohibición del Empleo, Almacenamiento, Produc-
ción y Transferencia de Minas Antipersonal y sobre su Destrucción, 1997 se esta-
blece:

Artículo 15

Esta Convención, hecha en Oslo, Noruega, el 18 de septiembre de 1997,
estará abierta a todos los Estados para su firma en Ottawa, Canadá, del 3 al 4 de
diciembre de 1997, y en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York, a partir
del 5 de diciembre de 1997 hasta su entrada en vigor.

Artículo 16

1. Esta Convención está sujeta a la ratificación, aceptación o aprobación
de los Signatarios.

2. La Convención estará abierta a la adhesión de cualquier Estado que
no la haya firmado.

[...]

En tales casos, algunos Estados han depositado instrumentos de adhesión
mientras el tratado aún estaba abierto a la firma. La ex República Yugoslava de Ma-
cedonia y Guinea Ecuatorial depositaron sus instrumentos de adhesión durante el
período en que la Convención aún estaba abierta a la firma, es decir, antes de la en-
trada en vigor de la Convención, el 1º de marzo de 1999.

(En la página 44 del Manual de tratados figura un instrumento modelo de adhe-
sión.)

Práctica del Secretario General

Cuando un tratado establece las condiciones para la adhesión (después de una fecha
o de un acontecimiento) pero se recibe un instrumento de adhesión antes del cumpli-
miento de esas condiciones, el Secretario General, en su calidad de depositario, informa-
rá al Estado que su instrumento se retendrá hasta que se cumplan las condiciones para la
adhesión; una vez cumplidas, el instrumento se aceptará en depósito. Hasta entonces, el
instrumento no se tendrá en cuenta a los fines de calcular la fecha de entrada en vigor.

4. Ratificación, aceptación, aprobación o adhesión con condiciones

Algunos tratados multilaterales imponen limitaciones o condiciones específicas a
la ratificación, aceptación, aprobación o adhesión. Estas condiciones, que son obligato-
rias en la mayor parte de los casos y se incorporan concretamente para alcanzar un objeti-
vo determinado, se deben cumplir. Cuando un Estado deposita en poder del Secretario
General un instrumento de ratificación, aceptación o aprobación, o adhesión al Protoco-
lo facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño de 1989 relativo a la parti-
cipación de niños en los conflictos armados, 2000, el párrafo 2 del artículo 3 establece:
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43 Véanse también el Convenio Internacional para la represión de la financiación del terrorismo, 1999 (artícu-
lo 25); la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, 2000 (artículo 36); y
el Acuerdo sobre los Privilegios e Inmunidades de la Corte Penal Internacional, 2002 (artículo 34).



2. Cada Estado Parte depositará, al ratificar el presente Protocolo o ad-
herirse a él, una declaración vinculante en la que se establezca la edad míni-
ma en la que permitirá el reclutamiento voluntario en sus fuerzas armadas na-
cionales y se ofrezca una descripción de las salvaguardias que haya adoptado
para asegurarse de que no se realiza ese reclutamiento por la fuerza o por coac-
ción.

Un Estado que deposite un documento de ratificación, aceptación o aprobación,
o de adhesión de la Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de
Ciertas Armas Convencionales que Puedan Considerarse Excesivamente Masivas o de
Efectos Indiscriminados, 1980, debe al mismo tiempo notificar al Secretario General de
su consentimiento en obligarse por dos o más cualesquiera protocolos de la Conven-
ción44.

Las condiciones previstas en el Convenio Internacional del Azúcar, 1992 (artícu-
lo 41) se han incorporado explícitamente:

Podrán adherirse al presente Convenio, en las condiciones que el Consejo
establezca, los gobiernos de todos los Estados. En el momento de la adhesión,
el Estado que se adhiere se considerará incluido en el anexo del presente Con-
venio, junto con los votos que le correspondan según las condiciones de adhe-
sión.

Ésta se efectuará mediante el depósito de un instrumento de adhesión en
poder del depositario. En los instrumentos de adhesión se declarará que el go-
bierno acepta todas las condiciones establecidas por el Consejo.

Cuando el consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se expresa en al-
guna de las formas examinadas supra, ese consentimiento se establece en un instrumento
de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión al depositarse en poder del deposita-
rio. En la práctica del Secretario General, lo que reviste importancia es la fecha de depó-
sito de la comunicación en poder del depositario. En consecuencia, el depositario desem-
peña funciones de considerable importancia, en particular la determinación de la fecha
en la que el tratado entra en vigor.

�� ��������� ���������� �� 
� �������

1. Aplicación provisional de un tratado antes de su entrada en vigor

La aplicación provisional de un tratado puede ocurrir cuando un Estado decide uni-
lateralmente dar efecto jurídico a las obligaciones previstas en un tratado con carácter
provisional y voluntario. Esta aplicación provisional puede finalizar en cualquier mo-
mento.

Un tratado o parte del mismo se aplica provisionalmente antes de su entrada en vi-
gor si el propio tratado así lo prevé o si los Estados negociadores así lo han acordado de
alguna otra manera. En el párrafo 1 del artículo 25 de la Convención de Viena, 1969 se
establece lo siguiente:
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44 Los protocolos pertinentes son los Protocolos I, II y III de 10 de octubre de 1980; el Protocolo IV de 13 de octu-
bre de 1995; y el Protocolo II modificado de 3 de mayo de 1996. Se considera que todo Estado que exprese su consenti-
miento en obligarse por el Protocolo II después de que el Protocolo II modificado entró en vigor el 3 de diciembre
de 1998 ha consentido en obligarse por el Protocolo II modificado, a menos que exprese su intención en contrario.
También se considera que ese Estado ha consentido en obligarse por el Protocolo II no modificado en relación con cual-
quier Estado no vinculado por el Protocolo II modificado, de conformidad con el artículo 40 de la Convención de Vie-
na, 1969.



Aplicación provisional

Un tratado o una parte de él se aplicará provisionalmente antes de su entra-
da en vigor:

a) Si el propio tratado así lo dispone; o

b) Si los Estados negociadores han convenido en ello de otro modo.

En el artículo 18 de la Convención sobre la Prohibición del Empleo, Almacena-
miento, Producción y Transferencia de Minas Antipersonal y sobre su Destruc-
ción, 1997, se dispone:

Aplicación provisional

Cada Estado Parte, en el momento de depositar su instrumento de ratifica-
ción, aceptación, aprobación o adhesión, podrá declarar que aplicará provisio-
nalmente el párrafo 1 del artículo 1 de esta Convención.

Además, en el artículo 7 del Acuerdo relativo a la aplicación de la Parte XI de la
Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar de 1982, 1994, se estable-
ce lo siguiente:

Aplicación provisional

1. Si este Acuerdo no ha entrado vigor el 16 de noviembre de 1994, será
aplicado provisionalmente hasta su entrada en vigor por:

a) Los Estados que hayan consentido en su adopción en la Asamblea
General de las Naciones Unidas, salvo aquellos que antes del 16 de noviembre
de 1994 notifiquen al depositario por escrito que no aplicarán en esa forma el
Acuerdo o que consentirán en tal aplicación únicamente previa firma o notifica-
ción por escrito;

b) Los Estados y entidades que firmen este Acuerdo, salvo aquellos que
notifiquen al depositario por escrito en el momento de la firma que no aplicarán
el Acuerdo en esa forma;

c) Los Estados y entidades que consientan en su aplicación provisional
mediante notificación por escrito de su consentimiento al depositario;

d) Los Estados que se adhieran a este Acuerdo.

2. Todos esos Estados y entidades aplicarán este Acuerdo provisional-
mente de conformidad con sus leyes y reglamentos nacionales o internos, con
efecto a partir del 16 de noviembre de 1994 o a partir de la fecha de la firma, la
notificación del consentimiento o la adhesión, si ésta fuese posterior45.

En el párrafo 4 del artículo 308 de la Convención de las Naciones Unidas sobre el
Derecho del Mar, 1982, se estipuló:

4. Las normas, reglamentos y procedimientos elaborados por la Comi-
sión Preparatoria se aplicarán provisionalmente hasta que la Autoridad los
apruebe oficialmente de conformidad con la Parte XI.
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�� El Acuerdo relativo a la aplicación de la Parte XI de la Convención de las Naciones Unidas de 1982 sobre el
Derecho del Mar, 1994, aplicó provisionalmente, con efecto a partir del 16 de noviembre de 1994, la fecha en la que en-
tró en vigor la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, 1982.



A menos que el tratado establezca otra cosa, un Estado puede dar por terminada esa
aplicación provisional en cualquier momento mediante notificación al depositario46.

2. Aplicación provisional de un tratado después de su entrada en vigor

La aplicación provisional es posible incluso después de la entrada en vigor de un
tratado. Esta opción está al alcance de un Estado que puede desear poner en efecto el tra-
tado sin contraer las obligaciones jurídicas previstas en el mismo. También es posible
que desee dejar de aplicar el tratado sin cumplir las disposiciones sobre terminación. En
el párrafo 1 del artículo 55 del Convenio Internacional del Cacao, 1993 se establece lo
siguiente:

Notificación de la intención de aplicar el presente Convenio
con carácter provisional

1. Todo Gobierno signatario que tenga intención de ratificar, aceptar o
aprobar el presente Convenio, o todo Gobierno que se proponga adherirse al
mismo, pero que todavía no haya podido depositar su instrumento, podrá en
todo momento notificar al depositario que, de conformidad con sus procedi-
mientos constitucionales o su legislación interna, aplicará el presente Conve-
nio con carácter provisional, bien cuando éste entre en vigor conforme al ar-
tículo 56, bien, si está ya en vigor, en la fecha que se especifique. Todo
Gobierno que haga tal notificación declarará en ese momento si será Miembro
exportador o Miembro importador47.

�� ��������

En la Convención de Viena, 1969 se define la reserva como una declaración unilate-
ral, cualquiera que sea su enunciado o denominación, hecha por un Estado al firmar, rati-
ficar, aceptar o aprobar un tratado o al adherirse a él, con objeto de excluir o modificar
los efectos jurídicos de ciertas disposiciones del tratado en su aplicación a ese Estado
(véase el apartado d) del párrafo 1 del artículo 2). La Convención de Viena, 1986 utiliza
una definición similar (véase el apartado d) del párrafo 1 del artículo 2).

Las reservas limitan o modifican los efectos de los tratados pero pueden ayudar a
fomentar las relaciones internacionales al permitir que los Estados participen en tratados
en los que no participarían sin la formulación de reservas. Las reservas a los tratados
multilaterales plantean la cuestión inmediata de su admisibilidad o validez.

En la práctica del Secretario General se ha producido una evolución del derecho de
las reservas. En algunos aspectos esta evolución no se había previsto en la Convención
de Viena, 1969.

(Véase el Summary of Practice, párrafos 161 a 216. Con respecto a la práctica actual,
véase el Manual de tratados, secciones 3.5 y 6.4. Véanse también los informes de Alain
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�� Véase el párrafo 2 del artículo 25 de la Convención de Viena, 1969. Esta disposición se refiere a la diferencia
entre la terminación de la aplicación provisional y la terminación o retiro de un tratado por consentimiento de las partes,
según lo previsto en el artículo 54 de la Convención de Viena, 1969. De conformidad con el artículo 54, un Estado pue-
de dar por terminada la aplicación provisional en cualquier momento, pero un Estado que ha expresado su consenti-
miento en obligarse por un tratado mediante firma definitiva, ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, general-
mente sólo puede retirarse o darlo por terminado de conformidad con las disposiciones del tratado o con las normas
generales del derecho de los tratados.

47 Véanse también el Convenio Internacional del Aceite de Oliva y de las Aceitunas de Mesa, 1986 (artículo 54),
y el Convenio Internacional del Azúcar, 1992 (artículo 39).



Pellet, Relator Especial sobre “la ley y la práctica en materia de reserva a los tratados”,
designado por la Comisión de Derecho Internacional en su 46º período de sesiones,
en 1994

48
.)

1. Formulación de reservas

En el artículo 19 de la Convención de Viena, 1969, sobre la formulación de reservas
se dispone lo siguiente:

Un Estado podrá formular una reserva en el momento de firmar, ratificar,
aceptar o aprobar un tratado o de adherirse al mismo, a menos:

a) Que la reserva esté prohibida por el tratado;

b) Que el tratado disponga que únicamente pueden hacerse determina-
das reservas entre las cuales no figure la reserva de que se trate; o

c) Que, en los casos no previstos en los apartados a) y b), la reserva sea
incompatible con el objeto y el fin del tratado.

De conformidad con el párrafo 1 del artículo 20 de la Convención de Viena, 1969,
una reserva expresamente autorizada por un tratado no exigirá la aceptación ulterior de
los demás Estados contratantes, a menos que el tratado así lo disponga.

Cuando las reservas están permitidas

a. Algunos tratados permiten expresamente las reservas. En el párrafo 1 del artículo 14
del Convenio de Tampere sobre el suministro de recursos de telecomunicaciones
para la mitigación de catástrofes y las operaciones de socorro en casos de catástro-
fe, 1998, se establece lo siguiente:

Al firmar definitivamente, ratificar o adherirse al presente Convenio o a
una modificación del mismo, los Estados Partes podrán formular reservas.

b. Los tratados que prevén las reservas también pueden contener disposiciones en las
que se estipulan las consecuencias jurídicas derivadas de una reserva o una obje-
ción. Esto no es corriente en la práctica reciente. En el párrafo 2 del artículo 8 de la
Convención sobre la Nacionalidad de la Mujer Casada, 1957, se dispone:

Toda reserva formulada conforme al párrafo 1 del presente artículo no
afectará el carácter obligatorio de la Convención entre el Estado que haya he-
cho la reserva y los demás Estados partes, con excepción de la disposición o las
disposiciones que hayan sido objeto de la reserva. El Secretario General de las
Naciones Unidas comunicará el texto de esa reserva a todos los Estados que
sean o lleguen a ser partes en la presente Convención. Todo Estado parte en la
Convención o que llegue a ser parte en la misma podrá notificar al Secretario
General que no está dispuesto a considerarse obligado por la Convención con
respecto al Estado que haya formulado la reserva. Esta notificación deberá ha-
cerse, en lo que concierne a los Estados que ya sean partes en la Convención,
dentro de los noventa días siguientes a la fecha de la comunicación del Secreta-
rio General, y, en lo que concierne a los Estados que ulteriormente lleguen a ser
partes en la Convención, dentro de los noventa días siguientes a la fecha del de-
pósito del instrumento de ratificación o de adhesión. En caso de que se hubiere
hecho tal notificación, se considerará que la Convención no es aplicable entre el
Estado autor de la notificación y el Estado que haya hecho la reserva.
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48 A/CN.4/470 y Corr.1 (primer informe); A/CN.4/477 y Add.1 (segundo informe); A/CN.4/491 y Corr.1 (en in-
glés únicamente), A/CN.4/491/Add.1, Add.2 y Corr.1, Add.3 y Corr.1 (en chino, francés y ruso únicamente), Add.4 y
Corr.1, Add.5 y Add.6 y Corr.1 (tercer informe); A/CN.4/499 (cuarto informe); A/CN.4/508/Add.1 a 4 (quinto infor-
me); A/CN.4/518 y Add.1 a 3 (sexto informe); y A/CN.4/526 y Add.1 a 3 (séptimo informe).



c. El Estado que formula una reserva puede retirarla en cualquier momento. Esos reti-
ros no exigen el consentimiento de las demás partes (véase el párrafo 1 del artícu-
lo 22 de la Convención de Viena, 1969). Aunque no se trate de una práctica corriente
en los tratados multilaterales contemporáneos, es posible prever el retiro de las re-
servas. En el párrafo 3 del artículo 20 de la Convención Internacional sobre la Eli-
minación de Todas las Formas de Discriminación Racial, 1966, se establece:

Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento, enviándose para
ello una notificación al Secretario General. Esta notificación surtirá efecto en la
fecha de su recepción49.

Cuando lo permite el tratado, las reservas se deben formular en el momento de
la firma o del depósito de un instrumento en el que se expresa el consentimiento en
obligarse por el tratado. Si la reserva se formula mediante una firma simple, debe ser
confirmada cuando el Estado expresa su consentimiento en obligarse. Si la reserva
formulada en el momento de la firma simple no se confirmase en la ratificación,
aceptación o aprobación, no tendría validez jurídica.

En algunos casos, los Estados partes formulan reservas después de haber ex-
presado su consentimiento en obligarse (reservas tardías).

(Con respecto al momento de formulación de las reservas, véase también la sec-
ción 3.5.3 del Manual de tratados.)

Práctica del Secretario General

Cuando un Estado formula una reserva expresamente autorizada por el tratado, el
Secretario General, en su calidad de depositario, informa a los Estados interesados me-
diante una notificación del depositario.

Cuando las reservas están prohibidas

a. No es inusual que algunos tratados prohíban expresamente las reservas. Así, todas
las reservas se prohíben por el artículo 120 del Estatuto de Roma del Tribunal Penal
Internacional, 1998:

No se admitirán reservas al presente Estatuto50.

Los tratados en materia de medio ambiente a menudo prohíben las reservas. En
el artículo 27 del Convenio de Estocolmo sobre contaminantes orgánicos persisten-
tes, 2001 se dispone:

No se podrán formular reservas al presente Convenio.

En el artículo 18 del Protocolo de Montreal relativo a las sustancias que ago-
tan la capa de ozono, 1987 se dispone:

No se podrán formular reservas al presente Protocolo.

En el artículo 18 del Convenio de Viena para la Protección de la Capa de Ozo-
no, 1985 se establece:

No se podrán formular reservas al presente Convenio51.
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49 Ejemplos de textos análogos figuran en la Convención sobre los Derechos del Niño, 1989 (artículo 51); la Con-
vención Internacional contra el reclutamiento, la utilización, la financiación y el entrenamiento de mercenarios, 1989
(artículo 17); el Convenio Internacional para la Represión de los Atentados Terroristas Cometidos con Bombas, 1997
(artículo 20); y el Convenio Internacional para la represión de la financiación del terrorismo, 1999 (artículo 24).

50 Véanse también las disposiciones que tienen una redacción similar aunque no idéntica: el Convenio Interna-
cional sobre el Caucho Natural, 1987 (artículo 67); y el Convenio Internacional del Café, 2000 (artículo 47).

51 Entre las disposiciones que tienen una redacción idéntica figuran la Convención Marco de las Naciones Unidas
sobre el Cambio Climático, 1992 (artículo 24); el Convenio sobre la Diversidad Biológica, 1992 (artículo 37); la Con-
vención de las Naciones Unidas de lucha contra la desertificación en los países afectados por sequía grave o desertifi-
cación, en particular en África, 1994 (artículo 37); y el Convenio de Estocolmo sobre contaminantes orgánicos persis-
tentes, 2001 (artículo 27).



b. Otros tratados prohíben implícitamente la formulación de reservas. Por ejemplo, en
general se reconoce que las convenciones laborales internacionales implícitamente
prohíben las reservas debido al objetivo de la Organización Internacional del Traba-
jo (OIT) de lograr que las condiciones laborales sean uniformes en todo el mundo.

Práctica del Secretario General

Cuando un tratado prohíbe las reservas, el Secretario General, en su calidad de de-
positario, formula una evaluación jurídica preliminar con respecto a si una declaración
dada constituye una reserva.

Si la reserva no afecta a las obligaciones jurídicas del Estado, el Secretario General
distribuye la declaración. Si la declaración prima facie y sin ambigüedades excluye o
modifica los efectos jurídicos de las disposiciones del tratado, el Secretario General se-
ñalará la cuestión a la atención del Estado de que se trate. El Secretario General podrá
también solicitar al declarante aclaraciones sobre la naturaleza real de la declaración. Si
se aclara formalmente que la declaración no constituye una reserva, el Secretario Gene-
ral recibirá oficialmente el instrumento en depósito y lo notificará a todos los Estados in-
teresados. Dicha aclaración impedirá que el Estado de que se trate utilice posteriormente
esta “reserva”.

Los Estados también pueden revisar las declaraciones que han presentado.

Cuando sólo se permiten determinadas reservas

a. Un tratado puede autorizar únicamente determinadas reservas. En el artículo 10
del Convenio Internacional sobre el Embargo Preventivo de Buques, 1999 se esta-
blece:

Reservas

1. En el momento de la firma, ratificación, aprobación o aceptación del
presente Convenio o de la adhesión a él, o en cualquier momento posterior,
todo Estado podrá reservarse el derecho de excluir de su aplicación a algunas o
todas las categorías siguientes:

a) Los buques que no sean de navegación marítima;

b) Los buques que no enarbolen el pabellón de un Estado Parte;

c) Los créditos a que hace referencia el apartado s) del párrafo 1 del ar-
tículo 1.

2. En el momento de la firma, ratificación, aprobación o aceptación del
presente Convenio o de la adhesión a él, todo Estado que sea también Parte en
un determinado tratado sobre vías de navegación interior podrá declarar que las
normas sobre competencia, reconocimiento y ejecución de sentencias judicia-
les de ese tratado prevalecen sobre las disposiciones del artículo 7 del presente
Convenio.

b. Otros tratados prohíben las reservas sin excepciones. Véase el artículo 309 de la
Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, 1982, respecto de la
cual ninguna entidad puede formular reservas o excepciones salvo las expresamente
autorizadas en otras partes de la Convención:

Reservas y excepciones

No se podrán formular reservas ni excepciones a esta Convención salvo
las expresamente autorizadas por otros artículos de la Convención52.
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52 La Convención sobre la cesión de créditos en el comercio internacional, 2001 (art. 44) tiene un texto parecido.



En el artículo 2 del Acuerdo relativo a la aplicación de la Parte XI de la Con-
vención de las Naciones Unidas de 1982 sobre el Derecho del Mar, 1994, se esta-
blece que el artículo 309 de la Convención también se aplica al Acuerdo.

En el artículo XV del Tratado de Prohibición Completa de los Ensayos Nu-
cleares, 1996, se establece, con respecto a su Protocolo y los anexos del Protocolo:

Los artículos y los anexos del presente Tratado no podrán ser objeto de re-
servas. Las disposiciones del Protocolo del presente Tratado y los anexos al
Protocolo no podrán ser objeto de reservas que sean incompatibles con su obje-
to y propósito53.

2. Formulación de reservas: cuando el tratado no dice nada
sobre las reservas

Numerosos tratados no contienen disposiciones sobre reservas. Los tratados sobre
derechos humanos a menudo tienen esta característica54. Así sucede en el caso de la Con-
vención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, 1948, que, siguiendo
la fórmula de las reservas formuladas por la ex Unión Soviética y otros países de Europa
oriental a algunas de las disposiciones55, constituyó un paso importante en la evolución
de la doctrina relativa a la admisibilidad de las reservas.

Las normas básicas relativas a las reservas se enuncian en el artículo 19 de la Con-
vención de Viena, 1969, que establece:

Un Estado podrá formular una reserva en el momento de firmar, ratificar,
aceptar o aprobar un tratado o de adherirse al mismo a menos:

a) Que la reserva esté prohibida por el tratado;

b) Que únicamente puedan hacerse determinadas reservas, entre las cua-
les no figure la reserva de que se trate; o

c) Que, en los casos no previstos en los apartados a) y b), la reserva sea
incompatible con el objeto y el fin del tratado.

En los artículos 20 y 21 de la Convención de Viena, 1969 se trata de las objeciones a
las reservas y los efectos jurídicos de las reservas y las objeciones a las mismas. En el ar-
tículo 22 de la Convención de Viena, 1969 se trata del retiro de las reservas. Las reservas
y las objeciones a las mismas y el retiro de las reservas y de las objeciones a las mismas
se deben formular por escrito (véase el artículo 23 de la Convención de Viena, 1969).

Práctica del Secretario General

Cuando un tratado no contiene disposiciones sobre las reservas y un Estado formula
una reserva compatible con el artículo 19 de la Convención de Viena, 1969, el Secretario
General, en su calidad de depositario, informa a los Estados interesados de la reserva me-
diante una notificación del depositario.

(Véase también el Summary of Practice, párrafos 168 a 181.)
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53 Véase la Convención sobre la prohibición del desarrollo, la producción, el almacenamiento y el empleo de ar-
mas químicas y sobre su destrucción, 1992 (artículo XXII).

54 Véanse el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 1966; el Pacto Internacional
de Derechos Civiles y Políticos, 1966; la Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los
crímenes de lesa humanidad, 1968; la Convención Internacional sobre la Represión y el Castigo del Crimen de Apart-
heid, 1973; la Convención internacional contra el apartheid en los deportes, 1985; y el Acuerdo por el que se establece
el Fondo para el Desarrollo de las Poblaciones Indígenas de América Latina y el Caribe, 1992.

�� El texto de las reservas relativas a los artículos IX y XII de la Convención para la Prevención y la Sanción del
Delito de Genocidio, 1948 puede consultarse en Status of Multilateral Treaties Deposited with the Secretary-General
(ST/LEG/SER.E/21) o en su versión electrónica disponible en Internet, capítulo IV.1.
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La práctica contemporánea muestra una proliferación de declaraciones relaciona-
das con los tratados. Los artículos sobre las declaraciones y notificaciones incluidas en el
texto del tratado no siempre figuran en las secciones que tratan de las cláusulas finales
o disposiciones finales. Pueden aparecer, en cambio, en otras secciones del texto del tra-
tado.

(Véase el Summary of Practice, párrafos 217 a 220, y el Manual de tratados, sec-
ción 3.6.)

1. Declaraciones interpretativas

A diferencia de las reservas, las declaraciones interpretativas no se proponen ex-
cluir ni limitar el efecto jurídico de algunas disposiciones de un tratado en su aplicación a
un Estado determinado, sino únicamente aclarar su significado o interpretación. No obs-
tante, en la práctica, la determinación de si una manifestación constituye una declaración
o una reserva no autorizada puede resultar difícil. Véanse los párrafos 217 a 220 del
Summary of Practice.

Las declaraciones se formulan por lo general en el momento de la firma o del depó-
sito del instrumento pertinente56.

Un tratado puede prever expresamente la formulación de declaraciones. En el ar-
tículo 310 de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, 1982, se
estipula lo siguiente:

Declaraciones y manifestaciones

El artículo 309 no impedirá que un Estado, al firmar o ratificar esta Con-
vención o adherirse a ella, haga declaraciones o manifestaciones, cualquiera
que sea su enunciado o denominación, a fin de, entre otras cosas, armonizar su
derecho interno con las disposiciones de la Convención, siempre que tales de-
claraciones o manifestaciones no tengan por objeto excluir o modificar los
efectos jurídicos de las disposiciones de la Convención en su aplicación a ese
Estado.

2. Declaraciones obligatorias

Algunos tratados establecen que ciertas declaraciones deben ser formuladas por los
Estados contratantes en el momento de expresar su consentimiento en obligarse por el
tratado o dentro de un período de tiempo contado desde el momento en que ese consenti-
miento se haya expresado. En el artículo III de la Convención sobre la prohibición del
desarrollo, la producción, el almacenamiento y el empleo de armas químicas y sobre su
destrucción, 1982, se establece:

1. Cada Estado Parte presentará a la Organización, 30 días después, a
más tardar, de la entrada el vigor para él de la presente Convención, las declara-
ciones siguientes, en las que:
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56 En el pasado, las declaraciones se formulaban teniendo en cuenta la inminente firma de un tratado, después de
su aprobación. En esos casos, el Secretario General ha considerado que tales declaraciones se formulaban en el mo-
mento de la firma y ha distribuido su texto de acuerdo con ello. Véanse las declaraciones que se relacionan directamen-
te con la aplicación de un tratado incluido en el Acta Final de la conferencia que aprobó la Convención de Basilea sobre
el control de los movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación, 1989. Esas declaraciones se
consideraron formuladas en el momento de la firma y se distribuyeron de acuerdo con ello.



a) Con respecto a las armas químicas:

i) Declarará si tiene la propiedad o posesión de cualquier arma
química o si se encuentra cualquier arma química en cualquier
lugar bajo su jurisdicción o control;

ii) Especificará el lugar exacto, cantidad total e inventario detalla-
do de las armas químicas de que tenga propiedad o posesión o
que se encuentren en cualquier lugar bajo su jurisdicción o con-
trol, de conformidad con los párrafos 1 a 3 de la sección A de la
parte IV del Anexo sobre verificación, salvo en lo que atañe a
las armas químicas mencionadas en el inciso iii);

iii) Dará cuenta de cualquier arma química en su territorio de la que
tenga propiedad y posesión otro Estado y se encuentre en cual-
quier lugar bajo la jurisdicción o control de otro Estado, de con-
formidad con el párrafo 4 de la sección A de la parte IV del Ane-
xo sobre verificación;

iv) Declarará si ha transferido o recibido, directa o indirectamente,
cualquier arma química desde el 1º de enero de 1946 y especifi-
cará la transferencia o recepción de esas armas de conformidad
con el párrafo 5 de la sección A de la parte IV del Anexo sobre
verificación;

v) Facilitará su plan general para la destrucción de las armas quí-
micas de que tenga propiedad o posesión o que se encuentren en
cualquier lugar bajo su jurisdicción o control, de conformidad
con el párrafo 6 de la sección A de la parte IV del Anexo sobre
verificación;

b) Con respecto a las antiguas armas químicas y a las armas químicas
abandonadas: [...]

c) Con respecto a las instalaciones de producción de armas químicas:
[...]

d) Con respecto a las demás instalaciones: [...]

e) Con respecto a los agentes de represión de disturbios: [...]57.

Además, en el párrafo 2 del artículo 3 del Protocolo facultativo de la Convención
de 1989 sobre los Derechos del Niño relativo a la participación de niños en los conflic-
tos armados, 2000, se establece:

Cada Estado Parte depositará, al ratificar el presente Protocolo o adherirse
a él, una declaración vinculante en la que establezca la edad mínima en que per-
mitirá el reclutamiento voluntario en sus fuerzas armadas nacionales y se ofrez-
ca una descripción de las salvaguardias que haya adoptado para asegurarse de
que no se realiza ese reclutamiento por la fuerza o por la coacción.

3. Declaraciones facultativas

En un tratado se pueden prever declaraciones facultativas. Numerosos tratados so-
bre derechos humanos prevén que los Estados formulen declaraciones facultativas jurí-
dicamente vinculantes. Estas declaraciones se refieren principalmente a la competencia
de los comités de derechos humanos como órganos independientes de vigilancia de los
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tratados, responsables de la supervisión de la aplicación de las disposiciones del tratado.
Dichas declaraciones deben ser firmadas por el Jefe de Estado, el Jefe de Gobierno o el
Ministro de Relaciones Exteriores.

En la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o
Degradantes, 1984, se contempla la posibilidad de declaraciones facultativas en las que
se reconozca la competencia del Comité contra la Tortura para recibir y examinar comu-
nicaciones de los Estados que aleguen el incumplimiento de la Convención por otro
Estado Parte (artículo 21) o de personas, o en nombre de ellas, que aleguen ser víctimas
de una violación por un Estado Parte de las disposiciones de la Convención. Los artícu-
los 21 y 22 expresan:

Artículo 21

1. Con arreglo al presente artículo, todo Estado Parte en la presente Con-
vención podrá declarar en cualquier momento que reconoce la competencia del
Comité para recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado Parte ale-
gue que otro Estado Parte no cumple las obligaciones que le impone la Conven-
ción. Dichas comunicaciones sólo se podrán admitir y examinar conforme al
procedimiento establecido en este artículo si son presentadas por un Estado
Parte que haya hecho una declaración por la cual reconozca con respecto a sí
mismo la competencia del Comité. El Comité no tramitará de conformidad con
este artículo ninguna comunicación relativa a un Estado Parte que no haya he-
cho tal declaración. [...]

2. Las disposiciones del presente artículo entrarán en vigor cuando cin-
co Estados Partes en la presente Convención hayan hecho las declaraciones a
que se hace referencia en el párrafo 1 de este artículo. Tales declaraciones serán
depositadas por los Estados Partes en poder del Secretario General de las Na-
ciones Unidas, quien remitirá copia de las mismas a los demás Estados Partes.
Toda comunicación podrá retirarse en cualquier momento mediante notifica-
ción dirigida al Secretario General. Tal retiro no será obstáculo para que se exa-
mine cualquier asunto que sea objeto de una comunicación ya transmitida en
virtud de este artículo. No se admitirá en virtud de este artículo ninguna nueva
comunicación de este Estado Parte una vez que el Secretario General haya reci-
bido la notificación de retiro de la declaración, a menos que el Estado Parte in-
teresado haya hecho una nueva declaración.

Artículo 22

1. Todo Estado Parte en la presente Convención podrá declarar en cual-
quier momento, de conformidad con el presente artículo, que reconoce la com-
petencia del Comité para recibir y examinar las comunicaciones enviadas por
personas sometidas a su jurisdicción, o en su nombre, que aleguen ser víctimas
de una violación por un Estado Parte de las disposiciones de la Convención. El
Comité no admitirá ninguna comunicación relativa a un Estado Parte que no
haya hecho esta declaración.

[...]

8. Las disposiciones del presente artículo entrarán en vigor cuando cin-
co Estados Partes en la presente Convención hayan hecho las declaraciones a
las que se hace referencia en el párrafo 1 del presente artículo. Tales declaracio-
nes serán depositadas por los Estados Partes en poder del Secretario General de
las Naciones Unidas, quien remitirá copia de las mismas a los demás Estados
Partes. Toda declaración podrá retirarse en cualquier momento mediante notifi-
cación dirigida al Secretario General. Tal retiro no será obstáculo para que se
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examine cualquier asunto que sea objeto de una comunicación ya transmitida
en virtud de este artículo; no se admitirá en virtud de este artículo ninguna nue-
va comunicación de una persona, o hecha en su nombre, una vez que el Secreta-
rio General haya recibido la notificación de retiro de la declaración, a menos
que el Estado Parte interesado haya hecho una nueva declaración.

De modo análogo, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 1966
se contempla la posibilidad de una declaración facultativa con arreglo al artículo 41 re-
conociendo la competencia del Comité de Derechos Humanos:

1. Con arreglo al presente artículo, todo Estado Parte en el presente Pac-
to podrá declarar en cualquier momento que reconoce la competencia del Co-
mité para recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado Parte alegue
que otro Estado Parte no cumple las obligaciones que le impone este Pacto. Las
comunicaciones hechas en virtud del presente artículo sólo se podrán admitir y
examinar si son presentadas por un Estado Parte que haya hecho una declara-
ción por la cual reconozca con respecto a sí mismo la competencia del Comité.
El Comité no admitirá ninguna comunicación relativa a un Estado Parte que no
haya hecho tal declaración.

[...]

2. Las disposiciones del presente artículo entrarán en vigor cuando diez
Estados Partes en el presente Pacto hayan hecho las declaraciones a que se hace
referencia en el párrafo 1 del presente artículo. Tales declaraciones serán depo-
sitadas por los Estados Partes en poder del Secretario General de las Naciones
Unidas, quien remitirá copia de las mismas a los demás Estados Partes. Toda
declaración podrá retirarse en cualquier momento mediante notificación dirigi-
da al Secretario General. Tal retiro no será obstáculo para que se examine cual-
quier asunto que sea objeto de una comunicación ya transmitida en virtud de
este artículo; no se admitirá ninguna nueva comunicación de un Estado Parte
una vez que el Secretario General de las Naciones Unidas haya recibido la noti-
ficación de retiro de la declaración, a menos que el Estado Parte interesado haya
hecho una nueva declaración.

De igual modo, en la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las
Formas de Discriminación Racial, 1966, (párrafos 1, 2 y 3 del artículo 14) se prevén las
declaraciones relativas a la competencia del Comité para la Eliminación de la Discrimi-
nación Racial:

1. Todo Estado parte podrá declarar en cualquier momento que recono-
ce la competencia del Comité para recibir y examinar comunicaciones de per-
sonas o grupos de personas comprendidas dentro de su jurisdicción, que alega-
ren ser víctimas de violaciones, por parte de ese Estado, de cualquiera de los
derechos estipulados en la presente Convención. El Comité no recibirá ninguna
comunicación referente a un Estado parte que no hubiere hecho tal declaración.

2. Todo Estado parte que hiciere una declaración conforme al párrafo 1
del presente artículo podrá establecer o designar un órgano, dentro de su orde-
namiento jurídico nacional, que será competente para recibir y examinar peti-
ciones de personas o grupos de personas comprendidas dentro de su jurisdic-
ción, que alegaren ser víctimas de violaciones de cualquiera de los derechos
estipulados en la presente Convención y hubieren agotado los demás recursos
locales disponibles.

3. La declaración que se hiciere en virtud del párrafo 1 del presente ar-
tículo y el nombre de cualquier órgano establecido o designado con arreglo al
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párrafo 2 del presente artículo serán depositados, por el Estado parte interesado,
en poder del Secretario General de las Naciones Unidas, quien remitirá copia de
los mismos a los demás Estados partes. Toda declaración podrá retirarse en
cualquier momento mediante notificación dirigida al Secretario General, pero
dicha notificación no surtirá efectos con respecto a las comunicaciones que el
Comité tenga pendientes.

[...].58.

Práctica del Secretario General

Como las declaraciones interpretativas no tienen efectos jurídicos similares a los de
una reserva, no es necesario que sean firmadas por una autoridad oficial, siempre que
emanen claramente del Estado de que se trate. Sin embargo, es sumamente conveniente
que tal declaración sea firmada por el Jefe de Estado, el Jefe de Gobierno o el Ministro de
Relaciones Exteriores en el caso de que esa declaración resulte ser una reserva. De con-
formidad con la práctica del Secretario General, las declaraciones facultativas u obliga-
torias que imponen obligaciones jurídicas al declarante deben ser firmadas por el Jefe de
Estado, el Jefe de Gobierno o el Ministro de Relaciones Exteriores o por una persona que
tenga plenos poderes para esa finalidad, concedidos por una de las autoridades antes
mencionadas.

�� ��������������

Las notificaciones se deben distinguir de las declaraciones interpretativas. Las de-
claraciones interpretativas son normalmente manifestaciones que hacen más explícito el
significado de una disposición. Las notificaciones son manifestaciones que simplemen-
te facilitan información requerida por un tratado. En el párrafo 3 del artículo 7 del Con-
venio Internacional para la represión de la financiación del terrorismo, 1999, se esta-
blece:

3. Cada Estado Parte, al ratificar, aceptar o aprobar el presente Convenio
o adherirse a él, notificará al Secretario General de las Naciones Unidas que ha
establecido su jurisdicción de conformidad con su legislación nacional con
arreglo al párrafo 2. El Estado Parte de que se trate notificará inmediatamente al
Secretario General los cambios que se produzcan.

De igual modo, en el párrafo 4 del artículo 45 de la Convención sobre la circulación
vial, 1968, se establece:

4. Al firmar la presente Convención o al depositar el instrumento de rati-
ficación o de adhesión, cada Estado notificará al Secretario General el signo
distintivo elegido para la circulación internacional de los vehículos matricula-
dos en dicho Estado, de conformidad con el anexo 3 de la presente Convención.
Mediante otra notificación dirigida al Secretario General, todo Estado podrá
cambiar un signo distintivo anteriormente elegido.

No obstante, algunas notificaciones formuladas en virtud de un tratado pueden
crear obligaciones vinculantes nuevas o adicionales. Véase el Pacto Internacional de
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�� En la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, 1979 y en la
Convención sobre los Derechos del Niño, 1989 también se establecen órganos independientes (el Comité para la Elimi-
nación de la Discriminación contra la Mujer y el Comité de los Derechos del Niño, respectivamente) para supervisar de
qué modo los Estados cumplen sus obligaciones en virtud de esas convenciones. No obstante, en estas dos convencio-
nes no se prevé la aceptación facultativa de la competencia de sus respectivos comités. Además, el Comité de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales, a diferencia de los otros cinco órganos de tratados sobre derechos humanos, no fue
establecido por su Pacto correspondiente, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les, 1966, sino que fue creado en 1985 por el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas.



Derechos Civiles y Políticos, 1966. De conformidad con el artículo 4, los Estados pue-
den, en situaciones excepcionales, suspender la aplicación de algunas disposiciones del
Pacto. Además, el Estado que recurre a ese derecho de suspensión debe notificar la mis-
ma al Secretario General. Esto se hace habitualmente mediante una nota verbal dirigida a
las Naciones Unidas por la Misión Permanente del Estado que formula la notificación, a
la que se adjunta el decreto interno pertinente. El artículo 4 dispone:

En situaciones excepcionales que pongan en peligro la vida de la nación y
cuya existencia haya sido proclamada oficialmente, los Estados Partes en el
presente Pacto podrán adoptar disposiciones que, en la medida estrictamente li-
mitada a las exigencias de la situación, suspendan las obligaciones contraídas
en virtud de este Pacto, siempre que tales disposiciones no sean incompatibles
con las demás obligaciones que les impone el derecho internacional y no entra-
ñen discriminación alguna fundada únicamente en motivos de raza, color, sexo,
idioma, religión u origen social.

La disposición precedente no autoriza suspensión alguna de los artículos
6, 7, 8 (párrafos 1 y 2), 11, 15, 16 y 18.

Todo Estado Parte en el presente Pacto que haga uso del derecho de sus-
pensión deberá informar inmediatamente a los demás Estados Partes en el pre-
sente Pacto, por conducto del Secretario General de las Naciones Unidas, de las
disposiciones cuya aplicación haya suspendido y de los motivos que hayan sus-
citado la suspensión. Se hará una nueva comunicación por el mismo conducto
en la fecha en que haya dado por terminada tal suspensión.

Además, en el párrafo 2 de la sección B del artículo I de la Convención sobre el
Estatuto de los Refugiados, 1951, se exige a los Estados contratantes que notifiquen al
Secretario General la extensión de sus obligaciones previstas en la Convención. En la
sección B del artículo I se dispone:

1) A los fines de la presente Convención, las palabras “acontecimientos
ocurridos antes del 1º de enero de 1951”, que figuran en el artículo 1 de la sec-
ción A, podrán entenderse como:

a) “Acontecimientos ocurridos antes del 1º de enero de 1951, en Euro-
pa”; o como

b) “Acontecimientos ocurridos antes del 1º de enero de 1951, en Europa
o en otro lugar”;

y cada Estado Contratante formulará en el momento de la firma, de la ratifica-
ción o de la adhesión una declaración en que precise el alcance que desea dar a
esa expresión, con respecto a las obligaciones asumidas por él en virtud de la
presente Convención.

2) Todo Estado Contratante que haya adoptado la fórmula a) podrá en
cualquier momento extender sus obligaciones, mediante la adopción de la fór-
mula b) por notificación dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas.

�� ������� �� �����

Para que un tratado multilateral resulte vinculante en virtud del derecho internacio-
nal es necesario que se cumplan las condiciones para su entrada en vigor.

Las disposiciones del tratado determinan, por lo general, la forma y la fecha en que
éste entra en vigor. Si el tratado no establece una fecha o el método de entrada en vigor,
se presume que entra en vigor tan pronto como los Estados negociadores han expresado
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su consentimiento en obligarse por el tratado (véanse los párrafos 1 y 2 del artículo 24 de
la Convención de Viena, 1969). No obstante, este método de entrada en vigor no se suele
utilizar en los tratados multilaterales modernos.

Cuando un Estado expresa su consentimiento en obligarse mediante un tratado des-
pués de la entrada en vigor del mismo, el tratado entra en vigor para ese Estado en dicha
fecha, a menos que el tratado prevea otra cosa (véase el párrafo 3 del artículo 24 de la
Convención de Viena, 1969). En consecuencia, un tratado puede ser vinculante para al-
gunos Estados, de conformidad con las disposiciones de entrada en vigor previstas en di-
cho tratado, pero no para todos los participantes. No será aplicable a los Estados
que, aunque tienen derecho a ser partes, aún no han expresado su consentimiento en
obligarse.

La norma consagrada en el párrafo 2 del artículo 24 de la Convención de Vie-
na, 1969, que requiere el consentimiento unánime de los Estados negociadores, nunca se
ha aplicado respecto de los tratados depositados en poder del Secretario General, ya que
es muy difícil alcanzar la participación universal59.

El depositario tiene funciones de considerable importancia relacionadas con el su-
ministro de información respecto de la fecha en la que el tratado entra en vigor.

(Véanse los párrafos 221 a 247 del Summary of Practice y la sección 4.2 del Manual de
tratados.)

1. Entrada en vigor definitiva de un tratado

Un tratado puede establecer que entrará en vigor en la fecha en que se cumplan de-
terminadas condiciones, o que entrará en vigor en una fecha determinada.

Cuando se alcance un número, porcentaje o categoría determinados de Estados
que depositen instrumentos que expresen el consentimiento en obligarse

a. Para su entrada en vigor, la mayor parte de los tratados exigen que un número míni-
mo de Estados expresen su consentimiento en obligarse por un tratado determinado.
Véase el párrafo 1 del artículo 36 del Convenio Marco de la OMS para el Control
del Tabaco, 2003:

Entrada en vigor

1. El presente Convenio entrará en vigor al nonagésimo día contado des-
de la fecha en que haya sido depositado en poder del Depositario el cuadragési-
mo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación, confirmación oficial o
adhesión.

El número exigido puede ser muy pequeño (véase la Convención suplementa-
ria sobre la abolición de la esclavitud, la trata de esclavos y las instituciones y prác-
ticas análogas a la esclavitud, 1956, que necesitaba dos Estados para su entrada en
vigor). Por lo general, el número de instrumentos de consentimiento en obligarse
para la entrada en vigor de un tratado es muy superior. En el Estatuto de Roma del
Tribunal Penal Internacional, 1998 se exigen sesenta. La razón por la cual se re-
quiere un número tan considerable de instrumentos de consentimiento en obligarse
es para asegurar una amplia aceptación del tratado antes de su entrada en vigor.

b. Los tratados pueden establecer que la entrada en vigor se producirá cuando un nú-
mero determinado de Estados hayan depositado sus instrumentos en los que expre-
sen el consentimiento en obligarse. Aunque ésta es una fórmula directa y que no tie-
ne complicaciones, no es frecuente encontrar tratados modernos que entren en vigor
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59 Véase el Tratado constitutivo de la Comunidad Económica Europea, 1957 (artículo 247).



inmediatamente después del depósito. Véase el Acuerdo sobre la creación de un
Instituto Internacional de Vacunas, 1996 (párrafo 1 del artículo VIII):

El presente Acuerdo y la Constitución adjunta al mismo entrarán en vigor
inmediatamente después de que tres instrumentos de ratificación, aceptación,
aprobación o adhesión se hayan depositado en poder del Secretario General60.

c. Por lo general, los tratados establecen que debe transcurrir un período de tiempo de-
terminado entre la fecha en que se debe depositar el número de instrumentos reque-
rido y la fecha de entrada en vigor. A menudo este período se fija a fin de asegurar el
cumplimiento de las condiciones previas, y puede variar entre treinta días y doce
meses. Dicho período puede dar tiempo a los Estados contratantes para promulgar
legislación interna o para dar efecto a la legislación de aplicación previamente pro-
mulgada. También da tiempo al depositario para notificar a los Estados contratantes
la próxima entrada en vigor. En el Acuerdo sobre los Privilegios e Inmunidades de
la Corte Penal Internacional, 2002 (artículo 35) se establece lo siguiente:

1. El presente Acuerdo entrará en vigor treinta días después de la fecha
en que se deposite en poder del Secretario General el décimo instrumento de ra-
tificación, aceptación, aprobación o adhesión.

De modo análogo, en la Convención de las Naciones Unidas contra la Delin-
cuencia Organizada Transnacional, 2000 (párrafo 1 del artículo 38) se dispone:

Entrada en vigor

1. La presente Convención entrará en vigor el nonagésimo día después
de la fecha en que se haya depositado el cuadragésimo instrumento de ratifica-
ción, aceptación, aprobación o adhesión. A los efectos del presente párrafo, los
instrumentos depositados por una organización regional de integración econó-
mica no se considerarán adicionales a los depositados por los Estados miem-
bros de tal organización61.

d. Cuando los Estados negociadores consideran que es necesario asegurar que se cum-
plan una serie de condiciones previas a la entrada en vigor de un tratado, los tratados
pueden prever condiciones adicionales que se deben cumplir, además del depósito
de un número determinado de instrumentos. Algunos tratados sobre medio ambien-
te o sobre desarme exigen que se incluyan determinadas categorías de Estados entre
el número de partes necesario para la entrada en vigor. Esto garantiza que los Esta-
dos que tienen intereses importantes en la materia, los principales contribuyentes fi-
nancieros o los que son fundamentales para la aplicación del tratado sean partes en
el mismo desde el comienzo. Se trata de un factor que por lo general retrasa la entra-
da en vigor de un tratado. El artículo 25 del Protocolo de Kyoto de la Convención
Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, 1997 establece lo si-
guiente:
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60 Véanse también el Protocolo Anexo al Acuerdo para la Importación de Objetos de Carácter Educativo, Cien-
tífico o Cultural, 1950 (artículo 11); la Convención suplementaria sobre la abolición de la esclavitud, la trata de escla-
vos y las instituciones y prácticas análogas a la esclavitud, 1956 (artículo 13); el Protocolo sobre el Estatuto de los Re-
fugiados, 1967 (artículo VIII); el Acuerdo por el que se establece la Comunidad Internacional de la Pimienta, 1971
(artículo 12); el Convenio sobre el registro de objetos lanzados al espacio ultraterrestre, 1974 (artículo 8); y el Conve-
nio constitutivo del Instituto de Asia y el Pacífico para el desarrollo de la radiodifusión, 1977 (artículo 16).

61 Véanse también el artículo 126 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, 1998 (sesenta días); el
artículo 87 de la Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y
de sus familiares, 1990 (tres meses); el artículo 45 de la Convención de las Naciones Unidas sobre la cesión de créditos
en el comercio internacional, 2001 (seis meses); y el artículo 308 de la Convención de las Naciones Unidas sobre el
Derecho del Mar, 1982 (doce meses).



1. El presente Protocolo entrará en vigor al nonagésimo día contado des-
de la fecha en que hayan depositado sus instrumentos de ratificación, acepta-
ción, aprobación o adhesión no menos de 55 Partes en la Convención, entre las
que se cuenten Partes del anexo I cuyas emisiones totales representen por lo
menos el 55 por ciento del total de las emisiones de dióxido de carbono de las
Partes del anexo I correspondiente a 1990.

2. A los efectos del presente artículo, por “total de las emisiones de dió-
xido de carbono de las Partes del anexo I correspondiente a 1990” se entiende la
cantidad notificada, en la fecha o antes de la fecha de aprobación del Protocolo,
por las Partes incluidas en el anexo I en su primera comunicación nacional pre-
sentada con arreglo al artículo 12 de la Convención.

3. Para cada Estado u organización regional de integración económica
que ratifique, acepte o apruebe el presente Protocolo o se adhiera a él una vez
reunidas las condiciones para la entrada en vigor establecidas en el párrafo 1 su-
pra, el Protocolo entrará en vigor al nonagésimo día contado desde la fecha en
que se haya depositado el respectivo instrumento de ratificación, aceptación,
aprobación o adhesión.

4. A los efectos del presente artículo, el instrumento que deposite una or-
ganización regional de integración económica no contará además de los que ha-
yan depositado los Estados miembros de la organización62.

El Tratado de prohibición completa de los ensayos nucleares, 1996 no puede
entrar en vigor hasta que hayan ratificado el tratado los 44 Estados nombrados en el
anexo 2 del tratado. El anexo 2 incluye a los Estados que participaron oficialmente
en el período de sesiones de 1996 de la Conferencia de Desarme, y que poseen reac-
tores de energía nuclear e investigación nuclear según los datos recopilados por el
Organismo Internacional de Energía Atómica. En el artículo XIV se establece:

Entrada en vigor

1. El presente Tratado entrará en vigor 180 días después de la fecha en
que hayan depositado los instrumentos de ratificación todos los Estados enu-
merados en el anexo 2 al presente Tratado, pero en ningún caso antes de que ha-
yan transcurrido dos años desde el momento en que quede abierto a la firma.

2. Si el presente Tratado no hubiera entrado en vigor tres años después
de la fecha del aniversario de su apertura a la firma, el Depositario convocará
una Conferencia de los Estados que ya hayan depositado sus instrumentos de
ratificación, a petición de la mayoría de esos Estados. Esa Conferencia exami-
nará el grado en que se ha cumplido la exigencia enunciada en el párrafo 1 y es-
tudiará y decidirá por consenso qué medidas compatibles con el derecho inter-
nacional pueden adoptarse para acelerar el proceso de ratificación con objeto de
facilitar la pronta entrada en vigor del presente Tratado.

3. Salvo que la Conferencia a que se refiere el párrafo 2 u otras conferen-
cias de esta índole decidan otra cosa, este proceso se repetirá en ulteriores ani-
versarios de la apertura a la firma del presente Tratado, hasta su entrada en
vigor.

4. Se invitará a todos los Estados Signatarios a que participen en la Con-
ferencia a que se hace referencia en el párrafo 2 y en cualquiera de las conferen-
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62 En el Protocolo de Montreal relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono, 1987 (artículo 16) se exige
que el mínimo de ratificaciones, adhesiones, etcétera, para la entrada en vigor, representen al menos dos tercios de los
Estados responsables del consumo mundial estimado de las sustancias controladas correspondiente a 1986.



cias posteriores en que se hace referencia en el párrafo 3, en calidad de observa-
dores.

5. Para los Estados que depositen sus instrumentos de ratificación o ad-
hesión con posterioridad a la entrada en vigor del presente Tratado, éste entrará
en vigor el trigésimo día después de la fecha de depósito de sus instrumentos de
ratificación o adhesión.

En el párrafo 1 del artículo 10 del Acuerdo europeo sobre las grandes líneas
internacionales de transporte combinado e instalaciones conexas, 1991, se estable-
ce:

1. El presente Acuerdo entrará en vigor noventa días después de la fecha
en la que los gobiernos de ocho Estados hayan depositado un instrumento de ra-
tificación, aceptación, aprobación o adhesión, siempre que una o más líneas de
red internacional vinculen de forma continuada los territorios de al menos cua-
tro de los Estados que hayan depositado tal instrumento.

e. Algunos tratados establecen excepcionalmente, como condición adicional, que los
Estados que hayan expresado su consentimiento en obligarse también acepten con-
cretamente la entrada en vigor. Así, en el artículo 21 del Estatuto del Centro Inter-
nacional de Ingeniería Genética y Biotecnología, 1983, se establece:

1. El presente Estatuto entrará en vigor cuando al menos 24 Estados, in-
cluido el Estado Huésped del Centro, hayan depositado instrumentos de ratifi-
cación o aceptación, y tras haberse asegurado en mutua consulta de que están
garantizados recursos financieros suficientes, cuando notifiquen al Depositario
que el presente Estatuto entrará en vigor.

De modo similar, en el artículo 25 de la Constitución de la Organización de las
Naciones Unidas para el Desarrollo Industrial, 1979, se estipula:

1. La presente Constitución entrará en vigor cuando por lo menos
ochenta Estados que hubieren depositado instrumentos de ratificación, acepta-
ción o aprobación notifiquen al Depositario que, después de consultar entre sí,
han convenido en que la Constitución entre en vigor.

f. Cuando los Estados negociadores consideran importante una determinada represen-
tación geográfica, es posible estipular este elemento. Este enfoque asegura una par-
ticipación geográfica deliberadamente amplia. En el Protocolo de la Convención
de 1979 sobre la contaminación atmosférica transfronteriza a larga distan-
cia, 1984 se exige la ratificación de 19 Estados y organizaciones incluidas en el ám-
bito geográfico del Protocolo (Europa)63. En el artículo 10 del Protocolo se dispone:

Entrada en vigor

1. El presente Protocolo entrará en vigor el nonagésimo día siguiente a
la fecha en la que:

a) Los instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión
hayan sido depositados por al menos 19 Estados y organizaciones de los men-
cionados en el párrafo 1 del artículo 8, incluidos en el ámbito geográfico del
EMEP; y

b) La totalidad de las tasas de evaluación de las Naciones Unidas corres-
pondientes a esos Estados y organizaciones supere el 40 por ciento.
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2. Con respecto a cada uno de los Estados y organizaciones menciona-
dos en el párrafo 1 del artículo 8, que ratifique, acepte o apruebe el presente
Protocolo, o se adhiera al mismo después de cumplidos los requisitos para la
entrada en vigor establecidos en el párrafo 1 supra, el Protocolo entrará en vi-
gor el nonagésimo día posterior a la fecha de depósito por ese Estado u organi-
zación de su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.

En el Convenio Internacional para el Establecimiento de la Universidad Mun-
dial para la Paz, 1982 se establece que el mínimo de diez Estados requerido para la
entrada en vigor debe representar al menos dos continentes. En su artículo 7 se esti-
pula:

El presente Convenio entrará en vigor en la fecha en que diez Estados de
más de un continente lo hayan firmado o se hayan adherido a él. Para los Esta-
dos que firmen el Convenio o se adhieran a él después de su entrada en vigor, la
fecha de entrada en vigor del Convenio será la fecha en que lo firmen o se ad-
hieran a él.

Entrada en vigor en una fecha determinada

a. Algunos tratados establecen excepcionalmente una fecha fija de entrada en vigor.
Este tipo de disposición es bastante inusual, ya que el logro del número necesario de
instrumentos de consentimiento en obligarse en una fecha determinada puede resul-
tar difícil. En el párrafo 1 del artículo III del Acuerdo relativo a la aplicación provi-
sional de los proyectos de convenciones aduaneras internacionales sobre turismo,
sobre vehículos comerciales de carretera y sobre el transporte internacional de
mercaderías por carretera, 1949, se estipula:

El presente Acuerdo entrará en vigor el 1º de enero de 1950.

b. Por lo general, cuando en un tratado se determina una fecha para la entrada en vigor,
también se prevé que se han de cumplir algunas otras condiciones. Por ejemplo, en
el artículo 16 del Protocolo de Montreal relativo a las sustancias que agotan la
capa de ozono, 1987, se establece:

Entrada en vigor

1. El presente Protocolo entrará en vigor el 1º de enero de 1989, siempre
que se hayan depositado al menos once instrumentos de ratificación, acepta-
ción o aprobación del Protocolo o adhesión al mismo por los Estados o las orga-
nizaciones de integración económica regional que representen al menos dos
tercios del consumo mundial estimado de las sustancias controladas correspon-
diente a 1986 y se hayan cumplido las disposiciones del párrafo 1 del artícu-
lo 17 del Convenio. En el caso de que en esa fecha no se hayan cumplido estos
requisitos, el presente Protocolo entrará en vigor el nonagésimo día contado
desde la fecha en que se hayan cumplido dichos requisitos.

2. A los efectos del párrafo 1, los instrumentos depositados por una or-
ganización de integración económica regional no se contarán como adicionales
a los depositados por los Estados miembros de la organización.

3. Después de la entrada en vigor de este Protocolo, todo Estado y orga-
nización de integración económica regional pasará a ser Parte en este Protocolo
el nonagésimo día contado desde la fecha en que se haya depositado su instru-
mento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.

El número de instrumentos requeridos para la entrada en vigor del Protocolo de
Montreal se recibió antes del 1º de enero de 1989. No obstante, como el Protocolo
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no definía el “consumo mundial estimado de las sustancias controladas” el Secreta-
rio General, en su calidad de depositario, sólo notificó la entrada en vigor del Proto-
colo después de haber obtenido la confirmación de que, a la luz de la información
presentada por las Partes, el número de instrumentos depositados superaba la cifra
requerida. La información se confirmó antes del 1º de enero de 1989 y el Protocolo
entró en vigor en esa fecha, según lo previsto en el párrafo 1 del artículo 16.

En el caso del Convenio sobre Ayuda Alimentaria, 1999, la entrada en vigor se
alcanzaría una vez conseguido un determinado umbral de compromisos de ayuda.
En el párrafo a) del Artículo XXIV se establece:

El presente Convenio entrará en vigor el 1º de julio de 1999, si el 30 de ju-
nio de 1999 los Gobiernos cuyos compromisos combinados, según lo enumera-
do en el párrafo e) del Artículo III, sean equivalentes al menos al 75 por ciento
de los compromisos totales de todos los gobiernos enumerados en ese párrafo,
han depositado instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhe-
sión, o declaraciones de aplicación provisional, y siempre que el Convenio so-
bre el Comercio de Cereales, 1995, esté en vigor64.

Las condiciones para la entrada en vigor pueden ser aún más complejas. Así,
los párrafos 1 y 3 del artículo 58 del Convenio Internacional del Cacao, 2001 esta-
blecen:

Entrada en vigor

1. El presente Convenio entrará en vigor definitivamente el 1º de octu-
bre de 2003, o en cualquier fecha posterior, si para esa fecha un número de Go-
biernos que representen como mínimo a cinco países exportadores a los que co-
rresponda por lo menos el 80% de las exportaciones totales de los países
enumerados en el anexo A y un número de Gobiernos que representen a países
importadores a los que corresponda por lo menos el 60% de las importaciones
totales, según se indica en el anexo B, han depositado sus instrumentos de rati-
ficación, aceptación, aprobación o adhesión en poder del depositario. Entrará
también en vigor definitivamente cuando, después de haber entrado en vigor
provisionalmente, se cumplan los requisitos relativos a los porcentajes median-
te el depósito de instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhe-
sión.

[...]

3. Si los requisitos para la entrada en vigor previstos en el párrafo 1 o el
párrafo 2 de este artículo no se han cumplido en el 1º de septiembre de 2002, el
Secretario General de las Naciones Unidas convocará, en la fecha más próxima
posible, una reunión de los gobiernos que hayan depositado sus instrumentos
de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, o que hayan notificado al
depositario que aplicarán provisionalmente el presente Convenio. Esos Gobier-
nos podrán decidir poner en vigor provisional o definitivamente entre ellos el
presente Convenio en su totalidad o en parte, en la fecha que determinen, o
adoptar las disposiciones que estimen necesarias65.

Los acuerdos sobre productos básicos han empleado tradicionalmente disposi-
ciones complejas en materia de entrada en vigor que reflejan la necesidad de un
equilibrio entre los intereses exportadores e importadores (o productores y consu-
midores). Esto garantiza que ambos estén representados en número suficiente, en
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�� Véase también el Protocolo de Montreal relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono, 1987 (artícu-
lo 16), que determina una fecha de entrada en vigor si se cumplen ciertas condiciones.

65 Véase también el Convenio Internacional del Café, 2000 (artículo 45).



particular los intereses principales, pero esto hace difícil que los acuerdos sobre pro-
ductos básicos entren en vigor definitivamente (véase “Entrada en vigor provisional
de un tratado” infra).

(Véase el Summary of Practice, párrafo 236, para el cálculo por el depositario de la
fecha de entrada en vigor inicial de un tratado.)

Entrada en vigor respecto de un Estado después de que el tratado ha entrado en vigor

Cuando un Estado da su consentimiento en obligarse después de que el tratado ha
entrado en vigor, el tratado entrará en vigor respecto de ese Estado en la fecha de depósi-
to del instrumento en el que se expresa el consentimiento, a menos que el tratado esta-
blezca otra cosa (párrafo 3 del artículo 24 de la Convención de Viena, 1969).

Por lo general, los tratados incluyen disposiciones sobre la entrada en vigor respec-
to de un Estado cuando el tratado ya ha entrado en vigor. Usualmente establecen que el
tratado entrará en vigor después de transcurrido un período determinado con posteriori-
dad al depósito. A menudo éste es el mismo período que el de la entrada en vigor original
del tratado después de recibido el número necesario de instrumentos de ratificación,
aceptación, aprobación o adhesión. Por ejemplo, el Convenio Internacional para la re-
presión de la financiación del terrorismo, 1999 establece en el párrafo 2 de su artícu-
lo 26:

2. Respecto de cada uno de los Estados que ratifiquen, acepten o aprue-
ben el Convenio o se adhieran a él después de que sea depositado el vigesimo-
segundo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, el
Convenio entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que dicho
Estado haya depositado su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación
o adhesión.

De modo similar, en el párrafo 2 del artículo 126 del Estatuto de Roma de la Corte
Penal Internacional, 1998, se dispone:

2. Respecto de cada Estado que ratifique, acepte o apruebe el Estatuto
o se adhiera a él después de que sea depositado el sexagésimo instrumento
de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, el Estatuto entrará en vigor
el primer día del mes siguiente al sexagésimo día a partir de la fecha en que
haya depositado su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhe-
sión.

De modo análogo, en el párrafo 2 del artículo 308 de la Convención de las Naciones
Unidas sobre el Derecho del Mar, 1982, se estipula:

2. Respecto de cada Estado que ratifique esta Convención o se adhiera a
ella después de haber depositado el sexagésimo instrumento de ratificación o
adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día siguiente a la fecha en
que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o de adhesión,
con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 1.

(Véase el Summary of Practice, párrafos 244 a 247, para el cálculo de la fecha de entrada
en vigor respecto de un Estado después de que el tratado haya entrado en vigor.)

2. Entrada en vigor provisional de un tratado

Algunos tratados prevén la entrada en vigor provisional. En esos casos, los Estados
que están dispuestos a aplicar las obligaciones derivadas de un tratado pueden hacerlo
entre ellos, sin esperar a que se completen los requisitos necesarios para su entrada en vi-
gor formal. Una vez que el tratado ha entrado en vigor provisionalmente, crea obligacio-
nes para las partes que han acordado ponerlo en vigor de esa manera.
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La entrada en vigor provisional es un mecanismo empleado habitualmente en los
acuerdos sobre productos básicos. Los requisitos para la entrada en vigor de acuerdos so-
bre productos básicos son tan estrictos que inicialmente se suelen poner en vigor de for-
ma provisional, a lo que sigue después la entrada en vigor definitiva66. Este enfoque prác-
tico da una gran oportunidad de que el tratado entre en vigor antes, ya que el período
estipulado para la entrada en vigor definitiva es por lo general demasiado breve. Tam-
bién hace posible que las partes que aplican provisionalmente el tratado tomen parte en
la decisión acerca de la entrada en vigor definitiva o provisional del tratado. Véase, por
ejemplo, lo dispuesto por el artículo 58 del Convenio Internacional del Cacao, 2001:

Entrada en vigor

[...]

2. El presente Convenio entrará provisionalmente en vigor el 1º de enero
de 2002 si para esta fecha un número de Gobiernos que representen como míni-
mo a cinco países exportadores a los que corresponda por lo menos el 80% de
las exportaciones totales de los países enumerados en el anexo A y un número
de Gobiernos que representen a países importadores a los que corresponda por
lo menos el 60% de las importaciones totales, según se indica en el anexo B,
han depositado sus instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o ad-
hesión o han notificado al depositario que aplicarán provisionalmente el pre-
sente Convenio cuando éste entre en vigor. Tales Gobiernos serán miembros
provisionales.

3. Si los requisitos para la entrada en vigor previstos en el párrafo 1 o el
párrafo 2 de este artículo no se han cumplido el 1º de septiembre de 2002, el Se-
cretario General de las Naciones Unidas convocará, en la fecha más próxima
posible, una reunión de los Gobiernos que hayan depositado sus instrumentos
de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, o que hayan notificado al
depositario que aplicarán provisionalmente el presente Convenio. Esos Gobier-
nos podrán decidir poner en vigor provisional o definitivamente entre ellos el
presente Convenio, en su totalidad o en parte, en la fecha que determinen, o
adoptar las disposiciones que estimen necesarias.

4. En relación con un Gobierno en cuyo nombre se deposite un instru-
mento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, o una notificación de
aplicación provisional, después de la entrada en vigor del presente Convenio de
conformidad con el párrafo 1, el párrafo 2 o el párrafo 3 de este artículo, el ins-
trumento de notificación surtirá efecto en la fecha de ese depósito y, respecto de
la notificación de aplicación provisional, de conformidad con lo dispuesto en el
párrafo 1 del artículo 5767.

De conformidad con esta disposición, en una reunión de gobiernos y una organiza-
ción internacional, celebrada en Londres el 4 de junio de 2003, se decidió poner en vigor
el Acuerdo a partir del 1º de octubre de 2003 entre los gobiernos y la organización inter-
nacional que habían depositado instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o
adhesión, o notificaciones de aplicación provisional del Acuerdo.
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66 Véase el proceso de entrada en vigor de los Convenios Internacionales sobre el Caucho Natural, 1979, 1987
y 1994, y los Convenios Internacionales del Café, 1962, 1968, 1976, 1983 y 1994. Obsérvese además que desde 1972
ha habido seis Convenios Internacionales del Cacao, cinco de los cuales no han entrado en vigor definitivamente.

67 Entre otros ejemplos de tratados que tienen disposiciones sobre la entrada en vigor provisional figuran los si-
guientes: el Convenio Internacional del Azúcar, 1992 (artículo 40); el Acuerdo Internacional de las Maderas Tropica-
les, 1994 (artículo 41); el Convenio sobre el Comercio de Cereales, 1995 (1994) (artículo 28); la Convención sobre la
prohibición del empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas antipersonal y sobre su destruc-
ción, 1997 (artículo 18); el Convenio Internacional del Café, 2000 (artículo 45); y el Acuerdo por el que se establece el
mandato del Grupo Internacional de Estudios sobre el Yute, 2001 (artículo 23).



3. Entrada en vigor de anexos, enmiendas y reglamentos

Muchos tratados multilaterales, especialmente los celebrados en los últimos años,
contienen procedimientos de modificación incorporados para los anexos, enmiendas y
reglamentos, que incluyen disposiciones sobre la entrada en vigor68. Por lo general, esas
disposiciones también determinan que los anexos, enmiendas y reglamentos sólo entran
en vigor para las partes que los han aceptado o bien entran en vigor para las partes que no
los han objetado.

a. Cuando las partes requieren contrapesos y salvaguardias claros acerca de la entrada
en vigor de los anexos y enmiendas de los anexos, se incorporan con esta finalidad a
los tratados algunos procedimientos detallados. En el artículo 22 del Convenio de
Rotterdam sobre el procedimiento de consentimiento fundamentado previo aplica-
ble a ciertos plaguicidas y productos químicos peligrosos objeto de comercio inter-
nacional, 1998, se establece:

Aprobación de enmiendas y anexos

1. Los anexos del presente Convenio formarán parte integrante de él, y
salvo que se disponga expresamente otra cosa se entenderá que toda referencia
al presente Convenio se aplica igualmente a cualquiera de sus anexos.

2. Los anexos sólo tratarán de cuestiones de procedimiento, científicas,
técnicas o administrativas.

3. Para la propuesta, aprobación y entrada en vigor de nuevos anexos del
presente Convenio se seguirá el siguiente procedimiento:

a) Los nuevos anexos se propondrán y aprobarán de conformidad con el
procedimiento establecido en los párrafos 1, 2 y 3 del artículo 21;

b) Toda Parte que no pueda aceptar un nuevo anexo lo notificará por es-
crito al Depositario en el plazo de un año a partir de la fecha de comunicación
por el Depositario de la aprobación del nuevo anexo. El Depositario comunica-
rá sin demora a todas las Partes cualquier comunicación recibida. Una Parte po-
drá en cualquier momento retirar una declaración anterior de no aceptación de
un nuevo anexo, y en tal caso los anexos entrarán en vigor para esa Parte según
lo dispuesto en el inciso c) del presente párrafo; y

c) Transcurrido un año desde la fecha de comunicación por el Deposita-
rio de la aprobación de un nuevo anexo, el anexo entrará en vigor para todas las
Partes que no hayan hecho una notificación de conformidad con lo dispuesto en
el inciso b) del presente párrafo.

4. Salvo en el caso del anexo III, la propuesta, aprobación y entrada en
vigor de las enmiendas a los anexos de este Convenio se someterán a los mis-
mos procedimientos que la propuesta, aprobación y entrada en vigor de los ane-
xos adicionales del Convenio.

5. Para enmendar el anexo III se aplicarán los siguientes procedimientos
de propuesta, aprobación y entrada en vigor:

a) Las enmiendas del anexo III se propondrán y aprobarán con arreglo al
procedimiento que se establece en los artículos 5 a 9 y en el párrafo 2 del artícu-
lo 21;
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68 Véase un examen detallado de las disposiciones sobre enmiendas en la sección III, “Enmienda, revisión y mo-
dificación”, infra, página 77.



b) La Conferencia de las Partes adoptará por consenso sus decisiones so-
bre su aprobación;

c) El Depositario comunicará inmediatamente a las Partes toda decisión
de enmendar el anexo III. La enmienda entrará en vigor para todas las Partes en
la fecha que se estipule en la decisión.

6. Cuando un nuevo anexo o una enmienda de un anexo guarden rela-
ción con una enmienda del presente Convenio, el nuevo anexo o enmienda no
entrará en vigor hasta que entre en vigor la enmienda del Convenio69.

De modo análogo, en el Convenio Internacional para la represión de la finan-
ciación del terrorismo, 1999, se incluye una disposición sobre la enmienda del ane-
xo al Convenio. El párrafo 4 del artículo 23 reglamenta la entrada en vigor de las en-
miendas al anexo:

4. La enmienda al anexo, una vez aprobada, entrará en vigor treinta días
después de que se haya depositado el vigesimosegundo instrumento de ratifica-
ción, aceptación o aprobación de esa enmienda para todos los Estados Partes
que hayan depositado ese instrumento. Para cada Estado Parte que ratifique,
acepte o apruebe la enmienda después que se haya depositado el vigesimose-
gundo instrumento, la enmienda entrará en vigor a los treinta días después de
que ese Estado Parte haya depositado su instrumento de ratificación, aceptación
o aprobación.

En los párrafos 4 y 5 del artículo 39 de la Convención de las Naciones Unidas
contra la Delincuencia Organizada Transnacional, 2000, se establece lo siguiente:

Enmienda

[...]

4. Toda enmienda refrendada de conformidad con el párrafo 1 del pre-
sente artículo entrará en vigor respecto de un Estado Parte noventa días después
de la fecha en que éste deposite en poder del Secretario General de las Nacio-
nes Unidas un instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de esa en-
mienda.

5. Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Estados
Parte que hayan expresado su consentimiento al respecto. Los demás Estados
Parte quedarán sujetos a las disposiciones de la presente Convención, así
como a cualquier otra enmienda anterior que hubiesen ratificado, aceptado o
aprobado70.

b. La tendencia general es que los tratados prevean la entrada en vigor de las enmien-
das (o anexos) sólo para las partes que las han aceptado. Esto refleja la renuencia ge-
neral de los Estados a quedar obligados por enmiendas que no han aceptado. Sin em-
bargo, este enfoque a menudo crea problemas importantes de interpretación y
aplicación porque puede dar lugar a situaciones en las que los Estados pueden ser
partes en diferentes regímenes en virtud de un único tratado.

La Enmienda al párrafo 2 del artículo 43 de la Convención de 1989 sobre los
Derechos del Niño, 1995, al aumentar la composición del Comité de los Derechos
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69 Véase también el Convenio de Estocolmo sobre contaminantes orgánicos persistentes, 2001 (artículo 22).
70 Véanse también el Convenio constitutivo del Instituto de Asia y el Pacífico para el fomento de la radiodifu-

sión, 1977 (artículo 13) y el Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de los desechos
peligrosos y su eliminación, 1989 (artículo 17).



del Niño de diez a dieciocho expertos, entró en vigor cuando fue aceptada por una
mayoría de dos tercios de los Estados partes, el 18 de noviembre de 2002, de confor-
midad con el párrafo 2 del artículo 50 de la Convención. Con arreglo al párrafo 3 del
artículo 50, las enmiendas sólo vinculan a los Estados partes que han notificado su
aceptación. Esto hubiera creado una situación imposible en la que el Comité habría
estado integrado por diez miembros para algunos Estados partes y por dieciocho
miembros para otros. Los Estados partes en la Convención adoptaron en este caso
un enfoque práctico y se consideró que la enmienda era vinculante para todas las
partes. Cuando se negocian las disposiciones relativas a una enmienda es importante
prever este tipo de problemas y redactar las disposiciones en consecuencia.

En términos ideales, por razones de claridad y simplicidad, las disposiciones re-
lativas a la entrada en vigor de enmiendas (o anexos) deberían incluir la entrada en
vigor automática para todas las partes (por ejemplo, la enmienda será obligatoria
para todas las partes después de que un número determinado de partes, en la fecha en
que la enmienda fue aprobada, hayan expresado su consentimiento en obligarse por
la enmienda) o bien la entrada en vigor para todas las partes sobre la base de la no
objeción de ninguna de ellas (por ejemplo, la enmienda entra en vigor para todas las
partes después de la distribución de la enmienda propuesta a todas las partes y si
dentro de un número determinado de meses ninguna de las partes la han objetado).

El primer tipo de enfoque se adoptó en el Tratado de prohibición completa de
los ensayos nucleares, 1996 (párrafo 6 del artículo VII):

6. Las enmiendas entrarán en vigor para todos los Estados Partes 30 días
después del depósito de los instrumentos de ratificación o de aceptación por to-
dos los Estados Partes que hayan emitido un voto positivo en la Conferencia de
Enmienda.

En el párrafo 3 del artículo XV de la Convención sobre la prohibición del desa-
rrollo, la producción, el almacenamiento y el empleo de armas químicas y sobre su
destrucción, 1992, se establece:

3. Las enmiendas entrarán en vigor para todos los Estados Partes 30 días
después del depósito de los instrumentos de ratificación o de aceptación por to-
dos los Estados Partes indicados en el apartado b) del presente párrafo:

a) Cuando sean adoptadas por la Conferencia de Enmienda por voto
afirmativo de la mayoría de todos los Estados Partes sin que ningún Estado Par-
te haya votado en contra; y

b) Cuando hayan sido ratificadas o aceptadas por todos los Estados Par-
tes que hayan votado afirmativamente en la Conferencia de Enmienda.

El segundo tipo se refleja en el Acuerdo relativo a la adopción de condiciones
uniformes de homologación y al reconocimiento recíproco de la homologación de
equipos y repuestos para vehículos automotores, 1958. En relación con la enmienda
del reglamento, el artículo 12 establece:

Artículo 12

El Reglamento anexo al presente Acuerdo se podrá enmendar de confor-
midad con el siguiente procedimiento:

1. Toda Parte Contratante que aplique un Reglamento podrá proponer
una o más enmiendas al mismo. El texto de toda enmienda propuesta al Regla-
mento se transmitirá al Secretario General de las Naciones Unidas, quien la co-
municará a las demás Partes Contratantes. La enmienda se considerará acepta-
da a menos que en un período de tres meses siguiente a esta notificación una
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Parte Contratante que aplique el Reglamento haya expresado una objeción, en
cuyo caso se considerará que ha sido rechazada. Si la enmienda se considera
aceptada entrará en vigor al término de otro período de dos meses.

2. Si un país pasa a ser Parte Contratante entre el momento de la comuni-
cación por el Secretario General de la enmienda propuesta y su entrada en
vigor, el Reglamento en cuestión no entrará en vigor respecto de esa Parte Con-
tratante hasta transcurridos dos meses desde que ésta haya aceptado
oficialmente la enmienda o dos meses después del transcurso de un período de
tres meses desde la comunicación por el Secretario General a esa Parte de la en-
mienda propuesta.

En el párrafo 2 del artículo 30 del Convenio sobre Sustancias Sicotrópi-
cas, 1971 se dispone:

2. Cuando una propuesta de enmienda transmitida con arreglo a lo dis-
puesto en el apartado b) del párrafo 1 no haya sido rechazada por ninguna de las
Partes dentro de los dieciocho meses después de haber sido transmitida, entrará
automáticamente en vigor. No obstante, si cualquiera de las Partes rechaza una
propuesta de enmienda, el Consejo podrá decidir, teniendo en cuenta las obser-
vaciones recibidas de las Partes, si ha de convocarse una conferencia para con-
siderar tal enmienda.

En el párrafo 3 del artículo 22 del Convenio de Estocolmo sobre contaminantes
orgánicos persistentes, 2001, se establece:

Aprobación y enmienda de los anexos

[...]

3. El procedimiento que figura a continuación se aplicará respecto de la
propuesta, la aprobación y la entrada en vigor de anexos adicionales del presen-
te Convenio:

a) Los anexos adicionales se propondrán y aprobarán de conformidad
con el procedimiento que se establece en los párrafos 1, 2 y 3 del artículo 21;

b) Las Partes que no puedan aceptar un anexo adicional lo notificarán
por escrito al Depositario dentro del plazo de un año contado a partir de la fecha
en que el Depositario haya comunicado la aprobación del anexo adicional.
El Depositario comunicará sin demora a todas las Partes cualquier notificación
de ese tipo que haya recibido. Una Parte podrá en cualquier momento retirar
una notificación de no aceptación que haya hecho anteriormente respecto de
cualquier anexo adicional y, en tal caso, el anexo entrará en vigor respecto de
esa Parte con arreglo al apartado c); y

c) Al cumplirse el plazo de un año contado a partir de la fecha en que el
Depositario haya comunicado la aprobación de un anexo adicional, el anexo
entrará en vigor para todas las Partes que no hayan hecho una notificación de
conformidad con las disposiciones del apartado b).

Debido a la necesidad de que las estructuras organizativas sean aplicables a to-
das las partes, los tratados que establecen organizaciones internacionales incluyen
procedimientos de reforma que vinculan automáticamente a todos los miembros. En
consecuencia, una vez que una reforma ha sido aprobada por un porcentaje determi-
nado de miembros, la reforma es vinculante para todos, incluidos los que no votaron
en favor de la misma o no la ratificaron. En el Artículo 108 de la Carta de las Nacio-
nes Unidas se dispone:

57

CELEBRACIÓN DE TRATADOS



Las reformas a la presente Carta entrarán en vigor para todos los Miembros de
las Naciones Unidas cuando hayan sido adoptadas por el voto de las dos terceras
partes de los miembros de la Asamblea General y ratificadas, de conformidad con
sus respectivos procedimientos constitucionales, por las dos terceras partes de los
Miembros de las Naciones Unidas, incluyendo a todos los miembros permanentes
del Consejo de Seguridad71.

c. Excepcionalmente, la propia reforma puede incluir la disposición sobre la entrada en
vigor, por lo general para hacer más rápida la propia entrada en vigor. En el artícu-
lo 3 de la Enmienda del Protocolo de Montreal de 1987 relativo a las sustancias que
agotan la capa de ozono, 1999, se expresa lo siguiente:

1. La presente Enmienda entrará en vigor el 1º de enero de 2001, siem-
pre que se hayan depositado al menos 20 instrumentos de ratificación, acepta-
ción o aprobación de la Enmienda por Estados u organizaciones de integración
económica regional que sean Partes en el Protocolo de Montreal relativo a las
sustancias que agotan la capa de ozono. En el caso de que en esa fecha no se
haya cumplido esta condición, la Enmienda entrará en vigor el nonagésimo día
contado desde la fecha en que se la haya cumplido72.

Esta situación particular es excepcional. Preocupados por el hecho de que el
agujero de la capa de ozono había alcanzado proporciones sin precedentes, los Esta-
dos interesados deseaban establecer un procedimiento menos oneroso mediante el
cual las medidas de control se pudieran extender rápidamente a nuevas zonas que
agotaban la capa de ozono. Deseaban que la enmienda entrara en vigor rápidamente
y con arreglo a ello redactaron la disposición sobre su entrada en vigor.

Determinación de la fecha en que la enmienda o el anexo entran en vigor

La determinación de la fecha de entrada en vigor de las enmiendas y anexos
ha originado en el pasado dificultades para el Secretario General en su calidad de
depositario.

a. Algunos tratados establecen la entrada en vigor cuando una proporción determinada
(por ejemplo tres cuartos o dos tercios) de todas las partes han depositado sus instru-
mentos en los que expresan su consentimiento en obligarse (por ejemplo, la acepta-
ción). A menudo, esos tratados no especifican si el número de aceptaciones se calcu-
la sobre la base del número de partes en el momento de la aprobación de la enmienda
o en el momento de su aceptación. Este tipo de cláusula crea confusión para los
Estados.

En el párrafo 2 del artículo 29 de la Convención contra la Tortura y otros Tra-
tos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, 1984, se establece:

2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del presen-
te artículo entrará en vigor cuando dos tercios de los Estados Partes en la pre-
sente Convención hayan notificado al Secretario General de las Naciones Uni-
das que la han aceptado de conformidad con sus respectivos procedimientos
constitucionales.
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71 Véanse también la Constitución de la Organización Internacional del Trabajo, 1946 (artículo 36); la Constitu-
ción de la Organización Mundial de la Salud, 1946 (artículo 73); el Convenio que establece la Organización Mundial
de la Propiedad Intelectual, 1967 (artículo 17); y el Estatuto del Organismo Internacional de Energía Atómica, 1956
(artículo 18).

72 Véanse también las Enmiendas al Protocolo de Montreal de 1987 relativo a las sustancias que agotan la capa
de ozono, de 29 de junio de 1990 (artículo 2); de 25 de noviembre de 1992 (artículo 3); y de 17 de septiembre de 1997
(artículo 3).



De modo análogo, en la Convención sobre los Derechos del Niño, 1989, que
contiene otras disposiciones complejas por las que se requiere la aprobación de la
Asamblea General y también de una mayoría de dos tercios de los Estados partes
para la entrada en vigor de las enmiendas, no se especifica cuándo se ha de calcu-
lar la proporción de dos tercios. Concretamente, en el párrafo 2 del artículo 50 se
dispone:

2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del presen-
te artículo entrará en vigor cuando haya sido aprobada por la Asamblea General
de las Naciones Unidas y aceptada por una mayoría de dos tercios de los Esta-
dos Partes.

Véase también el párrafo 1 del artículo 14 de las Enmiendas al Acuerdo consti-
tutivo del Instituto de Asia y el Pacífico para el fomento de la radiodifusión, 1999:

1. [...] Con sujeción al párrafo 2 del presente artículo, las enmiendas en-
trarán en vigor para todas las Partes Contratantes tres meses después de su acep-
tación por una mayoría de dos tercios de las Partes Contratantes.

Un texto similar aparece en la Convención sobre la protección y utilización de
cursos de agua transfronterizos y lagos internacionales, 1992 (párrafo 4 del artícu-
lo 21):

4. Toda enmienda a la presente Convención deberá ser adoptada por
consenso de los representantes de las Partes en la Convención presentes en una
reunión de las Partes y entrará en vigor para las Partes en la Convención que la
hayan aceptado el nonagésimo día posterior a la fecha en la que dos tercios de
esas Partes hayan depositado en poder del Depositario sus instrumentos de
aceptación de la enmienda. La enmienda entrará en vigor para toda otra Parte el
nonagésimo día posterior a la fecha en la que esa Parte deposite su instrumento
de aceptación de la enmienda73.

De modo análogo, y utilizando una proporción de siete octavos, en el Estatuto
de Roma de la Corte Penal Internacional, 1998 (párrafo 4 del artículo 121) se esta-
blece:

4. Salvo lo dispuesto en el párrafo 5, toda enmienda entrará en vigor res-
pecto de los Estados Partes un año después de que los siete octavos de éstos ha-
yan depositado en poder del Secretario General de las Naciones Unidas sus ins-
trumentos de ratificación o de adhesión.

Las disposiciones sobre la entrada en vigor deben determinar la base sobre la
que se han de calcular los porcentajes establecidos, a fin de evitar confusiones en re-
lación con la fecha de entrada en vigor. Cuando un tratado no dice nada sobre este
asunto, la práctica del Secretario General en su calidad de depositario consiste en
calcular el número de aceptaciones sobre la base del número de partes en el tratado
en la fecha de la aceptación. Esta práctica se denomina enfoque del “objetivo móvil”
o del “momento actual”.

(Véase también el Manual de tratados, sección 4.4.3.)

b. Un enfoque más práctico se utiliza en algunos tratados que emplean una fórmula
que incluye un número constante de votos necesario para todas las enmiendas o bien
una proporción, estableciéndose claramente la fecha de cálculo de la proporción.
Este es el enfoque que se prefiere. En el párrafo 5 del artículo 36 del Acuerdo sobre
los Privilegios e Inmunidades de la Corte Penal Internacional, 2002, se establece lo
siguiente:
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73 Un texto casi idéntico figura en el Protocolo relativo al agua y la salud de la Convención de 1992 sobre la pro-
tección y la utilización de cursos de agua transfronterizos y lagos internacionales, 1999 (artículo 18).



5. Una enmienda entrará en vigor para los Estados Partes que la hayan
ratificado o aceptado sesenta días después del depósito de los instrumentos de
ratificación o aceptación en poder del Secretario General por los dos tercios de
los Estados que eran Partes en la fecha en que se aprobó la enmienda.

En el párrafo 1 del artículo 3 de la Enmienda al Protocolo de Montreal de 1987
relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono, 1999 se dispone:

1. La presente Enmienda entrará en vigor el 1º de enero de 2001, siem-
pre que se hayan depositado al menos veinte instrumentos de ratificación, acep-
tación o aprobación de la Enmienda por Estados u organizaciones de integra-
ción económica regional que sean Partes en el Protocolo de Montreal relativo a
las sustancias que agotan la capa de ozono. En el caso de que en esa fecha no se
haya cumplido esta condición la Enmienda entrará en vigor el nonagésimo día
contado desde la fecha en que se la haya cumplido.

� �������� 	 �
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De conformidad con el Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, los Esta-
dos Miembros de las Naciones Unidas están obligados jurídicamente a registrar en la Se-
cretaría los tratados y acuerdos internacionales concertados después de la entrada en vi-
gor de la Carta, y la Secretaría debe publicar los tratados y acuerdos internacionales
registrados74. El Artículo 102 de la Carta dispone lo siguiente:

1. Todo tratado y todo acuerdo internacional concertados por cuales-
quiera Miembros de las Naciones Unidas después de entrar en vigor esta Carta,
serán registrados en la Secretaría y publicados por ésta a la mayor brevedad po-
sible.

2. Ninguna de las partes en un tratado o acuerdo internacional que no
haya sido registrado conforme a las disposiciones del párrafo 1 de este Artículo,
podrá invocar dicho tratado o acuerdo ante órgano alguno de las Naciones Uni-
das.

La finalidad del Artículo 102 es asegurar que todos los tratados y acuerdos interna-
cionales sean del dominio público, contribuyendo así a eliminar la diplomacia secreta.
Esta disposición, cuyos antecedentes se remontan al artículo 18 del Pacto de la Sociedad
de Naciones, estuvo destinada a eliminar la diplomacia secreta, factor que se consideraba
una de las causas principales de la inestabilidad internacional. Un tratado o un acuerdo
internacional no se puede invocar ante la Corte Internacional de Justicia ni ante ningún
otro órgano de las Naciones Unidas si no está registrado75.

Las disposiciones sobre el registro se encuentran más a menudo en los tratados más
antiguos que en los redactados recientemente. En el artículo VI del Protocolo modifican-
do el Convenio para la Represión de la Trata de Mujeres y Niños de 1921 y el Convenio
para la Represión de Mujeres Mayores de Edad de 1933, 1947, se establece:

De acuerdo con el párrafo 1 del Artículo 102 de la Carta de las Naciones
Unidas y el reglamento adoptado por la Asamblea General para la aplicación de
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�� Véanse los Reglamentos de la Asamblea General que ponen en práctica el artículo 102 (Compilación de Trata-
dos, volumen 859/860, página VIII) y la resolución 97 (I) de la Asamblea General de 14 de diciembre de 1946, modifi-
cada por las resoluciones 364 B (IV) de 1º de diciembre de 1949; 482 (V) de 12 de diciembre de 1950; 33/141 de 19 de
diciembre de 1978; y 52/153 de 15 de diciembre de 1997.

75 Cabe observar que la Corte Internacional de Justicia, en el caso Qatar contra Bahrein, tuvo en cuenta los térmi-
nos del doble Canje de Notas de 1987 entre Qatar y Arabia Saudita y entre Bahrein y Arabia Saudita, un tratado que no
estaba registrado. En el mismo caso, la Corte Internacional de Justicia aceptó como tratado las actas de una reunión ce-
lebrada en diciembre de 1990, que habían sido registradas por una de las partes menos de dos semanas antes de la solici-
tud ante la Corte. La Corte se basó en el Canje de Notas y las actas para resolver sobre la cuestión de su propia jurisdic-
ción en la controversia (Qatar contra Bahrein, 1994 I.C.J. 112).



ese texto, se autoriza al Secretario General de las Naciones Unidas a registrar el
presente Protocolo y las enmiendas hechas en cada Convenio por este Protoco-
lo, en las fechas respectivas de su entrada en vigor, y a publicar el Protocolo y
los Convenios modificados tan pronto como sea posible después de su regis-
tro76.

De modo similar, en el artículo XIX de la Convención para la Prevención y la San-
ción del Delito de Genocidio, 1948, se establece expresamente:

La presente Convención será registrada por el Secretario General de las
Naciones Unidas en la fecha de su entrada en vigor.

Además, en el artículo XVIII del Acuerdo para la Importación de Objetos de Ca-
rácter Educativo, Científico y Cultural, 1950, se estipula:

1. De conformidad con el Artículo 102 de la Carta de las Naciones Uni-
das, el presente Acuerdo será registrado por el Secretario General de las Nacio-
nes Unidas en la fecha de su entrada en vigor.

De igual modo, en el artículo 21 de la Convención para reducir los casos de apatri-
dia, 1961, se establece:

La presente Convención será registrada por el Secretario General de las
Naciones Unidas en la fecha de su entrada en vigor.

Dada la existencia del Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas y el hecho
de que las Naciones Unidas registran de oficio los tratados multilaterales que designan al
Secretario General como depositario, la inclusión de una disposición sobre el registro en
un tratado multilateral que se depositará en poder del Secretario General resulta innece-
saria (véanse el apartado g) del párrafo 1 del artículo 77 y el artículo 80 de la Convención
de Viena, 1969).

(En las secciones 5 y 6 del Manual de tratados puede consultarse una amplia informa-
ción sobre cuestiones de fondo y procesales relativas al registro o archivo e inscripción
de los tratados.)

�� ������ �
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La mayor parte de los tratados multilaterales se celebran en más de un idioma. En
consecuencia, en los tratados a menudo se indica cuáles son los idiomas de los textos au-
ténticos.

Los tratados concertados bajo los auspicios de las Naciones Unidas por lo general
establecen en sus cláusulas finales que los textos son auténticos en todos los idiomas ofi-
ciales de las Naciones Unidas77. Actualmente, los idiomas oficiales son el árabe, el chino,
el español, el francés, el inglés y el ruso. Ésta es la práctica actual. Véase el artículo 38
del Convenio Marco de la OMS para el Control del Tabaco, 2003, que establece lo si-
guiente:

Textos auténticos

El original del presente Convenio, cuyos textos en árabe, chino, español,
francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del Se-
cretario General de las Naciones Unidas.
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76 Véanse también el Protocolo que modifica el Convenio internacional de 1904 para la represión de la trata de
blancas, 1904, y el Convenio internacional de 1910 para la represión de la trata de blancas, 1949 (artículo 7); y el Pro-
tocolo para modificar la Convención de 1926 sobre la esclavitud, 1953 (artículo 4).

77 La Convención sobre Prerrogativas e Inmunidades de las Naciones Unidas, 1946, reflejando la situación de
los primeros años de la Organización, es auténtica en francés e inglés únicamente.



En el caso de los tratados aprobados por las comisiones regionales de las Naciones
Unidas, los textos auténticos son por lo general los de los idiomas oficiales de las comi-
siones de que se trate78. Teniendo en cuenta la evolución reciente de la práctica de los de-
positarios y de conformidad con lo establecido en el documento S/SGB/2001/7, el Secre-
tario General, en su calidad de depositario, insiste categóricamente en que debe hacerse
todo lo posible para conseguir que los textos de los tratados que se depositan en poder del
Secretario General se celebren únicamente en los idiomas oficiales de la Organización.
Todo apartamiento de esta práctica podría establecer un precedente imposible de gestio-
nar en una Organización que tiene 191 Miembros.

Es raro que los tratados no incluyan disposiciones sobre los textos auténticos79. Es
conveniente que los tratados incluyan este tipo de disposiciones.
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78 Como excepción a esta regla general, el Secretario General aceptó el empleo del alemán también como idioma
auténtico en el caso del Convenio europeo del transporte de mercancías peligrosas por vías de navegación inte-
rior, 2000. No obstante, el Secretario General declaró que este caso no sentaría un precedente. El Secretario General
podría negarse a aceptar en depósito un tratado si éste se hubiera concertado en idiomas distintos de los oficiales.

79 Véase el Convenio para la represión de la trata de personas y de la explotación de la prostitución ajena, 1950.



II. APLICACIÓN DE LOS TRATADOS

A. LIMITACIONES TERRITORIALES EN LA APLICACIÓN
DE LOS TRATADOS

El principio básico es que un tratado será vinculante para un Estado con respecto a
la totalidad de su territorio. Este principio se expresa en el artículo 29 de la Convención
de Viena, 1969:

Ámbito territorial de los tratados

Un tratado será obligatorio para cada una de las partes por lo que respecta
a la totalidad de su territorio, salvo que una intención diferente se desprenda de
él o conste de otro modo.

En algunas situaciones este principio básico resulta de difícil aplicación. Algunas
partes del territorio de un Estado pueden, de conformidad con su derecho interno, estar
sujetas a un régimen jurídico distinto. Esto puede suceder en el caso de un territorio me-
tropolitano en comparación con los territorios no metropolitanos, colonias, territorios de
ultramar o dependencias. Cuando existen estos territorios no metropolitanos, puede ser
difícil aplicarles la disposición de un tratado de la misma forma que se aplica en el terri-
torio metropolitano. Puede haber situaciones en las que sean necesarias amplias consul-
tas con esos territorios no metropolitanos debido a la existencia de un régimen jurídico
casi independiente en los mismos. Lo mismo se aplica en los casos de territorios no autó-
nomos o no independientes cuyas relaciones exteriores están sujetas a la responsabilidad
internacional de determinados Estados.

Muchos antiguos territorios son ahora independientes, lo que hace que los casos
de aplicación de tratados a territorios no metropolitanos sean más escasos y menos com-
plejos. No obstante, algunas antiguas potencias coloniales continúan manteniendo colo-
nias.

1. Disposiciones sobre la extensión facultativa de la aplicación territorial

Las disposiciones sobre la extensión facultativa de la aplicación territorial consti-
tuían una práctica corriente en los tratados multilaterales anteriores al período moderno
de descolonización. En el artículo XII de la Convención para la Prevención y la Sanción
del Delito de Genocidio, 1948, se establece:

Toda Parte contratante podrá, en todo momento, por notificación dirigida
al Secretario General de las Naciones Unidas, extender la aplicación de la pre-
sente Convención a todos los territorios o a uno cualquiera de los territorios de
cuyas relaciones exteriores sea responsable80.

En el artículo 40 de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, 1951, se dis-
pone:
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80 Véanse también la Convención relativa la Organización Consultiva Marítima Intergubernamental, 1948 (ar-
tículo 58); el Acuerdo relativo a la aplicación provisional de los proyectos de convenciones aduaneras internacionales
sobre turismo, sobre vehículos comerciales de carretera y sobre el transporte internacional de mercaderías por carre-
tera, 1949 (artículo II); el Acuerdo sobre la Importación de Objetos de Carácter Educativo, Científico y Cultural, 1950
(artículo XIII); y el Protocolo de la Convención sobre el contrato de transporte internacional de pasajeros y equipaje
por carretera, 1978 (artículo 7).



1. Todo Estado podrá, en el momento de la firma, de la ratificación o de
la adhesión, declarar que esta Convención se hará extensiva a la totalidad o a
parte de los territorios de cuyas relaciones internacionales sea responsable. Tal
declaración surtirá efecto a partir del momento en que la Convención entre en
vigor para el Estado interesado.

2. En cualquier momento ulterior, tal extensión se hará por notificación
dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas y surtirá efecto a los no-
venta días contados a partir de la fecha en la cual el Secretario General de las
Naciones Unidas haya recibido la notificación o en la fecha de entrada en vigor
de la Convención para tal Estado, si esta última fecha fuere posterior.

3. Con respecto a los territorios a los que no se haya hecho extensiva
la presente Convención en el momento de la firma, de la ratificación o de la ad-
hesión, cada Estado interesado examinará la posibilidad de adoptar, a la ma-
yor brevedad posible, las medidas necesarias para hacer extensiva la aplica-
ción de esta Convención a tales territorios, a reserva del consentimiento de
los gobiernos de tales territorios, cuando sea necesario por razones constitucio-
nales81.

Por otra parte, en el párrafo 1 del artículo 48 del Convenio Internacional del
Café, 2000, se estipula:

Cualquier Gobierno podrá declarar, al firmar o depositar un instrumento
de ratificación, aceptación, aprobación, aplicación provisional o adhesión, o en
cualquier fecha posterior, mediante notificación al Secretario General de las
Naciones Unidas, que este Convenio se extiende a cualesquiera de los territo-
rios cuyas relaciones internacionales tenga a su cargo, en cuyo caso este Conve-
nio se hará extensivo a dichos territorios a partir de la fecha de cada notifica-
ción.

2. Disposiciones sobre la exclusión facultativa de la aplicación territorial

Cuando se consideró que era más conveniente excluir a los territorios de la aplica-
ción de un tratado, se adoptaron las disposiciones pertinentes, especialmente en los trata-
dos anteriores a 1960, para la exclusión facultativa de todos o algunos de los territorios
de un Estado, respecto de la aplicación del tratado. En el artículo 12 de la Convención so-
bre la Obtención de Alimentos en el Extranjero, 1956, se establece:

Aplicación territorial

Las disposiciones de la presente Convención se aplicarán igualmente a to-
dos los territorios no autónomos o en fideicomiso y a todos los demás territorios
de cuyas relaciones internacionales sea responsable una Parte Contratante, a
menos que dicha Parte Contratante, al ratificar la Convención o adherirse a ella,
haya declarado que no se aplicará a determinado territorio o territorios que es-
tán en esas condiciones. Toda Parte Contratante que haya hecho esa declara-
ción podrá en cualquier momento posterior extender la aplicación de la Con-
vención al territorio o territorios así excluidos o a cualquiera de ellos, mediante
notificación al Secretario General82.
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81 Véase también la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas, 1954 (artículo 36).
82 Véanse también la Carta de La Habana para una Organización Internacional de Comercio, 1948 (artícu-

lo 104); el Acuerdo para facilitar la circulación internacional de material visual y auditivo de carácter educativo,
científico y cultural, 1949 (artículo XIV); y la Convención sobre la Declaración de Fallecimiento de Personas Desa-
parecidas, 1950 (artículo 13).



3. Disposiciones que exigen el ejercicio de la aplicación territorial a todos
los territorios

De conformidad con el artículo 29 de la Convención de Viena, 1969, un Estado es
parte en un tratado en nombre de todos sus territorios. Algunos tratados establecen con-
cretamente su aplicación a todos los territorios. Véase el artículo IX de la Convención so-
bre el Derecho Internacional de Rectificación, 1953:

Las estipulaciones de la presente Convención se extenderán o serán apli-
cables igualmente al territorio metropolitano de cada Estado Contratante y a to-
dos los territorios, ya sean no autónomos, en fideicomiso o coloniales, que es-
tén administrados o gobernados por tal Estado83.

Dado lo establecido en el artículo 29 de la Convención de Viena, 1969, que codificó
el derecho internacional consuetudinario, una disposición de este tipo sería superflua.

4. Disposiciones sobre la aplicación territorial cuando el consentimiento
de un territorio no metropolitano puede ser exigido por la legislación
interna

Cuando el consentimiento previo de los territorios no metropolitanos puede ser exi-
gido por la legislación interna de un posible Estado parte, el tratado puede redactarse
para tener en cuenta esa necesidad. En el artículo 27 del Convenio sobre Sustancias Sico-
trópicas, 1971, se estipula:

El presente Convenio se aplicará a todos los territorios no metropolitanos
cuya representación internacional ejerza una de las Partes, salvo cuando se re-
quiera el consentimiento previo de tal territorio en virtud de la Constitución de
la Parte o del territorio interesado, o de la costumbre. En ese caso, la Parte trata-
rá de obtener lo antes posible el necesario consentimiento del territorio y, una
vez obtenido, lo notificará al Secretario General. El presente Convenio se apli-
cará al territorio o territorios mencionados en dicha notificación, a partir de la
fecha en que la reciba el Secretario General. En los casos en que no se requiera
el consentimiento previo del territorio no metropolitano, la Parte interesada de-
clarará, en el momento de la firma, de la ratificación o de la adhesión, a qué te-
rritorio o territorios no metropolitanos se aplica el presente Convenio84.

5. Ausencia de disposiciones sobre la aplicación territorial

La mayor parte de los tratados no contienen cláusulas específicas sobre la aplica-
ción territorial. En principio, la ausencia de una cláusula territorial obliga al Estado a
aplicar el tratado a la totalidad de su territorio (véase el artículo 29 de la Convención de
Viena, 1969).

Algunos Estados, en ciertas circunstancias limitadas, pueden no desear aplicar un
tratado a la totalidad de su territorio. Tales Estados especifican a cuáles de sus territorios
de ultramar se aplicará el tratado. Al hacerse parte en un tratado, tal Estado incluye en su
instrumento una declaración en el sentido de que el tratado (o algunas de sus disposicio-
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83 Véanse también Articles of Agreement of the International Monetary Fund, 1945 (artículo XXXI, sec-
ción 2, g)); Articles of Agreement of the International Bank for Reconstruction and Development, 1945 (artículo XI,
sección 2, g)); y el Convenio para la represión de la trata de personas y de la explotación de la prostitución ajena, 1950
(artículo 23).

84 Véanse también el Protocolo para limitar y reglamentar el cultivo de adormidera y la producción, el comercio
internacional, el comercio al por mayor y el uso del opio, 1953 (artículo 20); la Convención suplementaria sobre la
abolición de la esclavitud, la trata de esclavos y las instituciones y prácticas análogas a la esclavitud, 1956 (artícu-
lo 12); y la Convención Única sobre Estupefacientes, 1961 (artículo 42).



nes) se aplica únicamente al territorio metropolitano o bien que se extiende también a de-
terminados territorios.

Excepcionalmente, un Estado que ejerce la responsabilidad de las relaciones exte-
riores de uno de sus territorios puede declarar que un tratado no se aplica a ese territorio.

Práctica del Reino Unido, los Países Bajos, Nueva Zelandia y Dinamarca

Reino Unido85. Al expresar su consentimiento en obligarse, el Reino Uni-
do puede declarar por escrito al depositario a cuáles de esos territorios se exten-
derá el tratado, si se extiende a alguno de ellos. Si el instrumento que expresa el
consentimiento en obligarse hace referencia únicamente al Reino Unido de
Gran Bretaña e Irlanda del Norte, se aplica sólo al territorio metropolitano.

Países Bajos. Los Países Bajos suelen formular declaraciones relativas a
la aplicación territorial y no a la exclusión territorial. Concretamente, los Países
Bajos a menudo declaran en el instrumento por el que expresan su consenti-
miento en obligarse que tal declaración es “para el Reino en Europa, las Anti-
llas Neerlandesas y Aruba”. Véase la ratificación por los Países Bajos, de fecha
22 de mayo de 2002, del Protocolo Facultativo de la Convención de 1979 so-
bre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer,
1999, y su aceptación, de fecha 7 de febrero de 2002, de la Convención sobre la
Seguridad del Personal de las Naciones Unidas y el Personal Asociado, 1994.
Los Países Bajos aceptaron la Convención sobre los Derechos del Niño, 1989,
para el Reino en Europa el 6 de febrero de 1995, y posteriormente extendieron
la aplicación territorial a las Antillas Neerlandesas el 17 de diciembre de 1997 y
a Aruba el 18 de diciembre de 200086.

Nueva Zelandia. Nueva Zelandia formula declaraciones de aplicación te-
rritorial y de exclusión territorial caso por caso. Por ejemplo, Nueva Zelandia,
mediante comunicación dirigida al Secretario General, de fecha 10 de abril de
2002, declaró que “de conformidad con el derecho internacional, Nueva Zelan-
dia considera que todas las disposiciones relativas a tratados se extienden a To-
kelau como territorio no autónomo de Nueva Zelandia, a menos que una dispo-
sición en contrario se incluya en el instrumento del tratado pertinente”. Cuando
Nueva Zelandia ratificó el Protocolo contra el tráfico ilícito de migrantes por
tierra, mar y aire, que complementa la Convención de las Naciones Unidas
contra la Delincuencia Organizada Transnacional, 2000, declaró que la ratifi-
cación no se extendería a Tokelau.

Dinamarca. Cuando expresa su consentimiento en obligarse, Dinamarca
suele incluir la totalidad del Reino de Dinamarca. En una comunicación recibi-
da el 22 de julio de 2003, el Gobierno de Dinamarca informó al Secretario Ge-
neral “[...] las ratificaciones de Dinamarca incluyen normalmente la totalidad
del Reino de Dinamarca, con inclusión de las Islas Faroe y de Groenlandia”. En
algunas circunstancias el Gobierno de Dinamarca formuló exclusiones territo-
riales. Por ejemplo, cuando el Gobierno de Dinamarca ratificó el Estatuto de
Roma de la Corte Penal Internacional, 1998, el 21 de junio de 2001, declaró
que “hasta nuevo aviso, el Estatuto no se aplicará a las Islas Faroe ni a Groen-
landia”.
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85 Véase A. Aust, Modern Treaty Law and Practice (2000), página 166.
86 El Gobierno de los Países Bajos informó al Secretario General el 30 de diciembre de 1985 que “la isla de Aru-

ba, que era parte de las Antillas Neerlandesas, obtendría la autonomía interna como país distinto en el seno del Reino de
los Países Bajos a partir del 1º de enero de 1986”. Los tratados concertados por el Reino que se aplicaban a las Antillas
Neerlandesas, con inclusión de Aruba, siguieron aplicándose a las Antillas Neerlandesas (de las que Aruba ya no forma
parte) y a Aruba después del 1º de enero de 1986.



En relación con la República Popular de China se ha desarrollado una práctica me-
diante la cual este país aplica a una región determinada un tratado que era aplicable cuan-
do otra potencia ejercía el control, pese a que la propia República Popular de China no es
parte en ese tratado. Tal es el caso de la República Popular de China con respecto a Hong
Kong y Macao. Cuando Hong Kong se convirtió en una Región Administrativa Especial
bajo la soberanía de la República Popular de China, el Gobierno de la República Popular
de China transmitió al Secretario General una comunicación relativa a la situación de
Hong Kong a partir del 1º de julio de 199787. De modo análogo, el Gobierno de la Repú-
blica Popular de China transmitió al Secretario General una comunicación relativa a la
situación de Macao a partir del 20 de diciembre de 199988. Se adjuntaron a las comunica-
ciones dos anexos: a) en el anexo I se enumeraban los tratados en los que China era en-
tonces parte y que se aplicarían con efecto desde 1º de julio de 1997 a la Región Admi-
nistrativa Especial de Hong Kong, y desde el 20 de diciembre de 1999 a la Región
Administrativa Especial de Macao, respectivamente; y b) en el anexo II se enumeraban
los tratados en los que China no era parte y que se aplicaban a Hong Kong antes del 1º de
julio de 1997 y se seguirían aplicando a la Región Administrativa Especial de Hong
Kong, y los que se aplicaban a Macao antes del 20 de diciembre de 1999 y se seguirían
aplicando a la Región Administrativa Especial de Macao, respectivamente. Con respecto
a los tratados no enumerados en ninguno de los anexos, es necesario determinar si China
formuló una declaración en la que se especificara si el tratado se aplicaría a la Región
Administrativa Especial de Hong Kong o a la Región Administrativa Especial de Macao
o a ambas.

(Con respecto a la práctica del Secretario General en lo relativo a las cláusulas de aplica-
ción territorial, véanse los párrafos 263 a 285 del Summary of Practice.)

6. Cláusulas federales

Las declaraciones de aplicación territorial son distintas de las declaraciones formu-
ladas en virtud de “cláusulas federales” en los tratados cuya materia queda incluida en la
jurisdicción legislativa de los Estados, provincias u otras unidades territoriales constitu-
yentes. En los párrafos 1 y 2 del artículo 35 de la Convención de las Naciones Unidas so-
bre la cesión de créditos en el comercio internacional, 2001, se establece lo siguiente:

Aplicación a las unidades territoriales

1. Todo Estado integrado por dos o más unidades territoriales, en las que
sea aplicable un régimen jurídico distinto en relación con las materias objeto de
la presente Convención, podrá declarar en cualquier momento que la presente
Convención será aplicable a todas sus unidades territoriales, o sólo a una o va-
rias de ellas, y podrá en cualquier momento sustituir por otra su declaración ori-
ginal.

2. En esas declaraciones se hará constar expresamente a qué unidades te-
rritoriales será aplicable la Convención89.
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87 Véase “Joint Declaration of the Government of the United Kingdom of Great Britain and Northern Ireland and
the Government of the People’s Republic of China on the Question of Hong Kong, signed on 19 December 1984” en la
información histórica, nota 2 bajo el epígrafe ”China", en Status of Multilateral Treaties Deposited with the Secre-
tary-General (ST/LEG/SER.E/21), situación al 31 de diciembre de 2002.

88 Véase “Joint Declaration of the Government of the People’s Republic of China and the Government of the Re-
public of Portugal on the Question of Macao, signed on 13 April 1987” en la información histórica, nota 3 bajo el epí-
grafe ”China", en Status of Multilateral Treaties Deposited with the Secretary-General (ST/LEG/SER.E/21), situación
al 31 de diciembre de 2002.

89 Véanse también el Convenio Internacional sobre el Embargo Preventivo de Buques, 1999 (artículo 13); y la
Convención de las Naciones Unidas sobre los Contratos de Compraventa Internacional de Mercaderías, 1980 (artícu-
lo 93).



Las cláusulas federales se utilizan principalmente en los tratados sobre derecho
mercantil, derecho privado o derecho internacional privado, como los elaborados por la
Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI) y
el Instituto Internacional para la Unificación del Derecho Privado (UNIDROIT).

B. APLICACIÓN DE TRATADOS SUCESIVOS CONCERNIENTES
A LA MISMA MATERIA

En el artículo 30 de la Convención de Viena, 1969, se dispone:

Aplicación de tratados sucesivos concernientes a la misma materia

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el Artículo 103 de la Carta de las Na-
ciones Unidas, los derechos y las obligaciones de los Estados partes en tratados
sucesivos concernientes a la misma materia se determinarán conforme a los pá-
rrafos siguientes.

2. Cuando un tratado especifique que está subordinado a un tratado ante-
rior o posterior o que no debe ser considerado incompatible con este otro trata-
do, prevalecerán las disposiciones de este último.

3. Cuando todas las partes en el tratado anterior sean también partes en
el tratado posterior pero el tratado anterior no quede terminado ni su aplicación
suspendida conforme al artículo 59, el tratado anterior se aplicará únicamente
en la medida en que sus disposiciones sean compatibles con las del tratado pos-
terior.

4. Cuando las partes en el tratado anterior no sean todas ellas partes en el
tratado posterior:

a) En las relaciones entre los Estados partes en ambos tratados, se apli-
cará la norma enunciada en el párrafo 3;

b) En las relaciones entre un Estado que sea parte en ambos tratados y un
Estado que sólo lo sea en uno de ellos, los derechos y obligaciones recíprocos
se regirán por el tratado en el que los dos Estados sean partes.

5. El párrafo 4 se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 41 y
no prejuzgará ninguna cuestión de terminación o suspensión de la aplicación de
un tratado conforme al artículo 60 ni ninguna cuestión de responsabilidad en
que pueda incurrir un Estado por la celebración o aplicación de un tratado cuyas
disposiciones sean incompatibles con las obligaciones contraídas con respecto
a otro Estado en virtud de otro tratado.

En el artículo 30 de la Convención de Viena, 1969 se establece una distinción entre
los tratados sucesivos concernientes a la misma materia, concluidos entre las mismas
partes, y los tratados sucesivos concernientes a la misma materia entre partes diferentes.

En el caso de tratados sucesivos concernientes a la misma materia y concluidos en-
tre las mismas partes se aplica el principio lex posterior derogat priori90. En consecuen-
cia, cuando las partes en un tratado anterior son también partes en un tratado posterior
pero el tratado anterior no queda terminado ni su aplicación suspendida conforme al ar-
tículo 59 de la Convención de Viena, 196991, el tratado anterior se aplica en la medida en
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90 El artículo 30 de la Convención de Viena, 1969 se refiere a los tratados sucesivos “concernientes a la misma
materia”, lo que se interpreta como los tratados que tienen el mismo carácter general. No obstante, cuando un tratado
tiene un carácter especial con respecto a otro tratado, en caso de conflicto prevalece la lex specialis, a menos que el tra-
tado exprese una intención, expresa o implícita, en otro sentido.

91 Véase el artículo 59 de la Convención de Viena, 1969, sobre la terminación o suspensión de un tratado implíci-
tas como consecuencia de la aplicación de un tratado posterior.



que sus disposiciones sean compatibles con las del tratado posterior. Por lo tanto, a me-
nos que haya prueba de una intención contraria, se presume que las partes han tenido la
intención de dar por terminado o modificar el tratado anterior cuando celebran un tratado
posterior que es incompatible con el anterior.

En el caso de tratados sucesivos concernientes a la misma materia entre partes dife-
rentes, se aplica la misma regla cuando las partes en el tratado posterior no incluyen a to-
das las partes del anterior, pero sólo entre las partes en ambos tratados.

Entre una parte en ambos tratados y una parte en sólo uno de los tratados, el tratado
en que ambas son partes rige sus derechos y obligaciones futuras92.

Disposiciones sobre la aplicación de tratados sucesivos

Cuando los Estados negociadores desean establecer la prioridad en la aplicación de
tratados sucesivos sobre la misma materia, las cláusulas finales contienen disposiciones
acerca de la relación entre los nuevos tratados y los tratados existentes o futuros relativos
a la misma materia.

La cuestión de la relación entre tratados sucesivos adquiere cada vez mayor impor-
tancia debido al mayor número y a la complejidad de los tratados concertados por
los Estados. Es posible que las reglas generales establecidas en el artículo 30 de la Con-
vención de Viena, 1969 no sean suficientes para abordar todos los problemas que se
plantean con respecto a la prioridad de la aplicación de un tratado determinado. En con-
secuencia, las partes en un tratado pueden decidir abordar la relación entre las disposi-
ciones de ese tratado y las de cualquier otro tratado relativo a la misma materia, incluyen-
do en el tratado en cuestión cláusulas o disposiciones que determinen la prioridad en la
aplicación de tratados sucesivos. Un modo de lograr este resultado es incluir disposicio-
nes en el tratado que especifiquen su relación con un tratado anterior, un tratado futuro o
cualquier tratado, sea pasado o futuro.

La Carta de las Naciones Unidas establece la prioridad de sus disposiciones con
respecto a cualquier otro acuerdo internacional, existente o futuro (Artículo 103):

En caso de conflicto entre las obligaciones contraídas por los Miembros de
las Naciones Unidas en virtud de la presente Carta y sus obligaciones contraí-
das en virtud de cualquier otro convenio internacional, prevalecerán las obliga-
ciones impuestas por la presente Carta.

Por otra parte, un tratado puede establecer que la totalidad o algunas de sus disposi-
ciones prevalecerán sobre los tratados concertados anteriormente, en general o en rela-
ción con un tratado determinado. En el artículo XXVI del Convenio sobre Ayuda Ali-
mentaria, 1999, se establece:

CONVENIO INTERNACIONAL DE CEREALES

El presente Convenio sustituirá al Convenio sobre Ayuda Alimenta-
ria, 1995, prorrogado, y será uno de los instrumentos constituyentes del Conve-
nio Internacional de Cereales, 1995.

En el artículo 311 de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del
Mar, 1982 se explica con precisión su relación con otros tratados:

1. Esta Convención prevalecerá, en las relaciones entre los Estados Par-
tes, sobre las Convenciones de Ginebra sobre el Derecho del Mar, de 29 de abril
de 1958.
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92 Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 41 relativo a los “Acuerdos para modificar tratados multilaterales
entre algunas de las partes únicamente” y el artículo 59, relativo a la “Terminación de un tratado o suspensión de su
aplicación implícitas como consecuencia de la celebración de un tratado posterior” de la Convención de Viena, 1969.



2. Esta Convención no modificará los derechos ni las obligaciones de
los Estados Partes dimanantes de otros acuerdos compatibles con ella y que no
afecten al disfrute de los derechos ni al cumplimiento de las obligaciones que a
los demás Estados Partes correspondan en virtud de la Convención.

3. Dos o más Estados Partes podrán celebrar acuerdos, aplicables única-
mente en sus relaciones mutuas, por los que se modifiquen disposiciones de
esta Convención o se suspenda su aplicación, siempre que tales acuerdos no se
refieran a ninguna disposición cuya modificación sea incompatible con la con-
secución efectiva de su objeto y de su fin, y siempre que tales acuerdos no afec-
ten a la aplicación de los principios básicos enunciados en la Convención y que
las disposiciones de tales acuerdos no afecten al disfrute de los derechos ni al
cumplimiento de las obligaciones que a los demás Estados Partes correspondan
en virtud de la Convención.

Cuando los Estados negociadores no desean que las disposiciones del tratado en
cuestión prevalezcan sobre un tratado concertado anteriormente o incluso sobre un trata-
do posterior, pueden establecer que algunas o todas las disposiciones del tratado no pre-
valecerán. Por ejemplo, en el párrafo 1 del artículo 38 de la Convención de las Naciones
Unidas sobre la cesión de créditos en el comercio internacional, 2001, se dispone:

Conflictos con otros acuerdos internacionales

1. La presente Convención no prevalecerá sobre ningún acuerdo inter-
nacional que se haya celebrado o pueda celebrarse y que regule específicamen-
te una operación regulada por la Convención.

En el artículo 90 de la Convención de las Naciones Unidas sobre los Contratos de
Compraventa Internacional de Mercaderías, 1980 se dispone:

La presente Convención no prevalecerá sobre ningún acuerdo internacio-
nal ya celebrado o que se celebre que contenga disposiciones relativas a las ma-
terias que se rigen por la presente Convención, siempre que las partes tengan
sus establecimientos en Estados partes en ese acuerdo.

En el artículo 10 del Convenio de Tampere sobre el suministro de recursos de tele-
comunicaciones para la mitigación de catástrofes y las operaciones de socorro en casos
de catástrofe, 1998, se estipula:

Relación con otros acuerdos internacionales

El presente Convenio no afectará a los derechos y obligaciones de los
Estados Partes derivados de otros acuerdos internacionales o del derecho inter-
nacional.

Cuando es necesario preservar normas vigentes de más alto nivel, un tratado puede
establecer que no debe haber conflicto con los otros tratados que consagren estas normas
de más alto nivel. Estas disposiciones figuran con mayor frecuencia en los tratados sobre
derechos humanos y sobre desarme. En el artículo XIII de la Convención sobre la prohi-
bición del desarrollo, la producción, el almacenamiento y el empleo de armas químicas
y sobre su destrucción, 1992, se dispone:

Relación con otros acuerdos internacionales

Nada de lo dispuesto en la presente Convención se interpretará de modo
que limite o aminore las obligaciones que haya asumido cualquier Estado en
virtud del Protocolo relativo a la prohibición del empleo en la guerra de gases
asfixiantes, tóxicos o similares y de medios bacteriológicos, firmado en Gine-
bra, el 17 de junio de 1925, y de la Convención sobre la prohibición del desarro-
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llo, la producción y el almacenamiento de armas bacteriológicas (biológicas) y
toxícinas y sobre su destrucción, firmada en Londres, Moscú y Washington el
10 de abril de 1972.

En el artículo 2 de la Convención sobre prohibiciones o restricciones del empleo de
ciertas armas convencionales que puedan considerarse excesivamente nocivas o de
efectos indiscriminados, 1980, se establece:

Relaciones con otros acuerdos internacionales

Ninguna disposición de la presente Convención ni de sus Protocolos ane-
xos se interpretará de forma que menoscabe otras obligaciones impuestas a las
Altas Partes Contratantes por el derecho internacional humanitario aplicable en
los conflictos armados.

En el artículo 23 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de dis-
criminación sobre la mujer, 1979, se estipula:

Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a disposición al-
guna que sea más conducente al logro de la igualdad entre hombres y mujeres y
que pueda formar parte de:

a) La legislación de un Estado Parte; o

b) Cualquier otra convención, tratado o acuerdo internacional vigente en
ese Estado.

C. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS

En la parte I.9 de la Declaración de Manila sobre el Arreglo Pacífico de Controver-
sias Internacionales se dispone, entre otras cosas, que los Estados deberían incluir “en
los acuerdos bilaterales y en las convenciones multilaterales que concertasen, disposi-
ciones eficaces para el arreglo pacífico de las controversias a que pudiesen dar lugar la
interpretación o la aplicación de tales instrumentos”93.

Los tratados multilaterales contienen por lo general disposiciones detalladas sobre
la solución de controversias. Algunos incluyen sólo disposiciones elementales. Cuando
se plantea una diferencia, controversia o reclamación relacionada con un tratado (por
ejemplo, debido a infracción, error, fraude, cuestiones de cumplimiento, etcétera) esas
disposiciones adquieren suma importancia. Aunque no es común, los Estados partes en
tratados se han basado en las disposiciones sobre solución de controversias para resolver
cuestiones importantes.

Los tratados pueden establecer diversos mecanismos de solución de controversias,
tales como la negociación, las consultas, la conciliación, la mediación y los buenos ofi-
cios, procedimientos de grupos especiales, arbitraje o arreglos judiciales, tales como el
recurso a la Corte Internacional de Justicia.

Por lo general, se recurre en primer lugar a los medios no oficiales de solución de
controversias y la solución judicial se deja como último recurso.

Las partes en un tratado pueden tratar de resolver una controversia surgida en rela-
ción con un tratado mediante la negociación directa o la celebración de consultas entre
ellas de forma privada, generalmente por cauces diplomáticos. Esto permite una gran
flexibilidad, ya que las partes controlan el procedimiento. De hecho, la gran mayoría de
las controversias se resuelven de este modo, al margen de la atención del público. La me-
diación y los buenos oficios suponen que un tercero facilite un compromiso o preste ase-
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soramiento imparcial para ayudar a resolver la controversia. Dos características de la so-
lución arbitral y judicial son: 1) un acuerdo previo de someter las diferencias a un tercero
para su decisión, y 2) una decisión del tercero que es jurídicamente vinculante para las
partes. En muchos casos las partes son partidarias del arbitraje en lugar de la solución ju-
dicial porque así las partes tienen más control sobre el procedimiento y éste es rápido.
Entre las ventajas del mecanismo de solución judicial figuran el contar con tribunales y
procedimientos ya establecidos y con jueces disponibles para conocer en las controver-
sias. El recurso ante la Corte Internacional de Justicia tiene para las partes el beneficio
añadido de que la Corte está financiada mediante las contribuciones de los Miembros al
presupuesto de las Naciones Unidas, por lo que las partes no soportan la totalidad de los
costes del tribunal (como sucedería con un tribunal arbitral y con otros órganos judicia-
les).

En el Artículo 33 de la Carta de las Naciones Unidas se enuncia el principio básico
consagrado en el párrafo 3 del Artículo 2 de la Carta, en el sentido de que las controver-
sias se deben resolver por medios pacíficos, y se enumeran los métodos de solución de
controversias más comunes:

1. Las partes en una controversia cuya continuación sea susceptible de
poner en peligro el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales tra-
tarán de buscarle solución, ante todo, mediante la negociación, la investigación,
la mediación, la conciliación, el arbitraje, el arreglo judicial, el recurso a orga-
nismos o acuerdos regionales u otros medios pacíficos de su elección.

2. El Consejo de Seguridad, si lo estimare necesario, instará a las partes
a que arreglen sus controversias por dichos medios.

a. En la Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los
trabajadores migratorios y de sus familiares, 1990 se menciona la negociación se-
guida de arbitraje, con el posterior recurso a la Corte Internacional de Justicia. En su
artículo 92 se establece:

1. Toda controversia que surja entre dos o más Estados Partes con res-
pecto a la interpretación o la aplicación de la presente Convención y no se solu-
cione mediante negociaciones se someterá a arbitraje a petición de uno de ellos.
Si en el plazo de seis meses contados a partir de la fecha de la solicitud de arbi-
traje las Partes no consiguen ponerse de acuerdo sobre la organización del arbi-
traje, cualquiera de las Partes podrá someter la controversia a la Corte Interna-
cional de Justicia mediante una solicitud presentada de conformidad con el
Estatuto de la Corte.

2. Todo Estado Parte, en el momento de la firma o la ratificación de la
Convención o de su adhesión a ella, podrá declarar que no se considera obliga-
do por el párrafo 1 del presente artículo. Los demás Estados Partes no estarán
obligados por ese párrafo ante ningún Estado Parte que haya formulado esa de-
claración.

3. Todo Estado Parte que haya formulado la declaración prevista en el
párrafo 2 del presente artículo podrá retirarla en cualquier momento mediante
notificación dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas94.

En el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, 1998 se recoge una
solución orientada a la intervención de la Asamblea de los Estados Partes antes del
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recurso a los mecanismos oficiales. Las controversias se deben resolver mediante
negociación durante un período de tres meses, tras lo cual se remiten a la Asamblea
de los Estados Partes y posteriormente a la Corte Internacional de Justicia. En el ar-
tículo 119 del Estatuto se establece:

1. Las controversias relativas a las funciones judiciales de la Corte serán
dirimidas por ella.

2. Cualquier otra controversia que surja entre dos o más Estados Partes
respecto de la interpretación o aplicación del presente Estatuto que no se resuel-
va mediante negociaciones en un plazo de tres meses contado desde el comien-
zo de la controversia será sometida a la Asamblea de los Estados Partes. La
Asamblea podrá tratar de resolver por sí misma la controversia o recomendar
otros medios de solución, incluida su remisión a la Corte Internacional de Justi-
cia de conformidad con el Estatuto de ésta.

En algunos tratados se autoriza una amplia variedad de mecanismos de solu-
ción. Por ejemplo, en el artículo 32 de la Convención de las Naciones Unidas contra
el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, 1998 se estipula:

Solución de controversias

1. En caso de controversia acerca de la interpretación o de la aplicación
de la presente Convención entre dos o más Partes, éstas se consultarán con el fin
de resolverla por vía de negociación, investigación, mediación, conciliación,
arbitraje, recurso a organismos regionales, procedimiento judicial u otros me-
dios pacíficos de su elección.

2. Toda controversia de esta índole que no haya sido resuelta en la forma
prescrita en el párrafo 1 del presente artículo será sometida, a petición de cual-
quiera de los Estados Partes en la controversia, a la decisión de la Corte Interna-
cional de Justicia.

3. Si una de las organizaciones regionales de integración económica, a
las que se hace referencia en el inciso c) del artículo 26, es Parte en una contro-
versia que no haya sido resuelta en la forma prescrita en el párrafo 1 del presen-
te artículo, podrá, por conducto de un Estado Miembro de las Naciones Unidas,
pedir al Consejo que solicite una opinión consultiva a la Corte Internacional de
Justicia de conformidad con el artículo 65 del Estatuto de la Corte, opinión que
se considerará decisiva.

4. Todo Estado, en el momento de la firma o la ratificación, la acepta-
ción o la aprobación de la presente Convención o de su adhesión a la misma, o
toda organización regional de integración económica en el momento de la firma
o el depósito de un acto de confirmación formal o de la adhesión, podrá declarar
que no se considera obligado por los párrafos 2 y 3 del presente artículo. Las de-
más Partes no estarán obligadas por los párrafos 2 y 3 del presente artículo ante
ninguna Parte que haya hecho dicha declaración.

5. Toda Parte que haya hecho la declaración prevista en el párrafo 4 del
presente artículo podrá retirarla en cualquier momento notificándolo al Secre-
tario General.

b. Mientras que la mayor parte de los mecanismos de solución de controversias apare-
cen en las cláusulas finales de los tratados, las disposiciones relativas a la solución
de controversias, en cambio, pueden figurar en cualquier parte del tratado. Véase,
por ejemplo, el Convenio Internacional del Café, 2000, que regula la solución de
controversias en su capítulo XIII, titulado “Consultas, controversias y reclamacio-

73

APLICACIÓN DE LOS TRATADOS



nes” y no en su capítulo XIV, de “Disposiciones finales”. En el artículo 42 de este
Convenio se establece:

Controversias y reclamaciones

1) Toda controversia relativa a la interpretación o aplicación de este
Convenio que no se resuelva mediante negociaciones será sometida al Consejo
para su decisión, a petición de cualquier Miembro que sea parte de la controver-
sia.

2) En todos los casos en que una controversia haya sido remitida al Con-
sejo en virtud de lo dispuesto en el párrafo 1 del presente Artículo, una mayoría
de los Miembros, o Miembros que tengan por lo menos un tercio del total de vo-
tos, podrán pedir al Consejo, después de debatido el asunto, que, antes de adop-
tar su decisión, solicite la opinión del grupo consultivo mencionado en el párra-
fo 3 del presente Artículo acerca de las cuestiones controvertidas.

3) a) A menos que el Consejo decida otra cosa por unanimidad, el gru-
po consultivo estará formado por:

i) Dos personas designadas por los Miembros exportadores, una de
ellas con amplia experiencia en asuntos análogos al controvertido, y
la otra con prestigio y experiencia en cuestiones jurídicas;

ii) Dos personas de condiciones similares a las señaladas anteriormente,
designadas por los Miembros importadores; y

iii) Un presidente elegido por unanimidad por las cuatro personas desig-
nadas en virtud de los incisos i) y ii), o, en caso de desacuerdo, por el
Presidente del Consejo.

b) Podrán ser designados para integrar el grupo consultivo ciudadanos
de los países cuyos Gobiernos sean Partes Contratantes de este Convenio.

c) Las personas designadas para formar el grupo consultivo actuarán a
título personal y sin sujeción a instrucciones de ningún Gobierno.

d) Los gastos del grupo consultivo serán costeados por la Organización.

4) La opinión del grupo consultivo y las razones en que ésta se funda-
mente serán sometidas al Consejo, el cual decidirá sobre la controversia des-
pués de examinar toda la información pertinente.

5) El Consejo dictará su decisión dentro de los seis meses siguientes a la
fecha en que haya sido sometida la controversia a su consideración.

6) Toda reclamación contra un Miembro por falta de cumplimiento de
las obligaciones que le impone este Convenio será remitida al Consejo, a peti-
ción del Miembro reclamante, para que aquel decida la cuestión.

7) Para declarar que un Miembro ha incumplido las obligaciones que
impone este Convenio se requerirá una mayoría simple distribuida. En toda de-
claración que se haga de que un Miembro ha incumplido las obligaciones que le
impone este Convenio, deberá especificarse la índole de la infracción.

8) Si el Consejo llegare a la conclusión de que un Miembro ha incumpli-
do las obligaciones que le impone este Convenio, podrá, sin perjuicio de las
medidas coercitivas previstas en otros artículos de este Convenio, privar a di-
cho Miembro por mayoría distribuida de dos tercios, de su derecho de voto en
el Consejo y de su derecho a que se depositen sus votos en la Junta Ejecutiva
hasta que cumpla sus obligaciones, o decidir excluir de la Organización a dicho
Miembro en virtud de lo dispuesto en el Artículo 50.

74

CLÁUSULAS FINALES DE TRATADOS MULTILATERALES



9) Todo Miembro podrá solicitar la opinión previa de la Junta Ejecutiva
acerca de cualquier asunto objeto de controversia o reclamación, antes de que
dicho asunto se trate en el Consejo.

La Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada
Transnacional, 2000 establece en su artículo 35 un régimen para la solución de con-
troversias:

Solución de controversias

1. Los Estados Parte procurarán solucionar toda controversia relaciona-
da con la interpretación o aplicación de la presente Convención mediante la ne-
gociación.

2. Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la interpre-
tación o la aplicación de la presente Convención que no pueda resolverse me-
diante la negociación dentro de un plazo razonable deberá, a solicitud de uno de
esos Estados Parte, someterse a arbitraje. Si seis meses después de la fecha de la
solicitud de arbitraje esos Estados Parte no han podido ponerse de acuerdo so-
bre la organización del arbitraje, cualquiera de esos Estados Parte podrá remitir
la controversia a la Corte Internacional de Justicia mediante solicitud conforme
al Estatuto de la Corte.

3. Cada Estado Parte podrá, en el momento de la firma, ratificación,
aceptación o aprobación de la presente Convención o adhesión a ella, declarar
que no se considera vinculado por el párrafo 2 del presente artículo. Los demás
Estados Parte no quedarán vinculados por el párrafo 2 del presente artículo res-
pecto de todo Estado Parte que haya hecho esa reserva.

4. El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el pá-
rrafo 3 del presente artículo podrá en cualquier momento retirar esa reserva no-
tificándolo al Secretario General de las Naciones Unidas.

En la Parte XV (artículos 279 a 299) de la Convención de las Naciones Unidas
sobre el Derecho del Mar, 1982 se incluyen métodos voluntarios y obligatorios,
muy detallados, de solución de controversias, incluida la jurisdicción del Tribunal
Internacional del Derecho del Mar establecido por la Convención. En la Parte XV se
exige que los Estados Partes solucionen toda controversia entre ellos concerniente a
la interpretación o aplicación de la Convención por medios pacíficos de conformi-
dad con el párrafo 3 del Artículo 2 de la Carta de las Naciones Unidas y por los me-
dios indicados en el párrafo 1 del Artículo 33 de la Carta. Si no se obtiene una solu-
ción, la controversia se somete, a petición de cualquiera de las partes, ante una corte
o tribunal que sea competente conforme a lo dispuesto en el artículo 286. En el pá-
rrafo 1 del artículo 287 de la Convención se definen así las cortes o tribunales:

a) El Tribunal Internacional del Derecho del Mar constituido de confor-
midad con el Anexo VI [de la Convención];

b) La Corte Internacional de Justicia;

c) Un tribunal arbitral constituido de conformidad con el Anexo VII;

d) Un tribunal arbitral especial, constituido de conformidad con el Ane-
xo VIII, para una o varias de las categorías de controversias que en él se especi-
fican.

Mecanismos de ejecución

En algunas esferas del derecho internacional hay una tendencia hacia la asistencia a
las partes en la aplicación de las obligaciones derivadas de tratados en lugar de la aplica-
ción estricta de las disposiciones de los tratados, y de mecanismos para supervisar la eje-
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cución en lugar de mecanismos de solución de controversias. Esto resulta evidente en el
ámbito de los derechos humanos y del medio ambiente.

Algunos tratados, como los relativos al medio ambiente, contienen complejas dis-
posiciones para vigilar la ejecución y prestar asistencia a las partes con la intención pre-
ventiva de evitar las controversias. Los tres siguientes tratados ilustran este punto. No
obstante, los requisitos en materia de presentación de informes están a cargo de las secre-
tarías de los tratados y no del depositario.

En el Protocolo de Kyoto de la Convención Marco de las Naciones Unidas de 1992
sobre el Cambio Climático, 1997, el régimen de ejecución consiste en un comité de eje-
cución integrado por una Subdivisión de Facilitación y una Subdivisión de Control del
Cumplimiento. La primera presta asesoramiento y asistencia a las partes para fomentar
el cumplimiento. Esta Subdivisión también proporciona una “pronta alerta” en los casos
en que una parte está en peligro de no cumplir sus objetivos en materia de emisiones.
Dando respuesta a los problemas, la Subdivisión de Facilitación puede formular reco-
mendaciones y también movilizar recursos financieros y técnicos para ayudar a las par-
tes al cumplimiento. Cada parte debe presentar una comunicación nacional para demos-
trar su cumplimiento de los compromisos asumidos en virtud del Protocolo. Equipos de
examen a cargo de expertos analizan la información y preparan un informe a la Confe-
rencia de las Partes. Existe un Órgano Subsidiario de Asesoramiento Científico y Tecno-
lógico y también un Órgano Subsidiario de Ejecución. Además, un mecanismo financie-
ro proporciona recursos en forma de donación o en condiciones preferenciales, incluida
la transferencia de tecnología.

El Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de los
desechos peligrosos y su eliminación, 1989, contiene disposiciones específicas sobre la
vigilancia de la aplicación y el cumplimiento. Algunos artículos de la Convención obli-
gan a las partes a adoptar medidas adecuadas para aplicar y observar sus disposiciones,
entre ellas medidas destinadas a prevenir y castigar la conducta que contraviene la Con-
vención. A fin de ayudar a las partes a gestionar o eliminar sus desechos de manera racio-
nalmente ecológica, la Secretaría coopera con las autoridades nacionales en la elabora-
ción de la legislación nacional, el establecimiento de inventarios de desechos peligrosos,
el fortalecimiento de las instituciones nacionales, la evaluación de la situación en materia
de gestión de los desechos peligrosos y la preparación de planes de gestión de desechos
peligrosos e instrumentos normativos. También presta asesoramiento jurídico y técnico
a los países con el objeto de resolver problemas específicos relacionados con el control y
la gestión de los desechos peligrosos. Mediante la capacitación y la transferencia de tec-
nología, los países en desarrollo y los países con economías en transición obtienen los
conocimientos y los instrumentos necesarios para gestionar adecuadamente sus dese-
chos peligrosos.

En el Protocolo de Montreal relativo a las sustancias que agotan la capa de ozo-
no, 1987, se hace hincapié en el intercambio de información entre las partes, con la ayu-
da de la secretaría encargada de la cuestión del ozono. Las partes cooperan en materia de
investigación, desarrollo, concienciación pública e intercambio de información. Existen
disposiciones que exigen la transferencia de tecnología y tener en cuenta en particular las
necesidades de los países en desarrollo. Un mecanismo financiero ofrece cooperación
técnica y financiera, en particular en materia de transferencia de tecnología.

En el ámbito de los derechos humanos, algunos comités u “órganos de vigilancia de
los tratados” vigilan a menudo la aplicación de los tratados. Estos comités están integra-
dos por expertos independientes de competencia reconocida en materia de derechos hu-
manos, que son elegidos por los Estados partes.
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Las disposiciones de los tratados se pueden modificar por acuerdo de las partes de
conformidad con el procedimiento establecido en el propio tratado o con arreglo al dere-
cho internacional consuetudinario, codificado en la Convención de Viena, 1969. Esta
Convención contiene las normas que rigen las enmiendas en sus artículos 39 a 41.

(Véase también el Summary of Practice, párrafos 248 a 255, y el Manual de tratados,
sección 4.4.)

Las disposiciones de un tratado pueden ser modificadas mediante el procedimiento
indicado en el tratado en cuestión. Las partes también pueden negociar un nuevo tratado.
En algunos casos se ha considerado que las “enmiendas” son jurídicamente distintas de
las “modificaciones” o “revisiones”, aunque esta distinción a menudo es poco nítida.

En la Convención de Viena, 1969, se distingue entre “enmienda de los tratados mul-
tilaterales” y “modificación entre algunas de las partes únicamente”.

El término “revisión” a menudo hace referencia (pero no siempre) a una modifica-
ción general que afecta al conjunto del tratado, a diferencia de una enmienda, que modi-
fica parcialmente algunas de las disposiciones del tratado. Sin embargo, la práctica tam-
bién sugiere que los términos “enmienda”, “modificación” y “revisión” a menudo se han
empleado indistintamente. En el artículo 236 del Tratado Constitutivo de la Comunidad
Económica Europea, 1957, se establece95:

El Gobierno de cualquier Estado miembro, o la Comisión, podrá presentar
al Consejo proyectos de revisión del presente Tratado.

Si el Consejo, previa consulta a la Asamblea y, en su caso, a la Comisión,
emite un dictamen favorable a la reunión de una conferencia de los representan-
tes de los Gobiernos de los Estados miembros, ésta será convocada por el Presi-
dente del Consejo, con el fin de que se aprueben de común acuerdo las modifi-
caciones que deban introducirse en este Tratado.

Tales enmiendas entrarán en vigor después de haber sido ratificadas por
todos los Estados miembros, de conformidad con sus respectivas normas cons-
titucionales.

El Tratado de la Unión Europea, 1992 estipula:

Artículo N

1. El Gobierno de cualquier Estado miembro, o la Comisión, podrá pre-
sentar al Consejo proyectos de revisión de los tratados sobre los que se funda la
Unión.

Si el Consejo, previa consulta al Parlamento Europeo y, en su caso, a la
Comisión, emite un dictamen favorable a la reunión de una conferencia de los
representantes de los Gobiernos de los Estados miembros, ésta será convocada
por el Presidente del Consejo, con el fin de que se aprueben de común acuerdo
las modificaciones que deban introducirse en dichos Tratados. En el caso de
modificaciones institucionales en el ámbito monetario, se consultará también al
Consejo del Banco Central Europeo.
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Las enmiendas entrarán en vigor después de haber sido ratificadas por to-
dos los Estados miembros, de conformidad con sus respectivas normas consti-
tucionales.

2. En 1996 se convocará una Conferencia de los representantes de los
Gobiernos de los Estados miembros para que examine, de conformidad con los
objetivos establecidos en los artículos A y B de las disposiciones comunes, las
disposiciones del presente Tratado para las que se prevea una modificación96.

A. ENMIENDA

1. Enmienda de conformidad con las disposiciones del tratado

a. El texto de un tratado se puede modificar de conformidad con sus propias disposi-
ciones en materia de enmienda. La mayor parte de los tratados contemporáneos in-
cluyen mecanismos de enmienda97. El procedimiento de enmienda previsto en un
tratado contiene por lo general disposiciones que rigen el modo de aprobación de las
enmiendas y su entrada en vigor98. En los Artículos 108 y 109 de la Carta de las Na-
ciones Unidas se dispone:

REFORMAS

Artículo 108

Las reformas a la presente Carta entrarán en vigor para todos los Miem-
bros de las Naciones Unidas cuando hayan sido adoptadas por el voto de las dos
terceras partes de los miembros de la Asamblea General y ratificadas, de con-
formidad con sus respectivos procedimientos constitucionales, por las dos ter-
ceras partes de los Miembros de las Naciones Unidas, incluyendo a todos los
miembros permanentes del Consejo de Seguridad.

Artículo 109

1. Se podrá celebrar una Conferencia General de los Miembros de las
Naciones Unidas con el propósito de revisar esta Carta, en la fecha y lugar que
se determinen por el voto de las dos terceras partes de los miembros de la
Asamblea General y por el voto de cualesquiera nueve miembros del Consejo
de Seguridad. Cada Miembro de las Naciones Unidas tendrá un voto en la Con-
ferencia.

2. Toda modificación de esta Carta recomendada por el voto de las dos
terceras partes de la Conferencia entrará en vigor al ser ratificada de acuerdo
con sus respectivos procedimientos constitucionales, por las dos terceras partes
de los Miembros de las Naciones Unidas, incluyendo a todos los miembros per-
manentes del Consejo de Seguridad.

3. Si no se hubiere celebrado tal Conferencia antes de la décima reunión
anual de la Asamblea General después de entrar en vigor esta Carta, la proposi-
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96 El Tratado Constitutivo de la Comunidad Económica Europea, 1957 (en su forma enmendada) se convirtió en
el Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea, después de las enmiendas introducidas en los tratados comunitarios
por el Tratado de la Unión Europea, 1992 (“Tratado de Maastricht”).

97 Algunos tratados no prevén procedimientos de enmienda específicos. En el artículo 47 de la Convención de las
Naciones Unidas sobre la cesión de créditos en el comercio internacional, 2001 únicamente se establece que, “[a] soli-
citud de por lo menos un tercio de los Estados Contratantes en la presente Convención, el depositario convocará una
conferencia de los Estados Contratantes para revisarla o enmendarla”. En tal caso, una conferencia de los Estados Con-
tratantes tendrá que establecer los procedimientos para la enmienda de la Convención, incluida su entrada en vigor.

98 Para un examen detallado de la entrada en vigor de las enmiendas, véase el capítulo I, sección K.3,supra.



ción de convocar tal Conferencia será puesta en la agenda de dicha reunión de
la Asamblea General, y la Conferencia será celebrada si así lo decidieren la ma-
yoría de los miembros de la Asamblea General y siete miembros cualesquiera
del Consejo de Seguridad.

b. Las disposiciones de un tratado relativas a su enmienda pueden ser muy detalladas y
pueden indicar el procedimiento para la notificación de las propuestas de enmienda,
su distribución, su aprobación, la forma de obtener el consentimiento de las partes
para obligarse por las enmiendas y el efecto de éstas. En el artículo 12 del Protocolo
facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño de 1989 relativo a la par-
ticipación de niños en los conflictos armados, 2000, se establece:

1. Todo Estado Parte podrá proponer una enmienda y depositarla en po-
der del Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario General co-
municará la enmienda propuesta a los Estados Partes, pidiéndoles que le notifi-
quen si desean que se convoque una conferencia de Estados Partes con el fin de
examinar la propuesta y someterla a votación. Si dentro de los cuatro meses si-
guientes a la fecha de esa notificación un tercio, al menos, de los Estados Partes
se declaran en favor de tal conferencia, el Secretario General la convocará con
el auspicio de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por la mayoría de
los Estados Partes presentes y votantes en la conferencia será sometida por el
Secretario General a la Asamblea General para su aprobación.

2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del presen-
te artículo entrará en vigor cuando haya sido aprobada por la Asamblea General
de las Naciones Unidas y aceptada por una mayoría de dos tercios de los Esta-
dos Partes.

3. Las enmiendas, cuando entren en vigor, serán obligatorias para los
Estados Partes que las hayan aceptado; los demás Estados Partes seguirán obli-
gados por las disposiciones de la presente Convención y por las enmiendas an-
teriores que hayan aceptado.

Normalmente, la secretaría del tratado pertinente distribuye las propuestas de en-
mienda.

Efectos de las enmiendas

a. Por lo general, una enmienda, desde su entrada en vigor, vincula sólo a los Estados
que la han aceptado oficialmente. Éste es un principio que se aplica usualmente a la
entrada en vigor de las enmiendas. Sin embargo, tiene el efecto negativo de crear re-
gímenes diferentes en virtud del mismo tratado. Un régimen se aplicará a los Esta-
dos que son partes en la enmienda, y otro régimen a los Estados que son parte única-
mente en el tratado original. En el párrafo 5 del artículo 39 de la Convención de las
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, 2000 se reco-
ge este enfoque:

5. Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Estados
Partes que hayan expresado su consentimiento al respecto. Los demás Esta-
dos Parte quedarán sujetos a las disposiciones de la presente Convención, así
como a cualquier otra enmienda anterior que hubiesen ratificado, aceptado o
aprobado.

De modo similar, en el párrafo 5 del artículo 13 de la Convención sobre la prohibi-
ción del empleo, el almacenamiento, la producción y la transferencia de minas antiper-
sonal y sobre su destrucción, 1997 se estipula que las enmiendas entrarán en vigor única-
mente respecto de los Estados que las han aceptado. El párrafo 5 del artículo 13 también

79

ENMIENDA, REVISIÓN Y MODIFICACIÓN



se refiere a los Estados que han pasado a ser partes después de la entrada en vigor de la
enmienda:

Cualquier enmienda a esta Convención entrará en vigor para todos los
Estados Partes de esta Convención que la hayan aceptado, cuando una mayoría
de los Estados Parte deposite ante el Depositario los instrumentos de acepta-
ción. Posteriormente entrará en vigor para los demás Estados Parte en la fecha
en que depositen su instrumento de aceptación

b. Un tratado también puede establecer que todos los Estados partes en el mismo po-
drán, después de la entrada en vigor de la enmienda, quedar obligados por ésta. Las
enmiendas vinculantes para todas las partes aseguran la uniformidad de las obliga-
ciones de todas las partes. Ésta debería ser la opción preferida para las enmiendas de
las constituciones de los órganos creados en virtud de tratados. No obstante, es nece-
sario ser prudentes respecto de tal disposición porque algunas partes pueden tener
dificultades debidas a razones jurídicas internas. Véanse, por ejemplo, el Artícu-
lo 108 de la Carta de las Naciones Unidas; y el capítulo I, sección K.3 supra (pági-
na 54), titulado “Entrada en vigor de anexos, enmiendas y reglamentos”.

Se sugiere que los procedimientos de enmienda eviten normas complejas o poco
claras que pueden dar lugar a dificultades prácticas. Para evitar infinitos problemas de
interpretación y aplicación conviene utilizar para las enmiendas fórmulas que no tengan
ambigüedades y que incluyan normas claras que regulen la propuesta de enmiendas, la
presentación de propuestas de enmiendas para su distribución a todas las partes, los pro-
cedimientos de adopción (si incluye una proporción determinada de votos, se indicará
claramente si la proporción se refiere a todas las partes o a todas las partes presentes en el
momento de la votación); la distribución de la enmienda aprobada por parte del deposita-
rio; y el procedimiento para la entrada en vigor.

Una disposición sobre enmiendas que incluye un procedimiento claro figura en el
Tratado de prohibición completa de los ensayos nucleares, 1996 (artículo VII):

Enmiendas

1. En cualquier momento siguiente a la entrada en vigor del presente
Tratado, cualquier Estado Parte podrá proponer enmiendas a él, al Protocolo o a
los anexos al Protocolo. Cualquier Estado Parte podrá también proponer modi-
ficaciones, de conformidad con el párrafo 7, al Protocolo o a los anexos al Pro-
tocolo. Las propuestas de enmienda estarán sujetas al procedimiento previsto
en los párrafos 2 a 6. Las propuestas de modificación estarán sujetas, de confor-
midad con el párrafo 7, al procedimiento previsto en el párrafo 8.

2. Las propuestas de enmienda solamente serán examinadas y aprobadas
por una Conferencia de Enmienda.

3. Toda propuesta de enmienda será comunicada al Director General,
quien la distribuirá a todos los Estados Partes y al Depositario y solicitará las
opiniones de los Estados Partes sobre si debe convocarse una Conferencia de
Enmienda para examinar la propuesta. Si la mayoría de los Estados Partes noti-
fica al Director General, 30 días después, a más tardar, de haber sido distribui-
da la propuesta, que apoya el ulterior examen de ésta, el Director General con-
vocará una Conferencia de Enmienda a la que se invitará a todos los Estados
Partes.

4. La Conferencia de Enmienda se celebrará inmediatamente después de
un período ordinario de sesiones de la Conferencia, salvo que todos los Estados
Partes que apoyen la convocación de una Conferencia de Enmienda pidan que
se celebre antes. En ningún caso se celebrará una Conferencia de Enmienda
menos de 60 días después de la distribución de la propuesta de enmienda.
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5. Las enmiendas serán adoptadas por la Conferencia de Enmienda por
el voto positivo de la mayoría de los Estados Partes, sin que ningún Estado Par-
te emita un voto negativo.

6. Las enmiendas entrarán en vigor para todos los Estados Partes 30 días
después del depósito de los instrumentos de ratificación o de aceptación por to-
dos los Estados Partes que hayan emitido un voto positivo en la Conferencia de
Enmienda.

7. Para garantizar la viabilidad y la eficacia del presente Tratado, las
Partes I y III del Protocolo y los anexos 1 y 2 del Protocolo serán objeto de mo-
dificaciones de conformidad con el párrafo 8, si las modificaciones propuestas
se refieren sólo a cuestiones de carácter administrativo o técnico. Todas las de-
más disposiciones del Protocolo y de sus anexos no estarán sujetas a modifica-
ción de conformidad con el párrafo 8.

8. Las modificaciones propuestas a que se hace referencia en el párrafo 7
se introducirán de conformidad con el procedimiento siguiente:

a) El texto de las modificaciones propuestas será transmitido, junto
con la información necesaria, al Director General. Cualquier Estado Parte y el
Director General podrán proporcionar información adicional para la evalua-
ción de la propuesta. El Director General comunicará sin demora esas propues-
tas e información a todos los Estados Partes, al Consejo Ejecutivo y al Deposi-
tario;

b) A más tardar, 60 días después de haber recibido la propuesta, el Di-
rector General procederá a su evaluación para determinar todas sus posi-
bles consecuencias sobre las disposiciones del presente Tratado y su aplica-
ción y comunicará tal información a todos los Estados Partes y al Consejo
Ejecutivo;

c) El Consejo Ejecutivo examinará la propuesta a la luz de toda la infor-
mación de que disponga, incluido el hecho de si la propuesta se ajusta a los re-
quisitos del párrafo 7. A más tardar, 90 días después de haber recibido la pro-
puesta, el Consejo Ejecutivo notificará su recomendación con explicaciones
apropiadas a todos los Estados Partes para su consideración. Los Estados Partes
acusarán recibo de la recomendación en un plazo de 10 días;

d) Si el Consejo Ejecutivo recomienda a todos los Estados Partes que se
apruebe la propuesta, se considerará aprobada ésta si ningún Estado Parte pone
objeciones a ella dentro de los 90 días siguientes a haber recibido la recomenda-
ción. Si el Consejo Ejecutivo recomienda que se rechace la propuesta, se consi-
derará rechazada ésta si ningún Estado Parte se opone al rechazo dentro de los
90 días siguientes a haber recibido la recomendación;

e) Si una recomendación del Consejo Ejecutivo no recibe la aceptación
necesaria con arreglo al apartado d), la Conferencia, en su próximo período de
sesiones, adoptará como cuestión de fondo una decisión sobre la propuesta, in-
cluido el hecho de si se ajusta a los requisitos del párrafo 7;

f) El Director General notificará a todos los Estados Partes y al Deposi-
tario toda decisión que se adopte conforme al presente párrafo;

g) Las modificaciones aprobadas con arreglo a este procedimiento en-
trarán en vigor para todos los Estados Partes 180 días después de la fecha en que
el Director General notifique su aprobación, salvo que se establezca otro plazo
por recomendación del Consejo Ejecutivo o decisión de la Conferencia.
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2. Enmienda cuando el tratado nada dice sobre las enmiendas

Si un tratado no contiene disposiciones sobre procedimientos de enmienda, el trata-
do se puede enmendar o modificar de conformidad con la parte IV de la Convención de
Viena, 1969, titulada “Enmienda y modificación de los tratados”. El artículo 39 de la
Convención de Viena, 1969, establece:

Un tratado podrá ser enmendado por acuerdo entre las partes. Se aplicarán
a tal acuerdo las normas enunciadas en la Parte II salvo en la medida en que el
tratado disponga otra cosa.

En la Convención de Viena, 1969 se formula una distinción entre enmienda y modi-
ficación entre algunas partes únicamente.

En el artículo 40 de la Convención de Viena, 1969 se estipula que, salvo que el trata-
do disponga otra cosa, toda propuesta de enmendarlo para todas las partes se debe notifi-
car a todos los Estados contratantes. Cada uno de ellos tiene derecho a participar en a) la
decisión sobre las medidas que haya que adoptar con relación a tal propuesta, y b) la ne-
gociación y la celebración de cualquier acuerdo que tenga por objeto enmendar el trata-
do. Además, de conformidad con el artículo 24 de la Convención de Viena, 1969, al que
se remite el artículo 39, una enmienda entra en vigor de la manera y en la fecha que se
disponga en la enmienda o que acuerden los Estados negociadores. A falta de tal disposi-
ción o de acuerdo, entrará en vigor tan pronto como haya constancia del consentimiento
de todos los Estados negociadores en obligarse.

3. Enmienda de los protocolos a un tratado

a. Un tratado puede tener disposiciones sobre las enmiendas de sus protocolos. En la
Convención de Viena para la protección de la capa de ozono, 1985 (artículo 9) se
prevé la enmienda de la Convención y sus protocolos:

Enmienda a la Convención o a los protocolos

1. Cualquiera de las Partes podrá proponer enmiendas a la presente Con-
vención o a cualquiera de sus protocolos. En esas enmiendas se tendrán debida-
mente en cuenta, entre otras cosas, las consideraciones científicas y técnicas
pertinentes.

2. Las enmiendas a la presente Convención serán adoptadas en una reu-
nión de la Conferencia de las Partes. Las enmiendas a cualquier protocolo serán
adoptadas en una reunión de las Partes en el protocolo en cuestión. El texto de
cualquier enmienda propuesta al presente Convenio o a cualquier protocolo,
salvo que en ese protocolo se disponga otra cosa, será comunicado a las Partes
por la Secretaría por lo menos seis meses antes de la reunión en que se proponga
su adopción. La Secretaría comunicará también las enmiendas propuestas a los
signatarios, para su información.

3. Las Partes harán todo lo posible por llegar a un acuerdo por consenso
sobre cualquier propuesta de enmienda al presente Convenio. Una vez agota-
dos todos los esfuerzos por lograr consenso sin que se haya llegado a un acuer-
do, la enmienda se adoptará, en último recurso, por mayoría de tres cuartos de
las Partes presentes y votantes en la reunión y será presentada a todas las Partes
por el Depositario para su ratificación, aprobación o aceptación.

4. El procedimiento mencionado en el párrafo 3 de este artículo se apli-
cará a las enmiendas de cualquier protocolo, excepto que para su adopción será
suficiente una mayoría de dos tercios de las Partes en el protocolo presentes y
votantes en la reunión.
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5. La ratificación, aprobación o aceptación de las enmiendas será notifi-
cada por escrito al Depositario. Las enmiendas adoptadas de conformidad con
el párrafo 3 o 4 de este artículo entrarán en vigor, respecto de las Partes que las
hayan aceptado, el nonagésimo día después de la fecha en que el Depositario
haya recibido notificación de su ratificación, aprobación o aceptación por tres
cuartos, como mínimo, de las Partes en el presente Convenio o por un mínimo
de dos tercios de las Partes en el protocolo de que se trate, salvo que en ese pro-
tocolo se disponga otra cosa. Posteriormente, las enmiendas entrarán en vigor
respecto de cualquier otra Parte noventa días después de la fecha en que dicha
Parte haya depositado su instrumento de ratificación, aprobación o aceptación
de las enmiendas.

6. A los efectos del presente artículo, por “Partes presentes y votantes”
se entiende las Partes que están presentes y emitan un voto afirmativo o negati-
vo99.

b. Cuando las Partes desean estipular un procedimiento de enmienda distinto para los
protocolos, estos últimos pueden incluir su propio procedimiento de enmienda. En
el artículo 18 del Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de perso-
nas, especialmente mujeres y niños, que complementa la Convención de las Nacio-
nes Unidas de 2000 contra la Delincuencia Organizada Transnacional, 2000 se es-
tablece lo siguiente:

1. Cuando hayan transcurrido cinco años desde la entrada en vigor del
presente Protocolo, los Estados Parte en el Protocolo podrán proponer enmien-
das por escrito al Secretario General de las Naciones Unidas, quien a continua-
ción comunicará toda enmienda propuesta a los Estados Partes y a la Conferen-
cia de las Partes en la Convención para que la examinen y decidan al respecto.
Los Estados Partes en el presente Protocolo reunidos en la Conferencia de las
Partes harán todo lo posible por lograr un consenso sobre cada enmienda. Si se
han agotado todas las posibilidades de lograr un consenso y no se ha llegado a
un acuerdo, la aprobación de la enmienda exigirá, en última instancia, una ma-
yoría de dos tercios de los Estados Partes en el presente Protocolo presentes y
votantes en la sesión de la Conferencia de las Partes.

2. Las organizaciones regionales de integración económica, en asuntos
de su competencia, ejercerán su derecho de voto con arreglo al presente artículo
con un número de votos igual al número de sus Estados miembros que sean Par-
tes en el presente Protocolo. Dichas organizaciones no ejercerán su derecho de
voto si sus Estados miembros ejercen el suyo, y viceversa.

3. Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presen-
te artículo estará sujeta a ratificación, aceptación o aprobación por los Estados
Partes.

4. Toda enmienda refrendada de conformidad con el párrafo 1 del presen-
te artículo entrará en vigor respecto de un Estado Parte noventa días después de la
fecha en que éste deposite en poder del Secretario General de las Naciones Uni-
das un instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de esa enmienda.

5. Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Esta-
dos Partes que hayan expresado su consentimiento al respecto. Los demás Esta-
dos Partes quedarán sujetos a las disposiciones del presente Protocolo, así
como a cualquier otra enmienda anterior que hubiesen ratificado, aceptado o
aprobado.
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4. Enmienda de los anexos a un tratado

Un tratado puede establecer el procedimiento de enmienda de sus anexos. En el
Protocolo de Kyoto de la Convención Marco de las Naciones Unidas de 1992 sobre el
Cambio Climático, 1997 se describen detalladamente las normas que rigen la propuesta,
aprobación, consentimiento en obligarse, entrada en vigor y efectos jurídicos de la en-
mienda de sus anexos. En el artículo 21 se dispone:

1. Los anexos del presente Protocolo formarán parte integrante de éste y,
a menos que se disponga expresamente otra cosa, toda referencia al Protocolo
constituirá al mismo tiempo una referencia a cualquiera de sus anexos. Los ane-
xos que se adopten después de la entrada en vigor del presente Protocolo sólo
podrán contener listas, formularios y cualquier otro material descriptivo que
trate de asuntos científicos, técnicos, de procedimiento o administrativos.

2. Cualquiera de las Partes podrá proponer un anexo del presente Proto-
colo y enmiendas a anexos del Protocolo.

3. Los anexos del presente Protocolo y las enmiendas a anexos del Pro-
tocolo se aprobarán en un período ordinario de sesiones de la Conferencia de
las Partes en calidad de reunión de las Partes. La secretaría comunicará a las
Partes el texto de cualquier propuesta de anexo o de enmienda a un anexo al me-
nos seis meses antes del período de sesiones en que se proponga su aprobación.
La secretaría comunicará asimismo el texto de cualquier propuesta de anexo o
de enmienda a un anexo a las Partes y signatarios de la Convención y, a título
informativo, al Depositario.

4. Las Partes pondrán el máximo empeño en llegar a un acuerdo por con-
senso sobre cualquier proyecto de anexo o de enmienda a un anexo. Si se ago-
tan todas las posibilidades de obtener el consenso sin llegar a un acuerdo, el
anexo o la enmienda al anexo se aprobará, como último recurso, por mayoría de
tres cuartos de las Partes presentes y votantes en la reunión. La secretaría comu-
nicará el texto del anexo o de la enmienda al anexo que se haya aprobado al De-
positario, que lo hará llegar a todas las Partes para su aceptación.

5. Todo anexo o enmienda a un anexo, salvo el anexo A o B, que haya
sido aprobado de conformidad con lo dispuesto en los párrafos 3 y 4 supra en-
trará en vigor para todas las Partes en el presente Protocolo seis meses después
de la fecha en que el Depositario haya comunicado a las Partes la aprobación
del anexo o de la enmienda al anexo, con excepción de las Partes que hayan no-
tificado por escrito al Depositario dentro de ese período que no aceptan el ane-
xo o la enmienda al anexo. El anexo o la enmienda al anexo entrará en vigor
para las Partes que hayan retirado su notificación de no aceptación al nonagési-
mo día contado desde la fecha en que el Depositario haya recibido el retiro de la
notificación.

6. Si la aprobación de un anexo o de una enmienda a un anexo supone
una enmienda al presente Protocolo, el anexo o la enmienda al anexo no entrará
en vigor hasta el momento en que entre en vigor la enmienda al presente Proto-
colo.

7. Las enmiendas a los anexos A y B del presente Protocolo se aprobarán
y entrarán en vigor de conformidad con el procedimiento establecido en el ar-
tículo 20, a reserva de que una enmienda al anexo B sólo podrá aprobarse con el
consentimiento escrito de la Parte interesada.

De modo análogo, en el artículo 23 del Convenio Internacional para la represión
de la financiación del terrorismo, 1999, se dispone:
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1. El anexo podrá enmendarse con la adición de tratados pertinentes
que:

a) Estén abiertos a la participación de todos los Estados;

b) Hayan entrado en vigor;

c) Hayan sido objeto de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión
de por lo menos 22 Estados Partes en el presente Convenio.

2. Una vez que el presente Convenio haya entrado en vigor, un Estado
Parte podrá proponer tal enmienda. Toda propuesta de enmienda se comunicará
al depositario por escrito. El depositario notificará a todos los Estados Partes las
propuestas que reúnan las condiciones indicadas en el párrafo 1 y solicitará sus
opiniones respecto de si la enmienda propuesta debe aprobarse.

3. La enmienda propuesta se considerará aprobada a menos que un ter-
cio de los Estados Partes objeten a ella mediante notificación escrita a más tar-
dar 180 días después de su distribución.

4. La enmienda al anexo, una vez aprobada, entrará en vigor 30 días des-
pués de que se haya depositado el vigésimo segundo instrumento de ratifica-
ción, aceptación o aprobación de esa enmienda para todos los Estados Partes
que hayan depositado ese instrumento. Para cada Estado Parte que ratifique,
acepte o apruebe la enmienda después de que se haya depositado el vigésimo
segundo instrumento, la enmienda entrará en vigor a los 30 días después de que
ese Estado parte haya depositado su instrumento de ratificación, aceptación o
aprobación.

Cuando el tratado nada dice sobre las enmiendas de los anexos, se aplican las nor-
mas generales que rigen la enmienda y modificación de los tratados.

B. REVISIÓN

La revisión de un tratado es básicamente una enmienda de carácter amplio. Sin em-
bargo, cuando el tratado aún no ha entrado en vigor no es posible enmendarlo con arreglo
a su propio procedimiento de enmienda. En tal caso, los Estados pueden acordar que el
texto necesita ser “revisado” con posterioridad a su aprobación pero antes de su entrada
en vigor. En tal caso, las partes negociadoras, con inclusión de los signatarios y las partes
contratantes, pueden reunirse para aprobar acuerdos o protocolos adicionales destinados
a abordar el problema. Esto sucedió en el caso del Acuerdo relativo a la aplicación de
la Parte XI de la Convención de las Naciones Unidas de 1982 sobre el Derecho del
Mar, 1994. Algunas dificultades concernientes a las disposiciones sobre la explotación
minera de los fondos marinos que figuran en la Parte XI de la Convención fueron plan-
teadas principalmente por Estados industrializados. Para tratar estas preocupaciones,
que hubiesen creado una situación en la que la mayor parte de los Estados industrializa-
dos no habrían pasado a ser partes en la Convención, el Secretario General convocó
en 1990 una serie de consultas oficiosas, que culminaron en la aprobación, el 28 de julio
de 1994, del Acuerdo de 1994 relativo a la aplicación de la Parte XI. Este Acuerdo entró
en vigor el 28 de julio de 1996. En su artículo 2 se aborda la relación entre el Acuerdo y la
Parte XI de la Convención y se establece que ambos serán interpretados y aplicados con-
juntamente como un instrumento único.

La revisión también se puede llevar a cabo después de la entrada en vigor del trata-
do. En la Parte IV de la Convención de Viena, 1969 no se menciona el término “revisión”
ni se hace referencia al procedimiento de revisión. Sin embargo, algunos tratados prevén
la revisión de forma separada de la enmienda. En estos casos el término “revisión” se uti-
liza a menudo en el sentido de una modificación general para adaptar el tratado a nuevas
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circunstancias que han variado, a diferencia de la enmienda, que constituye una modifi-
cación de disposiciones específicas de un tratado. En la Carta de las Naciones Unidas se
hace referencia al procedimiento de revisión en el Artículo 109 (bajo el epígrafe “Refor-
mas”). En el Artículo 109 se establece:

1. Se podrá celebrar una Conferencia General de los Miembros de las
Naciones Unidas con el propósito de revisar esta Carta, en la fecha y lugar que
se determinen por el voto de las dos terceras partes de los miembros de la
Asamblea General y por el voto de cualesquiera nueve miembros del Consejo
de Seguridad. Cada Miembro de las Naciones Unidas tendrá un voto en la Con-
ferencia.

2. Toda modificación de esta Carta recomendada por el voto de las dos
terceras partes de la Conferencia entrará en vigor al ser ratificada de acuerdo
con sus respectivos procedimientos constitucionales, por las dos terceras partes
de los Miembros de las Naciones Unidas, incluyendo a todos los miembros per-
manentes del Consejo de Seguridad.

3. Si no se hubiere celebrado tal Conferencia antes de la décima reunión
anual de la Asamblea General después de entrar en vigor esta Carta, la proposi-
ción de convocar tal Conferencia será puesta en la agenda de dicha reunión de
la Asamblea General, y la Conferencia será celebrada si así lo decidieren la ma-
yoría de los miembros de la Asamblea General y siete miembros cualesquiera
del Consejo de Seguridad.

C. MODIFICACIÓN SÓLO ENTRE ALGUNAS DE LAS PARTES

En virtud del derecho de los tratados, el término “modificación” se refiere normal-
mente a las alteraciones de algunas disposiciones de un tratado únicamente entre algunas
partes en dicho tratado. Entre las demás partes se aplican las disposiciones originales. De
conformidad con el artículo 41 de la Convención de Viena, 1969, dos o más partes en un
tratado podrán celebrar un acuerdo que tenga por objeto modificar el tratado únicamente
en sus relaciones mutuas si tal posibilidad está prevista por el tratado o si no está prohibi-
da por el tratado y la modificación no afecta a los derechos y obligaciones de otras partes
en virtud del tratado y no es incompatible con el objeto y el fin del mismo.

En el párrafo 3 del artículo 311 de la Convención de las Naciones Unidas sobre el
Derecho del Mar, 1982, se estipula:

Dos o más Estados Partes podrán celebrar acuerdos aplicables únicamente
en sus relaciones mutuas, por los que se modifiquen disposiciones de esta Con-
vención o se suspenda su aplicación, siempre que tales acuerdos no se refieran a
ninguna disposición cuya modificación sea incompatible con la consecución
efectiva de su objeto y de su fin, y siempre que tales acuerdos no afecten a la
aplicación de los principios básicos enunciados en la Convención y que las dis-
posiciones de tales acuerdos no afecten al disfrute de los derechos ni al cumpli-
miento de las obligaciones que a los demás Estados Partes correspondan en vir-
tud de la Convención.

Las disposiciones que modifican un tratado entre algunas de las partes únicamente
figuran por lo general en los tratados bilaterales que complementan algunas disposicio-
nes de tratados multilaterales, tales como el Convenio entre España y Rumania comple-
mentario del Convenio de 1954 relativo al procedimiento civil, 1999; y el Acuerdo entre
el Gobierno de la República de Hungría y el Gobierno del Canadá sobre el transporte
aéreo, que complementa las disposiciones del Convenio de 1944 sobre la Aviación Civil
Internacional, 1998.
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Aunque no ocurre en todos los casos, algunos tratados multilaterales incluyen dis-
posiciones sobre su duración. Cuando no existe tal disposición, en las secciones 1 (ar-
tículos 42 a 45) y 3 (artículos 54 a 64) de la Convención de Viena, 1969, se determinan
las circunstancias en las que un tratado se puede denunciar o terminar o bien se puede
suspender su aplicación, por razones distintas de la nulidad100.

A. SUSPENSIÓN

La suspensión de la aplicación de un tratado produce el efecto jurídico de la cesa-
ción provisional de la aplicación de sus disposiciones. El tratado subsiste pero su aplica-
ción se detiene. Las disposiciones generales concernientes a la suspensión de los tratados
figuran en la Parte V, sección 1, de la Convención de Viena, 1969. En el artículo 57 se
hace referencia expresa a la suspensión.

Un tratado puede determinar las condiciones de su suspensión. No abundan los tra-
tados que contienen cláusulas sobre la suspensión del tratado en su conjunto. Algunos
ejemplos aparecen en tratados que prevén la suspensión o derogación de algunas de sus
disposiciones, especialmente tratados de carácter económico, como los celebrados en el
marco de la Comunidad Europea o de la Organización Mundial del Comercio. Véase,
por ejemplo, el párrafo c) del artículo 7 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Euro-
pea, 1957:

En el momento de formular sus propuestas encaminadas a la consecución
de los objetivos enunciados en el artículo 8a, la Comisión tendrá en cuenta la
importancia del esfuerzo que determinadas economías, que presenten un nivel
de desarrollo diferente, tendrán que realizar durante el período de estableci-
miento del mercado interior, y podrá proponer las disposiciones adecuadas.

Si dichas disposiciones adoptaren la forma de excepciones, deberán tener
carácter temporal y perturbar lo menos posible el funcionamiento del mercado
común101.

Cuando no existen disposiciones relativas a la suspensión, en virtud del derecho in-
ternacional consuetudinario la aplicación de un tratado se puede suspender con respecto
a todas las partes o con respecto a una parte determinada en cualquier momento mediante
el consentimiento de todas las partes tras la celebración de consultas con los demás Esta-
dos contratantes (véase el artículo 57 de la Convención de Viena, 1969). Como regla ge-
neral, siempre que la suspensión no esté prohibida por el tratado, dicho tratado también
puede ser suspendido temporalmente por acuerdo entre algunas de las partes únicamente
si tal suspensión no afecta al disfrute de los derechos que correspondan a las demás par-
tes ni al cumplimiento de sus obligaciones en virtud del tratado y siempre que la suspen-
sión no sea incompatible con el objeto y el fin del tratado (véase el apartado b) del párra-
fo 1 del artículo 58 de la Convención de Viena, 1969). Un tratado se puede suspender
implícitamente mediante la celebración de un tratado posterior si se desprende de este úl-
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100 En la sección 2 de la Parte V de la Convención de Viena, 1969 se establecen las normas que rigen la nulidad de
los tratados.

101 Véanse también el Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio, 1947 (artículo XVIII) y el
Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio (anexo al Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organiza-
ción Mundial del Comercio, 1994) (artículo 12.8).



timo tratado o se establece de otro modo que ésa fue la intención de las partes (párrafo 2
del artículo 59 de la Convención de Viena, 1969).

B. RETIRO/DENUNCIA

Por lo general, una parte puede retirarse de un tratado o denunciarlo, de conformi-
dad con las disposiciones del tratado o en cualquier momento con el consentimiento de
todas las partes, tras celebrar consultas con todos los Estados contratantes (véase el ar-
tículo 54 de la Convención de Viena, 1969). Los términos “denuncia” y “retiro” expresan
el mismo concepto jurídico. La denuncia (o el retiro) es un procedimiento iniciado unila-
teralmente por un Estado para dar por terminados sus compromisos jurídicos en virtud
de un tratado. El tratado en cuestión sigue produciendo sus efectos con respecto a las de-
más partes en el mismo.

Las disposiciones generales relativas a la denuncia o el retiro de un tratado figuran
en los artículos 42 a 45 de la Convención de Viena. En la sección 3 de la Parte V de la
Convención de Viena, 1969 se incluyen otras disposiciones concernientes a la denuncia
o el retiro de un tratado.

1. Retiro (o denuncia) de conformidad con las disposiciones del tratado

Cuando un tratado autoriza su denuncia, a menudo determina también las condicio-
nes en virtud de las cuales la denuncia se puede llevar a cabo. En el artículo 15 del Proto-
colo facultativo de la Convención de 1989 sobre los Derechos del Niño relativo a la ven-
ta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía, 2000, se
establece:

1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Protocolo en cualquier
momento notificándolo por escrito al Secretario General de las Naciones Uni-
das, quien informará de ello a los demás Estados Partes en la Convención y a to-
dos los Estados que hayan firmado la Convención. La denuncia surtirá efecto
un año después de la fecha en que la notificación haya sido recibida por el Se-
cretario General de las Naciones Unidas.

2. Esa denuncia no eximirá al Estado Parte de las obligaciones que le in-
cumban en virtud del presente Protocolo respecto de todo delito que se haya co-
metido antes de la fecha en que aquélla surta efecto. La denuncia tampoco obs-
tará en modo alguno para que el Comité prosiga el examen de cualquier asunto
iniciado antes de esa fecha102.

En la Convención sobre la prohibición del empleo, almacenamiento, producción y
transferencia de minas antipersonal y sobre su destrucción, 1997 también se autoriza su
denuncia y se establecen las condiciones que se han de aplicar para denunciar la Conven-
ción. Su artículo 20 dispone:

1. Esta Convención tendrá una duración ilimitada.

2. Cada Estado Parte tendrá, en ejercicio de su soberanía nacional, el de-
recho de denunciar esta Convención. Comunicará dicha renuncia a todos los
Estados Partes, al Depositario y al Consejo de Seguridad de las Naciones Uni-
das. Tal instrumento de denuncia deberá incluir una explicación completa de
las razones que motivan su denuncia.
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102 Véase también el Protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la participa-
ción de niños en conflictos armados, 2000 (artículo 11).



3. Tal denuncia sólo surtirá efecto seis meses después de la recepción del
instrumento de denuncia por el Depositario. Sin embargo, si al término de ese pe-
ríodo de seis meses el Estado Parte denunciante está involucrado en un conflicto
armado, la denuncia no surtirá efecto antes del final del conflicto armado.

4. La denuncia de un Estado Parte de esta Convención no afectará de nin-
guna manera el deber de los Estados de seguir cumpliendo con obligaciones con-
traídas de acuerdo con cualquier norma pertinente del Derecho Internacional103.

La Convención sobre los Derechos del Niño, 1989, también autoriza la denuncia.
En su artículo 52 se establece:

Todo Estado Parte podrá denunciar la presente Convención mediante noti-
ficación hecha por escrito al Secretario General de las Naciones Unidas. La de-
nuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que la notificación haya sido
recibida por el Secretario General104.

En el artículo 28 del Convenio de Estocolmo sobre contaminantes orgánicos per-
sistentes, 2001, por ejemplo, se prevé el retiro del Convenio:

Retiro

1. En cualquier momento después de que hayan transcurrido tres años
contados a partir de la fecha en que el presente Convenio haya entrado en vigor
para una Parte, esa Parte podrá retirarse del Convenio notificándolo por escrito
al Depositario.

2. Ese retiro cobrará efecto al cumplirse un año contado a partir de la fe-
cha en que el Depositario haya recibido la notificación de la denuncia o en la fe-
cha posterior que se indique en dicha notificación.

En el artículo 19 del Convenio de Viena para la protección de la capa de ozo-
no, 1985 se prevé el retiro del Convenio y de cualquiera de sus Protocolos:

En cualquier momento después de que hayan transcurrido cuatro años
contados a partir de la fecha en que el presente Convenio haya entrado en vigor
para una Parte, esa Parte podrá retirarse del Convenio notificándolo por escrito
al Depositario.

Salvo que se disponga otra cosa en cualquier protocolo, en cualquier mo-
mento después de que hayan transcurrido cuatro años contados a partir de la fe-
cha en que ese protocolo haya entrado en vigor para una Parte, esa Parte podrá
retirarse del protocolo notificándolo por escrito al Depositario.

Cualquier retiro surtirá efecto un año después de la fecha en que el Deposi-
tario haya recibido la notificación o en una fecha posterior que se indique en la
notificación del retiro.

Se considerará que cualquier Parte que se retire del presente Convenio se
retira también de los protocolos en los que sea Parte.

2. Retiro (o denuncia) cuando el tratado nada dice sobre el retiro
(o denuncia)

Algunos tratados no contienen disposiciones sobre la denuncia o el retiro. Por ejem-
plo, algunos tratados sobre derechos humanos, como el Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos, 1966, no incluyen disposiciones sobre la denuncia o el retiro.
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Racial, 1966 (artículo 21); y el Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados, 1967 (artículo 9).



En la Convención de Viena, 1969 se consagra el principio de que un tratado está su-
jeto a denuncia o retiro únicamente si las disposiciones adecuadas se incorporan al trata-
do. No obstante, la autorización explícita de un tratado constituye una excepción a ese
principio. En consecuencia, en el caso de un tratado que no dice nada sobre la denuncia o
el retiro, una parte puede retirarse del mismo o denunciarlo si se establece que las partes
tenían la intención de admitir la posibilidad de la denuncia o el retiro o si la naturaleza del
tratado puede suponer un derecho a la denuncia o el retiro. Una parte deberá notificar con
12 meses por lo menos de antelación su intención de denunciar un tratado o de retirarse
de él (artículo 56 de la Convención de Viena, 1969)105.

C. DENEGACIÓN DE DERECHOS/EXCLUSIÓN

Algunos tratados contienen disposiciones que en ciertas circunstancias niegan a las
partes determinados derechos previstos en los tratados. En el artículo 61 del Convenio
Internacional del Cacao, 2001 se establece:

El Consejo, si estima, con arreglo al párrafo 3 del artículo 51, que un
Miembro está infringiendo las obligaciones que le impone el presente Conve-
nio y decide además que tal infracción entorpece seriamente el funcionamiento
del presente Convenio, podrá, por votación especial, excluir a tal Miembro de
la Organización. El Consejo notificará inmediatamente al depositario tal exclu-
sión. Noventa días después de la decisión del Consejo, ese Miembro dejará de
ser Miembro de la Organización106.

De modo análogo, en el Convenio Internacional del Aceite de Oliva y de las Aceitu-
nas de Mesa, 1986 (artículo 58) se estipula:

Si el Consejo estima que un Miembro ha incumplido las obligaciones con-
traídas en virtud del presente Convenio y decide, además, que tal incumpli-
miento entorpece seriamente la aplicación del presente Convenio, podrá, me-
diante decisión unánime de los demás Miembros, excluir del presente
Convenio a ese Miembro. El Consejo lo notificará inmediatamente al deposita-
rio. Treinta días después de la fecha de la decisión del Consejo, ese Miembro
dejará de ser parte en el presente Convenio.

La exclusión de un tratado también puede resultar de la falta de pago de las cuotas.
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105 El 25 de agosto de 1997, el Secretario General recibió del Gobierno de la República Popular Democrática de
Corea una notificación de retiro del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 1966, de fecha 23 de agosto
de 1997. Como el Pacto no contiene una disposición relativa al retiro, el Depositario remitió, el 23 de septiembre
de 1997, un recordatorio al Gobierno de la República Popular Democrática de Corea en el que explicó la posición del
Secretario General en relación con la notificación antes mencionada. El Secretario General, en su calidad de deposita-
rio y basándose en el artículo 56 de la Convención de Viena, 1969, concluyó que, en el caso del Pacto, al parecer las par-
tes negociadoras no habían pasado por alto la posibilidad de prever explícitamente el retiro o la denuncia, sino que, al
parecer, habían tenido la intención deliberada de no prever esta posibilidad. En relación con la cuestión de si la natura-
leza del Pacto, como tratado sobre derechos humanos, suponía un derecho de denuncia o de retiro, el Secretario General
concluyó que, aunque algunos tratados sobre derechos humanos preveían explícitamente la denuncia, esos tratados no
suponían un derecho inherente de denuncia o retiro. En particular, como el Pacto formaba parte de la relativa minoría de
tratados sobre derechos humanos que no estaban explícitamente sujetos a denuncia o retiro, sería incorrecto suponer
que la naturaleza del Pacto de algún modo suponía la posibilidad de denuncia o retiro. Por consiguiente, y en consonan-
cia con el artículo 54 de la Convención de Viena, 1969, el retiro del Pacto no parecía posible salvo que todos los Estados
Partes en el Pacto aceptaran tal retiro. En consecuencia, el Secretario General distribuyó la notificación del retiro y el
recordatorio a todos los Estados Partes con el documento C.N.467, 1997,TREATIES-10, de 12 de noviembre de 1997.
Alemania, Austria, el Canadá, Dinamarca, España, Finlandia, Francia, Kuwait, Noruega, los Países Bajos, Portugal, el
Reino Unido (y el Reino Unido en nombre de la Unión Europea), Suecia y Suiza escribieron al Secretario General ex-
presando sus opiniones sobre la denuncia por parte de la República Popular Democrática de Corea. Todos ellos, con ex-
cepción de Kuwait, declararon claramente en sus cartas al Secretario General que consideraban que esa denuncia no es-
taba permitida por el Pacto e impugnaron el retiro por parte de la República Popular Democrática de Corea.

106 Véanse también el Acuerdo por el que se establece la Asociación Internacional de Fomento del Té, 1977 (ar-
tículo 24), el Convenio Internacional sobre el Caucho Natural, 1987 (artículo 64); y el Convenio Internacional del
Café, 2000 (artículo 50).



D. PRÓRROGA DE LA DURACIÓN

Cuando un tratado especifica su duración, también puede prever la prórroga de di-
cha duración y las condiciones de esa prórroga. Así, por ejemplo, en el párrafo 2 del ar-
tículo 52 del Convenio Internacional del Café, 2000, se estipula:

2) El Consejo podrá, mediante el voto de una mayoría de los Miembros
que represente por lo menos una mayoría distribuida de dos tercios del total de
los votos, decidir que este Convenio sea prorrogado hasta más allá del 30 de
septiembre de 2007 por uno o más períodos sucesivos que no supongan en total
más de seis años.

De modo análogo, en el Convenio sobre la Ayuda Alimentaria, 1999 (artícu-
lo XXV) se preveía que estaría en vigor “hasta el 30 de junio de 2002”107. En los párrafos
b) y c) del artículo XXV del Convenio se establece asimismo:

b) El Comité podrá prorrogar el Convenio por un período no superior a
dos años, después del 30 de junio del 2002, así como por períodos subsiguientes
no superiores a dos años en cada caso, sujeto siempre a que el Convenio sobre
el Comercio de Cereales, 1995, o un nuevo Convenio sobre el Comercio de Ce-
reales que lo sustituya, permanezca en vigor durante el período de la prórroga.

c) Si el Convenio se prorroga conforme al párrafo b) de este Artículo, los
compromisos de los miembros conforme al párrafo e) del Artículo III podrán
ser objeto de revisión por los miembros antes de la entrada en vigor de cada pró-
rroga. Sus compromisos respectivos, así revisados, continuarán invariables du-
rante la duración de cada prórroga.

Asimismo, el Convenio Internacional sobre el Caucho Natural, 1987 debía estar en
vigor “durante un período de cinco años a partir de su entrada en vigor” salvo que se pro-
rrogase conforme al artículo 66:

3. El Consejo podrá decidir, por votación especial, prorrogar la duración
del presente Convenio por uno o varios períodos que no excedan en total de dos
años, contados a partir de la fecha de expiración del período de cinco años seña-
lado en el párrafo 1 de este artículo.
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107 El Convenio sobre la Ayuda Alimentaria, 1999, fue prorrogado de conformidad con estas disposiciones: en ju-
nio de 2002 se decidió prorrogar el Convenio hasta el 30 de junio de 2003, y en junio de 2003 se decidió prorrogarlo
hasta el 30 de junio 2005. Véase también el Convenio Internacional del Aceite de Oliva y de las Aceitunas de
Mesa, 1986 (artículo 60).
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Sobre la base del principio general del derecho internacional pacta sunt servanda,
un tratado en vigor es vinculante para las partes y debe ser cumplido por ellas de buena
fe108. Sin embargo, un tratado puede darse por terminado mediante acuerdo de las partes
de conformidad con el procedimiento establecido en el propio tratado o con arreglo al
derecho internacional consuetudinario, codificado por la Convención de Viena, 1969.
Las disposiciones generales que rigen la terminación se establecen en la Convención de
Viena, 1969 (artículos 42 al 45). Las normas generales sobre la terminación de la aplica-
ción de los tratados figuran en la sección 3 de la Convención de Viena, 1969.

A diferencia de las enmiendas, que tienen el efecto de modificar las disposiciones
del tratado, la terminación libera a las partes de toda obligación de cumplir en adelante
las disposiciones del tratado; el tratado deja de estar en vigor (a menos que las disposi-
ciones de que se trate sean parte también del derecho internacional consuetudinario).

En el párrafo 2 del artículo 42 de la Convención de Viena, 1969 se estipula que la
terminación de un tratado sólo puede tener lugar como resultado de la aplicación de las
disposiciones del propio tratado o de la Convención de Viena, 1969. La terminación del
tratado también puede ser resultado de un tratado posterior en el que sean partes todas las
partes del tratado anterior.

1. Terminación en virtud de las disposiciones del tratado

a. Aunque la mayor parte de los tratados se celebran por un período de tiempo indefini-
do, un tratado puede establecer las reglas que rigen su terminación y las consecuen-
cias y repercusiones administrativas de esa terminación.

La terminación de un tratado puede ser resultado de la decisión de un órgano
establecido en el tratado. Por ejemplo, con arreglo a los párrafos 4 y 5 del artículo 63
del Convenio Internacional del Cacao, 2001, la terminación puede resultar de las si-
guientes disposiciones:

Duración, extensión y terminación

[...]

4. El Consejo podrá en cualquier momento, por votación especial, de-
clarar terminado el presente Convenio. Tal terminación surtirá efecto a partir de
la fecha que decida el Consejo, entendiéndose que las obligaciones que impone
a los Miembros el artículo 26 subsistirán hasta que se hayan cumplido las obli-
gaciones financieras relacionadas con el funcionamiento del presente Conve-
nio. El Consejo notificará tal decisión al depositario.

5. No obstante la terminación del presente Convenio por cualquier me-
dio, el Consejo seguirá existiendo durante todo el tiempo que sea necesario para
liquidar la Organización, cerrar sus cuentas y disponer de sus haberes. El Con-
sejo tendrá durante ese período las atribuciones necesarias para concluir todos
los asuntos administrativos y financieros.

[...]
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Asimismo, en los párrafos 3 y 4 del artículo 52 del Convenio Internacional del
Café, 2000 se dispone:

El Consejo podrá en cualquier momento, mediante el voto afirmativo de
una mayoría de los Miembros que represente por lo menos una mayoría distri-
buida de dos tercios del total de los votos, declarar terminado este Convenio en
la fecha que determine el Consejo.

Pese a la terminación de este Convenio, el Consejo seguirá existiendo todo
el tiempo que haga falta para adoptar las decisiones que se requieran durante el
período necesario para liquidar la Organización, cerrar sus cuentas y disponer
de sus haberes.

Además, en el párrafo 6 del artículo 67 del Convenio Internacional sobre el
Caucho Natural, 1979 se establece:

El Consejo podrá en todo momento, por votación especial, declarar termi-
nado el presente Convenio con efecto a partir de la fecha que establezca el pro-
pio Consejo. El Consejo notificará al depositario cualquier decisión en ese sen-
tido.

b. El tratado también puede establecer una fecha para su terminación. Por ejemplo, en
el párrafo 1 del artículo 60 del Convenio Internacional del Aceite de Oliva y de las
Aceitunas de Mesa, 1986 se dispone lo siguiente:

El presente Convenio permanecerá en vigor hasta el 31 de diciembre
de 1991, a menos que el Consejo decida prorrogarlo, reconducirlo, renovarlo o
ponerle fin, de conformidad con las disposiciones del presente artículo.

c. El tratado puede indicar también que el tratado posterior da por terminado un tratado
anterior o varios de ellos. Así, en la Convención Única sobre Estupefacientes, 1961
se estipula la terminación de algunos tratados anteriores sobre estupefacientes entre
las partes en la Convención Única. En su artículo 44 se establece:

Abrogación de los instrumentos internacionales anteriores

1. Al entrar en vigor la presente Convención, sus disposiciones abroga-
rán y sustituirán entre las Partes las disposiciones de los siguientes instrumen-
tos:

a) Convención Internacional del Opio, firmada en La Haya el 23 de ene-
ro de 1912;

b) Acuerdo concerniente a la fabricación, el comercio interior y el uso
de opio preparado, firmado en Ginebra el 11 de febrero de 1925;

c) Convención Internacional del Opio, firmada en Ginebra el 19 de fe-
brero de 1925;

d) Convención para limitar la fabricación y reglamentar la distribución
de estupefacientes, firmada en Ginebra el 13 de julio de 1931;

e) Acuerdo para la supresión del hábito de fumar opio en el Lejano
Oriente, firmado en Bangkok el 27 de noviembre de 1931;

f) Protocolo firmado en Lake Success (Nueva York) el 11 de diciembre
de 1946, que modifica los Acuerdos, Convenciones y Protocolos sobre estupe-
facientes concertados en La Haya el 23 de enero de 1912, en Ginebra el 11 de
febrero de 1925, el 19 de febrero de 1925 y el 13 de julio de 1931, en Bangkok
el 27 de noviembre de 1931 y en Ginebra el 26 de junio de 1936, salvo en lo que
afecta a esta última Convención;
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g) Las Convenciones y Acuerdos mencionados en los apartados a) a e),
modificados por el Protocolo de 1946, mencionado en el apartado f);

h) Protocolo firmado en París el 19 de noviembre de 1948, que somete a
fiscalización internacional ciertas drogas no comprendidas en la Convención
del 13 de julio de 1931 para limitar la fabricación y reglamentar la distribución
de estupefacientes, modificada por el Protocolo firmado en Lake Success (Nue-
va York) el 11 de diciembre de 1946;

i) Protocolo para limitar y reglamentar el cultivo de la adormidera y la
producción, el comercio internacional, el comercio al por mayor y el uso del
opio, firmado en Nueva York el 23 de junio de 1953, en caso que dicho Proto-
colo hubiera entrado en vigor.

2. Al entrar en vigor la presente Convención, el apartado b) del inciso 2
del artículo 36 abrogará y sustituirá, entre las Partes que lo sean también en la
Convención para la supresión del tráfico ilícito de drogas nocivas, firmada en
Ginebra el 26 de junio de 1936, las disposiciones del artículo 9 de esta última
Convención, pero esas Partes podrán mantener en vigor dicho artículo 9 previa
notificación al Secretario General.

2. Terminación cuando el tratado nada dice sobre la misma

La Convención de Viena, 1969 establece principios generales sobre la terminación
en el caso en que el tratado no contenga ninguna disposición sobre la misma. En los ar-
tículos 54 y 55 se estipula que la terminación de un tratado podrá tener lugar en cualquier
momento por consentimiento de todas las partes después de celebrar consultas. Salvo
que el tratado disponga otra cosa, un tratado multilateral no terminará por el solo hecho
de que el número de partes llegue a ser inferior al necesario para su entrada en vigor. Sin
embargo, excepcionalmente un tratado puede terminar por esta razón. Véase la Conven-
ción de las Naciones Unidas para la Prevención y la Sanción del Delito de Genoci-
dio, 1948, que en su artículo XV establece:

Si, como resultado de denuncias, el número de las Partes en la Presente
Convención se reduce a menos de dieciséis, la Convención cesará de estar en
vigor a partir de la fecha en que la última de esas denuncias tenga efecto.

Numerosos tratados no incluyen en sus cláusulas finales disposiciones sobre la ter-
minación. Esto sucede a menudo en los tratados sobre derechos humanos o sobre medio
ambiente.
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Las cláusulas finales a menudo se consideran como disposiciones meramente for-
males. Sin embargo, incluyen artículos sobre una amplia variedad de asuntos, algunos de
los cuales, como la entrada en vigor, las enmiendas o la solución de controversias, tie-
nen suma importancia para la aplicación de un tratado. En la mayor parte de los tratados
multilaterales se establecen cláusulas finales, que incluyen artículos sobre la firma, rati-
ficación, aceptación, aprobación, adhesión, reservas, entrada en vigor, solución de con-
troversias, enmiendas, anexos, retiro/denuncia o designación del depositario. Las dispo-
siciones específicas sobre estos asuntos contribuyen a la aplicación eficaz de un tratado
multilateral. En cambio no siempre son necesarias las cláusulas finales relativas a la apli-
cación provisional, la aplicación territorial, la relación con otros tratados o la dura-
ción. Su inclusión en un tratado determinado depende de la naturaleza y el contenido del
mismo.

Aunque las cláusulas finales suelen seguir los precedentes existentes, su redacción
debería tener en cuenta las necesidades particulares de cada tratado. Dada la función
esencial que desempeñan, la redacción de las cláusulas finales debería estar destinada a
superar los problemas más frecuentes, especialmente los más difíciles, tales como la par-
ticipación en los tratados o la entrada en vigor de las enmiendas. En este contexto, el do-
cumento ST/SGB/2001/7 se considera especialmente importante desde el punto de vista
del Secretario General.
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ANEXO

Boletín del Secretario General (ST/SGB/2001/7), de 28 de agosto de 2001

Procedimientos que deben seguir los departamentos, las oficinas y las comisiones
regionales de las Naciones Unidas respecto de los tratados y acuerdos inter-
nacionales

El Secretario General, con objeto de establecer los procedimientos que deben se-
guir los departamentos, las oficinas y las comisiones regionales de las Naciones Unidas
respecto de los tratados y acuerdos internacionales, promulga lo siguiente:

PARTE I. TRATADOS Y ACUERDOS INTERNACIONALES

CONCERTADOS POR LAS NACIONES UNIDAS

Sección 1

Proyectos de tratados y acuerdos internacionales

Los proyectos de tratados y acuerdos internacionales que vayan a concertar las Na-
ciones Unidas deberán ser presentados por el departamento, la oficina o la comisión re-
gional pertinente a la Oficina de Asuntos Jurídicos para que los examine y formule ob-
servaciones antes de su formalización.

Sección 2

Registro o archivo e inscripción

Todos los tratados y acuerdos internacionales concertados por las Naciones Unidas
deberán ser enviados por el departamento, la oficina o la comisión regional pertinente a
la Sección de Tratados de la Oficina de Asuntos Jurídicos (Sección de Tratados), en el
momento de su entrada en vigor, para que se registren de conformidad con el Artícu-
lo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, o para que se archiven e inscriban. Esos ins-
trumentos permanecerán bajo la custodia de la Sección de Tratados a menos que ésta
haya aprobado previamente algún arreglo especial al respecto.

PARTE II. INSTRUMENTOS RELATIVOS A MEDIDAS ADOPTADAS

CON ARREGLO A LOS TRATADOS CONCERTADOS POR LAS NACIONES UNIDAS

Sección 3

Instrumentos en relación con los cuales haya que celebrar consultas

Cuando las Naciones Unidas se propongan adoptar una medida con arreglo a un tra-
tado para la que sean necesarios plenos poderes, un acto de confirmación oficial o un ins-
trumento de aceptación, aprobación o adhesión, el departamento, la oficina o la comisión
regional pertinente deberá consultar a la Oficina de Asuntos Jurídicos antes de adoptar
esa medida.

PARTE III. TRATADOS Y ACUERDOS INTERNACIONALES

QUE SE PREVEA DEPOSITAR EN PODER DEL SECRETARIO GENERAL

Sección 4

Proyectos de tratados y acuerdos internacionales

4.1 Todos los proyectos de tratados y acuerdos internacionales que se prevea de-
positar en poder del Secretario General de las Naciones Unidas deberán ser presentados
por el departamento, la oficina o la comisión regional pertinente a la Oficina de Asuntos
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Jurídicos para que ésta los examine y formule observaciones al respecto antes de su for-
malización.

4.2 Los proyectos de cláusulas definitivas de esos tratados y acuerdos internacio-
nales deberán ser presentados por el departamento, la oficina o la comisión regional per-
tinente a la Sección de Tratados para que ésta los examine y formule observaciones al
respecto antes de su formalización.

4.3 Deberá hacerse todo lo posible para que los tratados y los acuerdos internacio-
nales que se prevea depositar en poder del Secretario General de las Naciones Unidas se
concierten únicamente en los idiomas oficiales de las Naciones Unidas.

Sección 5

Textos aprobados de tratados y acuerdos internacionales

5.1 Tras la aprobación oficial de los textos de tratados y acuerdos internacionales
que se prevea depositar en poder del Secretario General de las Naciones Unidas, los tex-
tos aprobados deberán ser presentados por el departamento, la oficina o la comisión re-
gional pertinente, en forma impresa y en formato electrónico, a la Sección de Tratados,
en todos los idiomas autorizados, para que la Sección prepare los originales de esos
acuerdos y desempeñe las funciones de depositario establecidas. En general, deberá pre-
verse un lapso de cuatro semanas entre la fecha de aprobación y la fecha en que los trata-
dos o acuerdos internacionales se abran a la firma, con objeto de que sea posible preparar
los originales de los tratados o los acuerdos internacionales y distribuir las copias autén-
ticas certificadas.

5.2 Una vez que los textos hayan sido aprobados oficialmente no podrá modifi-
carlos ningún departamento, oficina ni comisión regional, excepto en consulta con la
Sección de Tratados.

Sección 6

Nombramiento del Secretario General como depositario de tratados
y acuerdos internacionales

6.1 Cuando se prevea que el Secretario General habrá de desempeñar funciones
de depositario de tratados y acuerdos internacionales, en esos tratados o acuerdos inter-
nacionales deberán conferirse dichas funciones de depositario únicamente al Secretario
General y no a ningún otro funcionario de las Naciones Unidas. El Secretario General no
podrá ser nombrado codepositario.

6.2 Cuando se prevea que el Secretario General será nombrado depositario, el de-
partamento, la oficina o la comisión regional pertinente deberá consultar previamente a
la Sección de Tratados.

6.3 Todos los tratados y acuerdos internacionales depositados en poder del Secre-
tario General y abiertos a la firma permanecerán bajo la custodia de la Sección de Trata-
dos. Toda excepción a esta regla deberá establecerse previamente con la Sección de Tra-
tados.

Sección 7

Plenos poderes

Todos los instrumentos de plenos poderes recibidos por un departamento, oficina o
comisión regional en que se autorice a un representante a firmar tratados y acuerdos in-
ternacionales depositados en poder del Secretario General habrán de enviarse a la Sec-
ción de Tratados para que sean verificados antes de la firma de los tratados o acuerdos in-
ternacionales. Toda excepción a esta regla deberá establecerse previamente con la
Sección de Tratados.
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Sección 8

Ceremonia de firma

Cuando se prevea que los Estados firmen un tratado o un acuerdo internacional de-
positado en poder del Secretario General en una misma ocasión, el departamento, la ofi-
cina o la comisión regional pertinente deberá informar previamente de ello a la Oficina
de Asuntos Jurídicos. Los arreglos para la ceremonia de firma, entre ellos los relativos al
desempeño de las funciones de depositario, deberán disponerse en consulta con la Sec-
ción de Tratados.

Sección 9

Instrumentos y notificaciones que habrán de depositarse
en poder del Secretario General

Los instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación, adhesión, sucesión o
cualquier otro instrumento similar, así como las notificaciones relativas a los tratados y
los acuerdos internacionales depositados en poder del Secretario General, recibidos por
un departamento, oficina o comisión regional, deberán remitirse a la Sección de Trata-
dos.

PARTE IV. DISPOSICIONES FINALES

Sección 10

Disposiciones finales

10.1 El presente boletín entrará en vigor el 1° de octubre de 2001.

10.2 En virtud del presente boletín queda abolida la instrucción administrativa
AI/52, de 25 de junio de 1948.

(Firmado) Kofi A. ANNAN

Secretario General
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Aceptación Véase Ratificación.

Acta Final Un Acta Final es un documento en el que se resumen las actuacio-
nes de una conferencia diplomática. Por lo general es el acto formal
por el cual las partes negociadoras ponen término a la conferencia.
Habitualmente forma parte de la documentación emanada de la
conferencia, con inclusión del tratado, las resoluciones y las decla-
raciones interpretativas formuladas por los Estados participantes.
La firma del Acta Final no es obligatoria, pero esa firma puede per-
mitir la participación en los mecanismos posteriores derivados de
la conferencia, tales como los comités preparatorios. La firma del
Acta Final por lo general no crea obligaciones jurídicas ni obliga al
Estado signatario a firmar o a ratificar el tratado adjunto.

Adhesión La adhesión es el acto por el cual un Estado que no ha firmado un
tratado expresa su consentimiento a ser parte en ese tratado, depo-
sitando un “instrumento de adhesión”. La adhesión tiene los mis-
mos efectos jurídicos que la ratificación, aceptación o aprobación.

Adopción La adopción es el acto formal mediante el cual las partes negocia-
doras establecen la forma y el contenido de un tratado. La adopción
puede también ser el mecanismo empleado para establecer la forma
y el contenido de las enmiendas a un tratado o los reglamentos pre-
vistos en un tratado.

Aprobación Véase Ratificación.

Autenticación La autenticación es el procedimiento mediante el cual el texto de un
tratado se establece como auténtico y definitivo. Después de que el
tratado ha sido autenticado, sus disposiciones no pueden modifi-
carse, excepto mediante una enmienda formal.

Cláusulas finales Las cláusulas finales son disposiciones que habitualmente figuran
al final de un tratado y abordan temas tales como la firma, la ratifi-
cación, la aceptación, la aprobación, la adhesión, la denuncia, la
enmienda, las reservas, la entrada en vigor, la solución de contro-
versias, cuestiones relativas al depositario y textos auténticos.

Consentimiento en obligarse Un Estado expresa su consentimiento en obligarse por un tratado
en virtud del derecho internacional mediante un acto formal, es de-
cir, la firma definitiva, la ratificación, la aceptación, la aprobación
o la adhesión.

Convención El término “convención” se utiliza actualmente en general para los
tratados multilaterales formales que tienen un amplio número de
partes. Por lo general, las convenciones están abiertas a la partici-
pación de la comunidad internacional en su conjunto o de un am-
plio número de Estados. Habitualmente, los instrumentos negocia-
dos bajo los auspicios de una organización internacional se
denominan convenciones. Lo mismo sucede con los instrumentos
adoptados por un órgano de una organización internacional.
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Declaración declaración interpretativa

Una declaración interpretativa es una declaración formulada por un
Estado respecto de su entendimiento de algún asunto abarcado por
el tratado o su interpretación de una disposición determinada. A di-
ferencia de las reservas, las declaraciones simplemente aclaran la
posición de un Estado y no tienen el propósito de excluir ni modifi-
car los efectos jurídicos del tratado.

declaración obligatoria

Una declaración obligatoria es una declaración exigida concreta-
mente por el propio tratado. A diferencia de una declaración inter-
pretativa, la declaración obligatoria es vinculante para el Estado
que la formula.

declaración facultativa

Una declaración facultativa es una declaración que un tratado pre-
vé específicamente, pero que no exige. A diferencia de la declara-
ción interpretativa, la declaración facultativa es vinculante para el
Estado que la formula.

Depositario El depositario de un tratado es el custodio del mismo, a quien se
confían las funciones determinadas en el artículo 77 de la Conven-
ción de Viena de 1969. El depositario puede ser uno o más Estados,
una organización internacional o el principal funcionario de la or-
ganización, por ejemplo el Secretario General de las Naciones Uni-
das.

Enmienda En el contexto del derecho de los tratados, la enmienda es la modi-
ficación formal de las disposiciones de un tratado por las partes.

Entrada en vigor La entrada en vigor de un tratado es el momento en que un tratado
pasa a ser jurídicamente vinculante para las partes en el mismo. Las
disposiciones de un tratado determinan el momento de su entrada
en vigor. Un tratado que ya ha entrado en vigor puede entrar en vi-
gor de una manera establecida en él para un Estado o una organiza-
ción internacional que expresa su consentimiento en obligarse por
dicho tratado después de su entrada en vigor.

Estado contratante Un Estado contratante es el Estado que ha expresado su consenti-
miento en obligarse por un tratado cuando el tratado todavía
no ha entrado en vigor o cuando no ha entrado en vigor para ese
Estado.

Firma Firma definitiva (firma no sujeta a ratificación)

La firma definitiva es aquella mediante la cual un Estado expresa
su consentimiento en obligarse por un tratado mediante la firma del
mismo sin necesidad de ratificación, aceptación o aprobación.

Firma simple (firma sujeta a ratificación)

La firma simple se aplica a la mayor parte de los tratados multilate-
rales. Esto significa que cuando un Estado firma el tratado, la firma
está sujeta a ratificación, aceptación o aprobación. El Estado no ha
expresado su consentimiento en obligarse por el tratado hasta que
ratifica, acepta o aprueba dicho tratado.
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Idioma auténtico Habitualmente, un tratado especifica cuáles son sus idiomas autén-
ticos, es decir, aquellos en los que se ha de determinar el significa-
do de sus disposiciones.

Modificación La modificación, en el contexto del derecho de los tratados, hace
referencia a la variación de algunas disposiciones de un tratado úni-
camente entre determinadas partes en ese tratado. Con respecto a
las demás partes, se aplican las disposiciones originales.

Notificación del depositario Una notificación del depositario es un aviso formal que el Secreta-
rio General, como depositario de un tratado determinado, envía a
los Estados Miembros, los Estados que no son miembros, los orga-
nismos especializados de las Naciones Unidas y sus secretarías, las
organizaciones y oficinas de las Naciones Unidas. La notificación
da información sobre el tratado, incluso de las medidas adoptadas.

Parte Una parte en un tratado es un Estado u otra entidad que tiene capaci-
dad para celebrar tratados y ha expresado su consentimiento en obli-
garse por dicho tratado mediante un acto de ratificación, aceptación,
aprobación o adhesión, etcétera, por el que ese tratado ha entrado en
vigor para ese Estado determinado. Esto significa que el Estado que-
da obligado por el tratado en virtud del derecho internacional.

Plenos poderes Los plenos poderes consisten en un instrumento solemne emitido
por el Jefe de Estado, Jefe de Gobierno o Ministro de Relaciones
Exteriores, por el que se faculta a un representante designado para
llevar a cabo determinadas disposiciones relativas a un tratado.

Protocolo Un protocolo, en el contexto del derecho y la práctica de los trata-
dos, tiene las mismas características jurídicas que un tratado. El tér-
mino protocolo se utiliza a menudo para describir los acuerdos
de un carácter menos formal que los denominados tratado o con-
vención. Por lo general, un protocolo enmienda, complementa o
aclara un tratado multilateral. Un protocolo normalmente está
abierto a la participación de las partes en el acuerdo del que depen-
de. Sin embargo, últimamente se han negociado diversos protoco-
los que no se ajustan a este principio. La ventaja de un protocolo es
que, si bien está vinculado al acuerdo del que depende, puede cen-
trarse en un aspecto concreto de ese acuerdo de forma mucho más
detallada.

Ratificación, aceptación,
aprobación

Los términos ratificación, aceptación y aprobación se refieren al
acto realizado en el plano internacional, por el cual un Estado de-
muestra su consentimiento en obligarse por un tratado.

Registro El registro, en el contexto del derecho y la práctica de los tratados,
hace referencia a la función de la Secretaría de las Naciones Unidas
al llevar a cabo el registro de tratados y acuerdos internacionales en
virtud del Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas.

Reserva Una reserva es una declaración formulada por un Estado median-
te la cual afirma excluir o modificar los efectos jurídicos de deter-
minadas disposiciones de un tratado en su aplicación a ese Esta-
do. Las reservas no pueden ser contrarias al objeto y el fin del
tratado. Algunos tratados prohíben las reservas o sólo permiten de-
terminadas reservas.
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Revisión Revisión significa básicamente enmienda. Sin embargo, algunos
tratados contienen disposiciones separadas para las revisiones y las
enmiendas. En tal caso, la revisión se refiere por lo general a una
adaptación absoluta de un tratado a nuevas circunstancias, mientras
que el término enmienda hace referencia a la modificación de de-
terminadas disposiciones.

Texto auténtico El texto auténtico de un tratado es la versión del tratado que ha sido
autenticada por las partes.

Tratado Tratado es el término genérico que abarca todos los instrumentos
vinculantes en virtud del derecho internacional, con independencia
de su designación formal, celebrados entre dos o más personas jurí-
dicas internacionales. Así, los tratados se pueden celebrar entre:

a) Estados;

b) Organizaciones internacionales con capacidad para celebrar
tratados y Estados; o

c) Organizaciones internacionales con capacidad para celebrar
tratados.

La aplicación del término tratado, en sentido genérico, significa
que las partes tienen la intención de crear derechos y obligaciones
exigibles en virtud del derecho internacional. En la Convención de
Viena de 1969 se define un tratado como “un acuerdo internacional
celebrado por escrito entre Estados y regido por el derecho interna-
cional, ya conste en un instrumento único o en dos o más instru-
mentos conexos y cualquiera que sea su denominación particular”
(apartado a) del párrafo 1 del artículo 2). Por lo tanto, pueden cons-
tituir tratados las convenciones, acuerdos, protocolos, notas y can-
jes de notas. Un tratado debe estar regido por el derecho internacio-
nal y por lo general tiene forma escrita. Aunque la Convención de
Viena de 1969 no se aplica a los acuerdos no escritos, en su defini-
ción de un tratado se establece que la falta de escritura no afecta a la
fuerza jurídica de los acuerdos internacionales.

No existe ninguna norma internacional que establezca cuándo un
instrumento internacional debe calificarse como tratado. No obs-
tante, el término tratado se utiliza por lo general para los instrumen-
tos que tienen cierta gravedad y solemnidad.

Véase el apartado a) del párrafo 1 del artículo 2 de la Convención
de Viena de 1969. Véase en general la Convención de Viena
de 1969 y la Convención de Viena de 1986.

Tratado bilateral

Véase Tratado.

Tratado multilateral

Véase Tratado.
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